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ACTA N* 51 


RENDICIÓN DE CUENTAS Y BALANCE DE EJECUCIÓN PRESUPUESTAL 
EJERCICIO 2016 


Correspondiente a la reunión del día 29 de junio de 2017 


(Asiste el equipo económico de gobierno) 
SEÑOR PRESIDENTE (Jorge Pozzi).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 10 y 17) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el agrado de recibir a la delegación del 
Ministerio de Economía y Finanzas, integrada por el señor ministro, contador Danilo Astori; por el 
subsecretario, contador Pablo Ferreri; por la contadora general de la Contaduría General de la Nación, Laura 
Tabárez; por el representante de la Unidad de Deuda, contador Herman Kamil; por la Tesorera General de la 
Nación, contadora Adriana Arosteguiberry; por el asesor en Macroeconomía, economista Rodrigo González; 
por el asesor del ministro, economista Gabriel Papa; por el asesor del ministro, economista Martín Vallcorba; 
por la asesora de la subsecretaría, doctora Malena Díaz; por la asesora tributaria, doctora Natalia Acosta; por 
el asesor tributario, contador Fernando Serra; por el asesor, licenciado Alejandro Zavala; en representación de 
Presupuesto del MEF, economista Michael Borchardt y por el asesor en Macroeconomía, economista Andrés 
Masoller. 


Asimismo, damos la bienvenida a una delegación de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, integrada por 
el subdirector, contador Martín Dibarboure; por la directora de Presupuesto, Evaluación y Control, contadora 
Lucía Wainer; por el director de Descentralización e Inversión Pública, profesor Pedro Apezteguía; por la 
directora de Presupuesto, contadora Ángela Medina; por la directora de Evaluación y Control, contadora 
Janet López; por el coordinador general, señor Pablo Álvarez; por el asesor de dirección, doctor Pablo 
Schiavi y por el asesor del director, licenciado Matías Ponce. 


Hoy comenzamos con el tratamiento de la rendición de cuentas del ejercicio 2016. 
Tiene la palabra el señor ministro de Economía y Finanzas, contador Danilo Astori. 
SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Muchas gracias, señor presidente. 


Buenos días a todos los señores y señoras legisladores. Es un placer estar aquí nuevamente para hacer una 
presentación inicial del proyecto de ley de rendición de cuentas correspondiente al ejercicio 2016. 


Hemos preparado una presentación que, como podrán ver, consta de cuatro capítulos. En primer lugar, 
muestra un análisis del escenario macroeconómico nacional e internacional; segundo, los lineamientos para la 
elaboración de la rendición de cuentas, que hemos seguido a los efectos de estructurar este proyecto de ley; 
tercero, un análisis para nosotros muy importante, que es la evolución reciente y la propuesta que contiene 
este proyecto acerca de lo que solemos llamar el gasto público social, esto es aquel gasto público 
directamente asociado a las condiciones de vida de la población y, sobre todo, a las fundamentales: la salud, 
la educación, la vivienda. Y culminamos con un tema que para Uruguay es muy importante y, obviamente, 
tiene vínculo directo con este proyecto presupuestal de rendición de cuentas 2016, que refiere al importante 
plan de infraestructura que se ha trazado el país, de modo que la Comisión de Presupuestos integrada con la 
de Hacienda de la Cámara de Representantes pueda tomar debida nota de la rendición de cuentas que 
haremos acerca de los avances que tiene este plan de infraestructura incluyendo, desde luego, las 
proyecciones de futuro. 


En lo que refiere al primer punto, que es el escenario macroeconómico nacional e internacional podemos 
decir que Uruguay está transitando un proceso de recuperación económica evidente, que puede ser 
visualizado, percibido, a través de indicadores muy rigurosos al respecto, pero que a nuestro modo de ver las 
cosas aún no está consolidado. Por eso, le exige al país, a su Gobierno, a su conducción económica, adoptar 
las actitudes necesarias para que, precisamente, además de recuperar niveles de crecimiento mayores a los 
que hemos tenido en los últimos dos años, ese crecimiento se consolide y se transforme en un crecimiento 
sostenible hacia el futuro. 


Decimos esto porque persisten riesgos importantes, como se puede observar en la transparencia. Por un lado, 
a nivel internacional tenemos un escenario en el que las políticas implementadas por algunos países de mayor 
desarrollo y, en particular los Estados Unidos y su nueva Presidencia están inyectando lo que nosotros 
llamamos volatilidad de incertidumbre en las circunstancias económicas internacionales. A ello habría que 
agregar dificultades en el vecindario que son notorias. Hay una gran crisis política en Brasil, que es lo que no 
permite tener una visión clara acerca de la evolución de este país en el futuro y, sobre todo, en el corto plazo 
y, al mismo tiempo tenemos dificultades en la Argentina que obviamente pesan sobre nuestro país y que 
debemos tener en cuenta. 


A nivel interno, hay una preocupación central fundamental, no es la única, pero sí la más importante, que es 
el resultado fiscal negativo que tiene el país desde hace un tiempo y que debemos combatir. Digo esto, 
porque desde el punto de vista macroeconómico, la política fiscal es el ancla de toda la conducción 
económica del gobierno y una base fundamental para la consistencia imprescindible que debe existir entre la 
política fiscal, la política monetaria, la política cambiaria y la política de ingresos. Por lo tanto, el hecho de 
que uno de estos factores tenga un desequilibrio importante, como el que tiene ahora, es un motivo de 
preocupación para el gobierno que debe tener en cuenta el momento de efectuar su diagnóstico y sus 
proyecciones; eso es lo que hemos tratado de hacer y ustedes lo van a percibir en el contenido de este 
proyecto. 


A título de adelanto quiero señalar que entendemos que este motivo de preocupación, que es el desequilibrio 
fiscal, es manejable; esto es que no se ha convertido en un problema insostenible. Por el contrario, estamos 
trabajando para que el equilibrio fiscal sea sostenible. Ya lo comenzamos a hacer en la rendición de cuentas 
pasada y lo continuamos en este proceso de rendición cuentas, con las medidas y las decisiones que ustedes 
van a poder analizar y comentar a propósito de esta presentación. 


En la gráfica que se está exhibiendo se aprecia la evolución de la economía mundial que se recupera, después 
de haber tenido una caída muy importante en 2009, pero que hace esperar un crecimiento modesto en los 
próximos años. Lo que en la gráfica figura en color azul, representa un promedio de proyecciones; luego de 
haber caído en economías emergentes y en desarrollo en 2009, en los últimos años se estabiliza aunque en 
niveles inferiores a los que había alcanzado antes de ese año. Este es un promedio de todas las economías 
emergentes. Precisamente, en la gráfica se pueden apreciar las proyecciones del mundo en su conjunto -que 
figuran en color rojo- que, prácticamente, tienen una trayectoria similar, pero que nos muestran que de 
ninguna manera podemos afirmar que luego de la recuperación de la gran caída de 2009, estemos en un 
escenario sostenible. Estamos en un escenario relativamente incierto, como lo indican estas gráficas. 


Los precios de algunas de las exportaciones relevantes para Uruguay están exhibiendo comportamientos 
disímiles y, a mi juicio, todavía bastante ambiguos, como ustedes podrán ver en la gráfica que muestra la 
evolución de cuatro precios muy importantes para Uruguay: la soja, el arroz, la carne y la leche en polvo 
entera, producto representativo de las exportaciones lácteas. En todos los casos vemos esa ambigiedad de 
tener una caída importante, como en el caso de la soja pero, al mismo tiempo, en los últimos años, tener una 
evolución de precios descendente. 


En el caso del arroz, las recuperaciones de los últimos años se ven neutralizadas por los precios de 2017, 
como ustedes verán en la gráfica que se exhibe. 


En el caso de la carne, desde 2014 también hay una tendencia de crecimiento y en el caso de la leche, sin 
perjuicio de que luego de una caída muy importante también hubo cierta recuperación, ustedes verán que en 
los últimos años hay cierta ambigúedad en cuanto a la orientación y a la intensidad de estos precios. 


En definitiva yo diría que, analizada en conjunto la evolución de estos precios, se muestra una etapa no tan 
dañina como en el pasado, pero que no se puede estimar como una evolución consolidada hacia el futuro de 


ninguna manera. A nuestro juicio, es una demostración de esa volatilidad de la que hablábamos recién. 


Ya adelantamos que en la región persisten desafíos macroeconómicos muy importantes. A la izquierda de la 
lámina que se está mostrando figura la evolución de la inflación en la Argentina, con un dato observado a 
principios de este año de aproximadamente 24% de inflación, y un déficit fiscal que ha llegado a 6 puntos del 
producto, tal como representa la gráfica que exhibe precisamente esta evolución. A la derecha de la lámina 
figura el resultado fiscal de Brasil que ha superado los 9 puntos negativos del producto. El último dato 
observado, que es el de marzo de este año, indica un déficit fiscal de más del 9% del producto, con una deuda 
bruta que, obviamente, ha avanzado muchísimo. Casi son las dos caras de una misma moneda: déficit y 
deuda; cuando crece el déficit, va creciendo la deuda porque es la manera no inflacionaria de combatir un 
déficit fiscal. Y allí tenemos una deuda bruta que ya ha llegado a 72 puntos del producto bruto interno, lo cual 
también es un indicador de inestabilidad en la región. En ambos países -esto es muy importante para 
Uruguay- las proyecciones de crecimiento se vienen ajustando sistemáticamente a la baja. Si tomamos 
diferentes fechas en el caso de Brasil, setiembre y noviembre del año pasado y junio -o sea, el mes pasado de 
este año-, vemos que las expectativas de crecimiento descienden notablemente, como también lo indica la 
gráfica. 


En Argentina ocurre algo similar comparando tres fechas: junio y diciembre del año pasado y mayo de este 
año. En los dos casos se esperan crecimientos menores en las sucesivas mediciones de expectativas hacia el 
futuro. 


En Uruguay la economía ha tomado impulso. Uruguay se diferencia en la región respecto de esta situación y 
hemos tenido -como saben muy bien- muy buenos datos acerca de la evolución del producto bruto interno, 
superando inclusive nuestras expectativas, lo cual nos llevó a modificar al alza nuestras previsiones más 
recientes. Uruguay ha tenido un excelente último trimestre del año pasado y un todavía mejor primer 
trimestre de este año, con cifras de crecimiento interanuales respectivamente de 3,4% en el primer caso y de 
4,3% en el segundo. 


La gráfica nos está mostrando precisamente el cambio que ha habido en los últimos tiempos en estas 
mediciones trimestrales con base interanual. Después de haber tenido unos cuantos años de crecimiento 
intenso, Uruguay se enlenteció en 2015 -lo están viendo allí en la gráfica; repito que son mediciones 
trimestrales-, para luego retomar un crecimiento más importante hacia el segundo semestre del año pasado y 
los primeros meses de este año. 


A la derecha tenemos la participación de los diferentes sectores de actividad de la economía uruguaya en la 
explicación del producto interno bruto. Allí aparecen dos cifras: las correspondientes al último trimestre de 
2016 y las correspondientes al primer trimestre de 2017. No hay grandes variaciones, salvo en el suministro 
de electricidad, gas y agua, que tuvo en el primer caso una evolución negativa importante de 12% y luego 
pasó a tener un crecimiento de 1,4%. La cifra negativa del año pasado se explica en particular porque hubo 
menos generación de energía eléctrica debido a un año climáticamente excepcional. Esto es positivo, lo cual 
hace que se genere menos energía eléctrica y ese es un factor que, obviamente, pesa en una economía como 
la uruguaya, en la que este sector tiene una participación relevante. 


En el resto de los sectores no hay mayores novedades, pero podrán comprobar que, salvo en la industria 
manufacturera -a la cual nos vamos a dedicar con otro comentario-, todos los sectores participaron de la 
explicación del importante crecimiento en el primer trimestre de 2017. 


Algunos indicadores todavía no muestran señales firmes de recuperación. Esto tiene mucho que ver con 
nuestra primera afirmación. Por eso decíamos que tenemos que seguir trabajando intensamente para que esta 
recuperación que el país está mostrando se consolide como una tendencia continua hacia el futuro. Y acá hay 
un conjunto de indicadores que muestran que todavía faltan señales de recuperación, es decir, falta darle 
solidez a estos buenos números con los que hemos empezado el año. 


Arriba a la izquierda tienen la evolución de la inversión en maquinaria y equipos. Hemos separado a Montes 
del Plata porque es un caso muy especial. Sobre todo en los momentos en que se hizo la inversión, el pico 
más alto de la mitad esa gráfica se debe enteramente a Montes del Plata. Por eso hicimos un trazado sin 
Montes del Plata y a pesar de que hubo una leve recuperación en el final de 2014 y principios de 2015, hay 
una caída evidente más recientemente, lo que tiene que ver sin duda con la falta de consolidación que tiene 
todavía el crecimiento de la economía uruguaya. 


A la derecha, en la parte superior, tenemos la evolución de lo que podríamos llamar el núcleo industrial del 
país, que es el que se conforma quitando de la medición algunos sectores que son absolutamente 
fundamentales para explicar su evolución. Me estoy refiriendo a la producción de celulosa, a la refinería de 
Ancap, que tiene un peso enorme, a la producción de Pepsi-Cola en zonas francas. Sacando todo eso, arriba a 
la derecha tenemos la evolución tendencia-ciclo del núcleo industrial que, como verán, no es de un 
crecimiento sólido, precisamente. Al contrario, en algunos casos recientes, sobre todo el año pasado, muestra 
una caída importante y, sin duda, eso hay que tomarlo en cuenta cuando se diseñan medidas de política 
económica. 


Abajo a la izquierda tenemos expectativas sobre el clima de inversiones dentro de un año. En términos 
generales, podemos decir que en conjunto han mejorado las inversiones porque la superficie que más 
aumenta, que es la se mide en abril de 2017, es la de que no se espera un empeoramiento. Y a veces, es una 
buena noticia no esperar un empeoramiento en cuanto a las expectativas, en este caso del clima de 
inversiones. 


En la misma dirección tenemos la medición del índice de confianza del consumidor, que luego de estar, 
durante largo tiempo, en el área de moderado optimismo, hoy se encuentra en el área de moderado 
pesimismo, que es la parte final de esa curva de expectativas que están observando en esta imagen. Y las 
expectativas en economía son muy importantes. Naturalmente, podría decir ahora -ustedes lo saben tan bien 
como yo- que el consumo tuvo una evolución muy importante para explicar el crecimiento de principios de 
año; es verdad, es así. Pero también hay que tener en cuenta cómo el consumidor ve el futuro de la economía 
uruguaya porque eso importa a los efectos de diseñar las medidas de política económica. 


La inflación descendió fuertemente hasta ubicarse dentro del rango meta por primera vez en mucho tiempo 
-también lo saben ustedes- lo que contribuye a mejorar el salario real de los trabajadores y yo titularía 
también en esta lámina, el poder adquisitivo de todos los ingresos fijos del país, no solo los salarios. Después 
vamos a hablar de pasividades y van a ver ustedes cómo, en términos de ingresos, el poder adquisitivo ha 
crecido enormemente, precisamente, por la baja de la inflación. 


No hay sendero más sólido, más consolidado, más fuerte que la reducción de la inflación para defender el 
poder adquisitivo de un ingreso fijo; no hay otro. Por eso esta caída importantísima de la inflación que nos ha 
llevado hasta el último dato observado, que es el de 5,6%, que ustedes ven allí, en el eje prácticamente del 
rango meta, es una noticia muy importante para todos los uruguayos. 


Precisamente, a la derecha de la presentación vemos la evolución del salario real que, sin perjuicio de 
acompañar por su evolución la tendencia a la disminución del crecimiento que hubo en el país -lo verán en 
los primeros años de esa gráfica-, luego, nunca dejó de crecer y en los peores momentos -diría- de los últimos 
tiempos siguió creciendo y sigue creciendo en la actualidad. 


El último dato interanual que tenemos es que el salario real medio de todos los uruguayos -ahí tienen el 
privado, el público y el promedio total- en el primer trimestre de este año ha crecido 2,1% respecto a igual 
periodo del año anterior. Reitero: estamos hablando del salario real promedio, del poder adquisitivo de los 
trabajadores del Uruguay. 


El color naranja representa el salario privado, el azul el público y la línea el promedio de ambos salarios. 


Sin embargo, hay un deterioro importante en el mercado laboral. El nivel de empleo acumula dos años de 
caída, y eso nos tiene que preocupar a todos. Hoy decíamos que el déficit fiscal en términos de política 
macroeconómica es nuestra principal preocupación; ahora, deberíamos decir que en términos de política 
económica, nuestra principal preocupación es el empleo. 


A la izquierda de la presentación vemos la evolución de la tasa de empleo en el total del país; la tasa de 
empleo marca la evolución de la creación de puestos de trabajo en relación precisamente al nivel de actividad 
que se muestra en el país. En el acumulado del primer trimestre de 2017 respecto a igual periodo de 2015 se 
constata la pérdida de cuarenta mil puestos de trabajo, cifra extremadamente importante para el tamaño de la 
economía uruguaya y sobre todo de la población activa. 


A la derecha aparece la contracara de la pérdida de puestos de trabajo, que es el aumento de la tasa de 
desempleo, cuyo último dato observado -si no recuerdo mal, de abril- llega al 8,5% de la población 


económicamente activa. El Gobierno considera que se trata de una medición muy alta y que debemos trabajar 
intensamente para corregirla. 


Los sectores más dinámicos de la economía en los últimos dos años fueron aquellos que tuvieron una menor 
participación en el empleo. Esta gráfica es bien interesante porque el tamaño del globo indica la participación 
del sector en el empleo total. Abajo están indicados los sectores a los que corresponden los globos. Cuanto 
más grande es el globo, más participación tiene el sector en la creación de empleo. El globo más grande 
corresponde al sector del comercio y reparaciones. Como muestra la gráfica, los globos más grandes 
aparecen por debajo del 0% indicando su escasa capacidad de incidencia en la creación de empleo. Y en la 
línea y por encima de esta, aparecen globos más chicos -también están indicados con los respectivos sectores 
de actividad- en los cuales se percibe una menor incidencia en la creación de empleo. En todo caso, cuando 
en los próximos tiempos Uruguay diseñe sus políticas públicas tendrá que tener en cuenta esta relación para 
incrementar la posibilidad de incidencia de estos sectores en la creación de trabajo. 


Las cuentas públicas continúan muy tensionadas. Como decíamos al principio, el principal problema que 
tiene el país desde el punto de vista macroeconómico es el fiscal. 


Aquí tenemos dos láminas que son preocupantes en el sentido que mencioné. A la izquierda está la evolución 
del déficit fiscal del sector público consolidado. Ustedes verán dos evoluciones. Una de ellas es la marcada 
con color azul corresponde a la que publican todos los medios de comunicación porque es el dato observado 
de déficit fiscal, ese que en la última medición está ubicado en 3,4% del producto bruto interno. Sin embargo, 
la evolución marcada con color rojo nos indica algo muy preocupante, que es el déficit fiscal que tendría el 
país si no operaran a favor algunos factores circunstanciales -como sucedió últimamente-; por ejemplo, 
recién hablé de un excelente año climático precisamente para el sector de generación eléctrica. Pero tengo 
que mencionar no solamente un año sino dos muy favorables desde este punto de vista, y al mismo tiempo 
que Ancap haya desacumulado stocks de petróleo crudo por la detención de la refinería. Un tercer factor es 
precisamente algunas altas que tuvo el Banco de Previsión Social totalmente circunstanciales porque, por un 
lado, se trata de contribuyentes que abandonaron las Administradoras de Fondos de Ahorro Previsional y, por 
otro, del adelanto de pagos que hizo el organismo que no estaban contemplados en el volumen extraordinario 
y normal de estas erogaciones y que hacen que el llamado déficit estructural, que es el que está indicado en 
color rojo, sea mucho más importante que el dato observado. La evolución señalada con color rojo nos indica 
lo que conocemos en el Ministerio como déficit estructural, que equivale a aproximadamente unos cuatro 
puntos del producto. Quiere decir que el déficit estructural, esto es aquel que está despojado o simplificado 
-diría- por la presencia de factores circunstanciales, coyunturales, que al mismo tiempo desfiguran el 
resultado real, es bastante más importante que el déficit observado que figura en color azul. 


A la derecha tenemos la evolución de la deuda neta del sector público consolidado como porcentaje del 

producto bruto interno, y se podrá apreciar que entre 2013 y 2016 ha habido un crecimiento importante, 
como no podía ser de otra manera. Si el déficit tiene una evolución como la que el país ha tenido en los 

últimos tiempos, la consecuencia inexorable es el crecimiento de la deuda que entre 2013 y 2016, en los 
últimos tres años, pasó -dato observado- de 32,3% a 43,1% del producto. 


Dije hace unos minutos que entendemos que el resultado fiscal negativo que tiene el país es manejable, que 
con políticas públicas podemos combatir y podemos evitar que se consolide. Al contrario: podemos llegar a 
tener una consolidación de la evolución a la inversa. Esto es: de un buen resultado fiscal y para eso estamos 
trabajando, pero debo decir que esta deuda neta del sector público, con referencia al producto bruto interno, 
también es una deuda manejable, que tenemos que administrar de la mejor manera posible en función del 
interés nacional. Luego veremos algunos indicadores al respecto, que muestran que el país sigue siendo muy 
sólido financieramente, a pesar de la evolución de esta deuda, provocada por la evolución del déficit fiscal. 
Precisamente, las fortalezas financieras construidas permiten que el proceso de consolidación fiscal se realice 
gradualmente. Esto es: que el país no tenga que hacer un shock de ajuste que siempre es perjudicial para la 
población y pueda -como lo comenzamos a hacer en la rendición de cuentas pasada- ir trabajando con 
ingresos y con gastos públicos, intentando llegar a esa consolidación fiscal por la vía de un camino gradual. 


A la izquierda de la imagen, se pueden observar importantes indicadores de liquidez y necesidades 
financieras del gobierno central. Aparecen las líneas de crédito contingentes de US$ 2.400.000.000, que el 
país tiene con los organismos internacionales, y activos líquidos en poder del gobierno central, que llegan a 
US$ 2.700.000.000. Estoy hablando de un muy rápido y fluido acceso a recursos financieros, que supera los 


US$ 5.000.000.000 hoy. Todos los servicios de deuda del país, todos los servicios de deuda del gobierno 
central para los próximos doce meses llegan a US$ 3.000.000.000. Repito: el país tiene una liquidez que 
supera los US$ 5.000.000.000 y los compromisos de deuda de todo un año son de aproximadamente 
US$ 3.000.000.000. 


A la derecha de la imagen tenemos muy buenos indicadores sobre composición, por monedas y madurez de la 
deuda del gobierno central. 


Por un lado, hay una clara tendencia a la disminución de la deuda en moneda extranjera, lo cual es una 
reducción de riesgos muy importante para el país, que ha venido trabajando excelentemente bien desde este 
punto de vista y creo que la culminación ha sido la última colocación global internacional en moneda 
nacional nominal -esto es, sin ajuste por inflación- a cinco años de plazo, pagando una tasa fija de interés de 
aproximadamente 10%. Repito: hemos logrado una emisión en moneda nacional nominal a tasa fija a cinco 
años de plazo, recibiendo una demanda que quintuplicó la oferta y, al mismo tiempo, siendo Uruguay -si no 
me equivoco- el único país emergente que apeló a esta modalidad de emisión de deuda con total éxito. En 
realidad, no se conocen otras experiencias similares de países emergentes, al menos en los últimos tiempos. 
Eso se resume en una sola palabra, que es un capital intangible muy importante para el Uruguay: confianza. 
Para diseñar políticas públicas sostenibles de mejora de las condiciones económicas del país, la confianza es 
absolutamente fundamental. Por eso tenemos la gráfica que aparece a la derecha, en la que se puede observar 
un descenso notorio de la composición de la deuda en moneda extranjera. 


La línea roja que ven, con una tendencia claramente creciente, es la duración de la deuda. Esto es: los plazos 
a los cuales está contratada la deuda del Uruguay. Se puede ver que, en los últimos tiempos -2017- hemos 
llegado a una duración media de catorce años. Ese es el plazo medio de toda la deuda uruguaya, del gobierno 
central del país. 


Como consecuencia de las medidas de consolidación fiscal -que se aprobaron en este Parlamento el año 
pasado, cuando se procesó la rendición de cuentas de 2015-, el mercado asigna mucho menos riesgo a la 
deuda pública uruguaya. Ya Uruguay venía con un riesgo muy bajo en su deuda pública en el pasado y ahora 
esta tendencia se ha acentuado notablemente. 


Fíjense los señores diputados que, a la izquierda de la imagen, aparece la evolución de las tasas de interés que 
paga el país por las notas del tesoro en pesos nominales, en este caso, a tres años de plazo, no a cinco. Son las 
colocaciones básicamente domésticas que ha realizado el país en los últimos tiempos, pagando una tasa de 
interés nominal cada vez menor que, en poco tiempo -entre junio de 2016 y junio de 2017-, ha pasado de 
15% a 9,1%, registrando un descenso absolutamente notable que ayuda al país a seguir fortaleciéndose 
financieramente. Esto significa -como dice la lámina- una reducción en el costo de financiamiento del sector 
público, una amplia diversificación de base inversora y acceso fluido de los mercados y una contribución a la 
mejora -ya lo dijimos- en la perspectiva de la calificación crediticia. 


Luego de haber repasado este marco económico general, internacional y nacional, pasaremos a los 
lineamientos que hemos tenido en cuenta, a partir de reflexiones como las que acabamos de hacer acerca del 
escenario macroeconómico nacional e internacional, para la elaboración de la rendición de cuentas. 
Precisamente, la revisión de ese marco y el hecho de considerar este dato como fundamental para los 
próximos años, nos permite tener en cuenta especialmente los elevados riesgos que enfrenta nuestra 
economía y que no pueden estar ajenos en la elaboración de un proyecto de ley tan importante como el que 
estamos analizando. 


Se requiere un ajuste en la proyección de los ingresos, incorporando no solo el mayor crecimiento esperado 
-les anunciaba una revisión al alza de nuestras metas al respecto-, sino también el efecto de la baja de la 
inflación sobre la recaudación, la contribución de las empresas públicas a Rentas Generales y las evoluciones 
de otras fuentes de ingreso como, por ejemplo, las utilidades vertidas por el Banco de la República Oriental 
del Uruguay. 


Quiero detenerme un minuto para hacer una reflexión económica importante que no deseo que sea ignorada 
en el análisis de este proyecto de ley. 


Una cosa es tener un presupuesto con alta inflación, porque esta licua los compromisos que se asumen a lo 
largo del tiempo. En cambio, una inflación reducida desafía al presupuesto, porque aumenta su costo real. No 


permite diluir los compromisos a medida que los precios van aumentando. 


Entonces, la responsabilidad por este hecho positivo, que es la baja de la inflación, en términos 
presupuestales, aumenta notoriamente, para empezar, influyendo sobre la recaudación, porque se ve 
desafiada por una inflación baja; lo contrario ocurre cuando la inflación es muy alta. 


Cuando hablamos de ingresos fijos -salarios, pasividades, etcétera-, la inflación también es un desafío, 
porque incrementa el contenido real de esos compromisos. 


Entonces, bienvenida la baja inflación, pero observemos bien qué presupuestamos, porque el cumplimiento 
de lo presupuestado es un compromiso importante desde el punto de vista financiero con inflación baja. 


El país conoció en el pasado muchas épocas en que los presupuestos eran nominales; se aprobaban en el 
Parlamento, pero luego, cuando llegaba el momento de cumplir realmente con el compromiso, el 
compromiso era mucho menor, porque la inflación había prácticamente diluido el contenido del compromiso 
real. Hoy sucede lo contrario: tenemos una inflación muy baja -como hacía mucho tiempo no teníamos-, que 
va a seguir siendo baja -quiero que se tenga en cuenta esto, porque es nuestra previsión- y, por lo tanto, 
responsabiliza al presupuesto en el sentido de estructurar bien su contenido para poder cumplirlo cabalmente. 


En tercer lugar, tenemos que ajustar las proyecciones de los gastos, de los egresos. Se están verificando 
importantes incrementos de gastos endógenos; esto es un compromiso al revés que tiene un presupuesto. Es 
decir, el gasto ya comprometido por el país -por diversas razones, incluidas leyes que fueron votadas por el 
Parlamento y ni qué hablar disposiciones constitucionales- es una parte muy importante del gasto total, tanto 
que quita mucho margen de maniobra para reducir el gasto y cumplir con otras prioridades que tiene el país. 
Entonces, cuanto más comprometido esté el gasto por decisiones de tipo endógeno, ya tomadas, gasto 
prácticamente ya realizado, menos posibilidades tenemos de reducirlo, porque ya está aprobado, para decirlo 
en términos claros; ya está predeterminado, y cuando uno tiene un gasto predeterminado la posibilidad de 
reducirlo, en algunos casos, es nula y, en otros, se reduce considerablemente. Lo mismo vale para nuevos 
gastos: cuando uno tiene pocas posibilidades de reducir el gasto, tiene menos posibilidad de incrementarlo. 


Por lo tanto, cuando se trate de proyectar los gastos, los egresos -parte fundamental de la política fiscal-, esta 
realidad es absolutamente esencial, porque es una realidad que tiene Uruguay. Después analizaremos los 
gastos endógenos fundamentales que tiene el país y cuál es su proporción sobre el total. 


Por eso, el cuarto punto se refiere a eso precisamente: tenemos escaso espacio para incrementar el gasto; y 
agregaría: escaso espacio para reducirlo, porque acá no hablemos de espacio, ya que está determinada una 
gran proporción del gasto. Esto nos llevó, junto a los factores que mencioné en el primer capítulo de análisis 
económico nacional e internacional, a contemplar incrementos de gastos solo para 2018, de modo de encarar 
la incertidumbre respecto de la evolución futuro de los ingresos, que también hemos tratado de fundamentar, 
y Operar sobre un terreno sólido, firme: hacer proyecciones para el año próximo y el año próximo, en función 
de la evolución de la realidad nacional e internacional y con información constante y sonante, no solo con 
previsiones, hacer una buena proyección para 2019. 


Obviamente, tenemos que cortar con la espiral déficit-deuda; dije que ambos son manejables, pero debemos 
empezar a cortar con ellos para que sean manejables y para que se transformen en buenos resultados para el 
país. Por eso el año pasado hablamos de consolidación fiscal y adelantamos que esta rendición de cuentas se 
integra en el camino de consolidación fiscal que intentamos comenzar el año pasado. 


Entonces, el sexto punto se refiere a la reducción del déficit fiscal, sabiendo que los incrementos de gastos 
que se entienda necesario propiciar, así como lo gastos endógenos, tendrán que estar enteramente financiados 
con incremento de ingresos. Esto es: nos tenemos que proponer que no haya ningún gasto en esta rendición 
de cuentas que no tenga ingresos que lo financien para, como mínimo, evitar que se incremente el resultado 
fiscal negativo. 


En materia de ingresos tributarios, recientemente se dispuso un incremento, que se votó en la rendición de 
cuentas del año pasado, lo que acota, a nuestro juicio, las alternativas y opciones para establecer eventuales 
incrementos adicionales, sobre todo en el plano personal y en la actividad productiva en particular. 


Estamos modificando nuestras previsiones al alza, en función de los resultados ya comentados acerca de la 
evolución de la economía nacional. A la izquierda de la pantalla figuran tres previsiones que hemos realizado 
en el Ministerio de Economía y Finanzas. La línea punteada superior corresponde al presupuesto que 
presentamos en 2015; la línea roja inferior es la que presentamos hoy y la intermedia es la previsión del 
producto contenida en esta rendición de cuentas de 2016, y que arroja un resultado de 109,7, es decir, un 
crecimiento respecto de 2014 de 9,7 puntos del producto. 


¿Qué estamos modificando al alza, que figura en la parte derecha de la lámina? Teníamos una previsión de 
crecimiento para este año 2017 de 1% en la rendición de cuentas del año pasado, que figura en la columna 
del medio de la lámina; estamos elevando esa previsión al 2%, como figura en la columna de la derecha de la 
lámina. Para 2018 teníamos una previsión de 2%, como figura en la columna del medio de la lámina; la 
estamos elevando a 2,5% para 2018 en esta rendición de cuentas. Y para 2019, hemos preferido en esta 
rendición de cuentas no modificar la previsión, que es de un crecimiento de 3% del producto, por los mismos 
argumentos que expuse hace cinco minutos: prefiero que el próximo año, con más información real y no 
prevista o estimada, podamos hacer una corrección rigurosa -ojalá al alza- de la evolución del producto en 
2019. 


En concreto, tenemos una mejora de previsión de 1% a 2% para 2017, un incremento de 2% a 2,5% para 
2018, y una permanencia de 3% de crecimiento en 2019, meta que abordaremos el próximo año, y ojalá 
-reitero- podamos modificar al alza. 


El mayor crecimiento genera mayores recursos -obviamente-, sobre todo si está sentado en argumentos 
sólidos como los que vimos antes. Los fundamentos sólidos son los del primer trimestre de este año y el 
último del año pasado y, al mismo tiempo, la moderación y la cautela con que hemos modificado la meta de 
crecimiento del año 2017, llevándola de 1% a 2%. Esto nos da un margen importante de certeza acerca del 
aumento de los ingresos -después vamos a ver cómo se obtendrían-, pero si se dan las circunstancias como 
las que acabamos de proponer, en el año 2017, la mejora de un punto del crecimiento del producto significará 
recaudar US$ 130.000.000 más y, en el año 2018, la mejora de medio punto del crecimiento del producto nos 
va a permitir recaudar US$ 70.000.000. Todo eso sumado, a partir de 2018, implica que el país generará 
recursos adicionales por aproximadamente US$ 200.000.000: US$ 130.000.000 este año y US$ 70.000.000 el 
año que viene, y a partir del año que viene, quedará como permanente el incremento de US$ 200.000.000. 


Tenemos una noticia que no es buena, por cierto, y que opera en sentido contrario a la anterior: ya no vamos 
a poder contar con distribución de utilidades del Banco de la República. Este es un hecho muy importante. 
Para calibrar la importancia de este hecho tenemos que observar la parte izquierda de la gráfica que se 
aprecia en la pantalla, que nos está mostrando que entre 2011 y 2016 el promedio de aportes del Banco de la 
República a la financiación del gasto público uruguayo en los presupuestos fue de US$ 90.000.000 al año. Lo 
que estamos diciendo ahora es que no vamos a poder contar, en esta oportunidad, con esos US$ 90.000.000 
con los que veníamos contando, como promedio, en los años previos. 


Verán que la gráfica culmina con cuatro años en los que el aporte es 0%, porque no sabemos si las 
condiciones que hoy impiden al Banco contribuir con sus US$ 90.000.000 se van a mantener en el futuro. 
Hoy, no las tenemos; quizás, tampoco las tengamos en los próximos años, pero eso lo tenemos que ir viendo 
año a año. ¿Cuáles son las razones? Fundamentalmente, dos. En primer lugar, se ha dispuesto que el Banco 
de la República tenga que presentar balance consolidado al Banco Central del Uruguay, con sus sucursales 
del exterior, que son las que tiene en Nueva York, en San Pablo y en Buenos Aires. Y presentar un balance 
consolidado con todas sus sucursales del exterior implica un aumento de los requerimientos patrimoniales. 
Quiere decir que tiene que mantener niveles patrimoniales que se ven exigidos por la incorporación 
consolidada, precisamente, de las sucursales del exterior. Pero, además, a ello se suma otra modalidad o 
norma muy importante que exige -a partir de la Carta Orgánica del Banco- que el Banco tenga que mostrar 
una responsabilidad patrimonial neta equivalente al 1,3% de su patrimonio; esto es tres décimos de punto por 
encima de lo que indica la cifra observada de patrimonio. Y, dada la información disponible actualmente y, 
particularmente en 2016, eso obliga al Banco a mantener una circunstancia patrimonial que le impide asignar 
US$ 90.000.000 de sus utilidades para financiar el presupuesto. Quiere decir que esto opera en contra de lo 
que recién acabamos de ver. Por un lado, se incrementan los ingresos en US$ 100.000.00 y, por otro, 
disminuyen los ingresos en US$ 90.000.000 por esta situación del Banco de la República. 


Vayamos ahora, al caso de los egresos, el llamado gasto endógeno, que refieren, fundamentalmente, a 
prestaciones de seguridad social. Ese gasto endógeno viene creciendo muy por encima de lo proyectado en 
anteriores circunstancias similares. En la gráfica pueden ver que está representada la asistencia financiera de 
Rentas Generales al Banco de Previsión Social. No incluye impuestos afectados -como dice allí-, y está 
expresado en millones de dólares constantes de 2017. 


Veamos qué quiere decir que no incluye impuestos afectados. Quiere decir que ahí no están los siete puntos 
del IVA que van al Banco de Previsión Social. Cada punto del IVA son US$ 200.000.000; es decir que a esto 
hay que agregar US$ 1.400.000.000 más por concepto de IVA, que no es el único tributo con el que estamos 
aportando financieramente, ya que también el IASS se vuelca enteramente al Banco de Previsión Social, y no 
está computado en esta cuantificación. Estamos hablando de unos US$ 630.000.000, que es lo que indica la 
columna en color azul oscuro que se encuentra a la derecha de la gráfica que vemos ahora. Lo que indica es 
que a la cifra de US$ 630.000.000 hay que agregar US$ 1.400.000.000 por concepto de IVA y la recaudación 
del IASS, que no la tengo ahora presente, pero que aumenta la asistencia financiera al Banco de Previsión 
Social. 


Observen que eso ha venido aumentando notablemente en los últimos años. Ha significado, por ejemplo, que 
entre 2015 y 2016 el aumento haya sido del 48% y que entre 2016 y 2017, del 21%. Acá está pesando la ley 
de flexibilización de las pasividades -que, por supuesto, votamos todos los partidos en el año 2008-, que 
significó un incremento importante de las obligaciones financieras para con el Banco de Previsión Social. 


El número de jubilaciones creció 23% entre 2008 y 2016 -en la gráfica dice, como señalábamos recién, que 
fue como resultado de la ley de flexibilización de las pasividades-, y sigue aumentando por encima de las 
proyecciones del Banco de Previsión Social. A la izquierda de esta lámina, pueden ver que entre 2008 y 2016 
hay un 23% de aumento del número de jubilaciones servidas por el Banco de Previsión Social; a la derecha, 
tenemos la evolución de las altas jubilatorias, o sea, de las jubilaciones nuevas, que se van agregando año tras 
año. En color azul tenemos las altas, producto de la Ley N* 16.713, de Seguridad Social; en color mostaza, 
las altas de la Ley de Flexibilización de 2008; las rayitas son las previsiones, la estimación original que había 
tenido el Banco de Previsión Social con respecto al aumento de las jubilaciones. Como se podrá apreciar, las 
altas por la Ley de Flexibilización superan bastante las previsiones que están indicadas por las rayitas azules 
que están en la parte derecha de la gráfica. 


Precisamente, tenemos un cuadro de altas jubilatorias y, en particular, de altas jubilatorias por incapacidad 
total, que han crecido significativamente. La columna del medio nos muestra las altas totales, las que 
acabamos de ver. Se puede percibir que en los últimos años -sobre todo, a partir de 2008, de la Ley de 
Flexibilización- hemos llegado prácticamente a un promedio de treinta mil jubilaciones nuevas por año 
-reitero: treinta mil jubilaciones nuevas por año-, de las cuales la quinta parte son por invalidez; o sea, uno de 
cada cinco uruguayos se ha jubilado por invalidez en los últimos años. Esta es una composición que merece 
nuestra atención porque es una parte muy importante de lo que hemos llamado gasto endógeno. 


En la siguiente lámina se ve cómo aumenta el gasto total en jubilaciones, no solamente por el número de 
jubilados, sino también por la suba de las pasividades que en 2017 habrán de subir 11,7%, en términos 
promediales, contra un IPC que aumentaría poco más de 6%, en promedio, durante todo el año. Es lo que les 
decía de la influencia de la reducción de la inflación sobre el costo real de los egresos presupuestales. 


Si entre 2005 y 2008 tomamos un promedio del gasto en pasividades y lo comparamos con 2017 -que es lo 
que muestra la flecha roja que pueden ver en la pantalla-, comprobamos un aumento de 110% en las 
pasividades que está pagando el Banco de Previsión Social, aumento que, reitero, tiene dos componentes: hay 
cada vez más pasividades y las pasividades tienen un monto mayor, en términos reales, que es lo que aparece 
reflejado conjuntamente con el factor anterior en la gráfica que estamos viendo. 


Esto ha provocado un aumento de gasto permanente de US$ 100.000.000 al año -conviene tener presente este 
dato porque es fundamental para diseñar las propuestas de esta rendición de cuentas-: la diferencia entre las 
previsiones por pago de pasividades entre la rendición de cuentas del año pasado y esta. En azul está lo que 
significa desde este punto de vista la rendición de cuentas actual y, en amarillo, lo que estaba contenido en la 
rendición de cuentas del año pasado. O sea, del año pasado a este, por este concepto solamente, tenemos esa 
diferencia que está indicada en la gráfica. Es un desvío de, aproximadamente, $ 3.000.000.000, lo que 
significan los US$ 100.000.000 indicados en el título de la lámina. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Germán Cardoso) 


Es un dato muy importante; no es una previsión, sino una comprobación de la realidad y, al mismo 
tiempo, una condición muy fuerte para las posibilidades de esta rendición de cuentas. 


A esto hay que agregar -un monto menor, pero por orígenes bastantes similares desde el punto de vista 
conceptual- las mayores transferencias que vamos a tener en este período al servicio de retiro de las Fuerzas 
Armadas. ¿Por qué? Porque en la rendición de cuentas del año pasado propusimos un tributo que nos 
ayudaría a reducir esa asistencia financiera en unos US$ 50.000.000, tributo que en el Parlamento se retiró de 
la rendición de cuentas y todavía no ha sido aprobado. Por lo tanto, en virtud de que fue previsto en la 
rendición de cuentas del año pasado, para nosotros significa una exigencia más para esta rendición de 
cuentas. Entonces, a la asistencia financiera que corresponde al área del Banco de Previsión Social hay que 
agregar esta, que significa un aumento respecto a la rendición de cuentas del año pasado, que es la que 
corresponde al servicio de retiro de las Fuerzas Armadas. 


Con estos datos en materia de ingresos y de egresos, tenemos esta situación de partida para 2018, situación de 
partida sin incorporar medidas adicionales, ni de aumento de ingresos ni de gastos. Esto es lo que tenemos 
hoy. Tenemos ingresos, con diferencia respecto a la rendición de cuentas de 2015, que estamos basando en 
una recaudación incremental por mayor crecimiento, asentada en bases muy sólidas -como señalé 
anteriormente-, que tienen, a su vez, dos componentes: la evolución de la economía uruguaya y la 
moderación con que hemos mejorado nuestra previsión de crecimiento y que significan para 2018 en adelante 
US$ 200.000.000. 


Ahora bien, en sentido contrario opera la pérdida de la fuente de recursos que significaban las utilidades del 
Banco República cuantificadas, de acuerdo con la experiencia más reciente, en US$ 90.000.000; no me 
refiero a las utilidades, sino el aporte del Banco República a la rendición de cuentas. 


Quiere decir que, en materia de ingresos, tenemos un incremento que podemos prever en US$ 110.000.000: 
US$ 200.000.000 de aumento de recaudación, US$ 90.000.000 de pérdida de ingresos por la inexistencia de 
la fuente de recursos de las utilidades del Banco República. 


En materia de gasto endógeno e incremental no previsto en la rendición de cuentas de 2015 -pero un gasto 
que no es una previsión, sino una realidad, ya está predeterminado, ya está como si fuera hecho-, por un lado, 
tenemos US$ 100.000.000 de aumento del gasto en pasividades que no estaba previsto en la rendición de 
cuentas del año pasado y, por otro lado, US$ 50.000.000 por concepto de mayores transferencias al servicio 
de retiro de las Fuerzas Armadas. En total: US$ 150.000.000 de gasto incremental. Si comparamos con los 
ingresos de US$ 110.000.000, tenemos un resultado negativo de US$ 40.000.000, que se viene arrastrando 
desde la rendición de cuentas del año pasado, por modificaciones en los ingresos -en comparación de las dos 
rendiciones de cuentas- y en los egresos, en el gasto endógeno incremental. 


Ahora bien, en este marco, en esta rendición de cuentas, se proponen asignaciones incrementales para 
continuar el proceso de mejora de los salarios docentes y solucionar parte del diferendo salarial con el Poder 
Judicial. Todo ello suma US$ 72.000.000, que es el gasto incremental nuevo -podríamos decirlo así- que 
estamos proponiendo en esta rendición de cuentas de 2016. 


Tal como se observa en la lámina, el gasto prioritario se compone de un convenio salarial con los docentes de 
ANEP, de US$ 50.000.000; un convenio salarial con los docentes de la Universidad de la República, de 

US$ 12.000.000, y un diferendo salarial con los funcionarios judiciales que acordaron con el Gobierno una 
salida -me refiero a los magistrados, fiscales, defensores de oficio del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo-, de US$ 10.000.000 anuales, durante tres años -es decir, US$ 30.000.000, cuya repercusión 
sobre esta rendición de cuentas será de US$ 10.000.000-, que corresponden a la primera cuota del acuerdo. 


En la siguiente imagen ilustramos la evolución de la masa salarial del Poder Judicial, que muestra tres años 
de crecimiento extraordinario por el cumplimiento del acuerdo realizado -reitero que la primera cuota debe 
realizarse en 2017-, que luego se transforma en un gasto permanente, aunque a un menor nivel. La 
cancelación de las tres cuotas será entre 2017 y 2019, y el incremento salarial permanente será a partir de 
2017. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Jorge Pozzi) 


Este otro cuadro es muy importante, que contiene elementos que seguramente los señores diputados 
conocen, porque indica los gastos aprobados en el presupuesto y en la rendición de cuentas del año pasado, 
que fueron diferidos para ser ejecutados como parte de esta rendición de cuentas de 2016. Como he dicho, 
fueron diferidos por razones fiscales -allí se detalla-, totalizando US$ 100.000.000. 


Los señores diputados podrán observar en detalle qué contiene cada uno de estos ítems, pero les recuerdo que 
esto fue aprobado por el Parlamento y está financiado; no requiere financiamiento adicional. Simplemente, 
corresponde hacer la ejecución ahora. Reitero que fue votado por el Parlamento y que dispone de los recursos 
necesarios para ejecutarse. 


Por eso tenemos este resumen. En caso de ser aprobada, con esta rendición de cuentas se dispondrá de 

US$ 172.000.000 incrementales a partir de 2018: US$ 100.000.000 son los que acabo de mostrar -ya están 
aprobados por el Parlamento y financiados- y US$ 72.000.000, que se conforman de US$ 62.000.000 para la 
educación -los convenios salariales que mencioné, y US$ 10.000.000 para cumplir con la primera cuota del 
Poder Judicial. Por lo tanto, estamos disponiendo un gasto mayor de US$ 172.000.000 -cien millones fueron 
aprobados y setenta y dos millones son nuevos-, y a los efectos de los lineamientos propuestos anteriormente, 
de los US$ 172.000.000 necesitamos financiar US$ 112.000.000 con ingresos adicionales, que se generan por 
la suma de US$ 40.000.000 de desequilibrio que venimos arrastrando de la rendición de cuentas del año 
pasado y de US$ 72.000.000 de gasto nuevo, que estamos proponiendo ahora. Reitero que necesitamos 
financiar US$ 112.000.000. 


Obviamente, tenemos ingresos por US$ 110.000.000. Como expresé, el aumento de recaudación de 
US$ 200.000.000 y la no distribución de utilidades del Banco de la República de US$ 90.000.000 da un 
resultado neto de US$ 110.000.000. 


En cuanto al gasto endógeno e imprevisto tenemos lo siguiente: pasividades, US$ 100.000.000 y Fuerzas 
Armadas, US$ 50.000.000, lo cual determina una situación de arrastre, con respecto a la rendición de cuentas 
anterior, de un déficit de US$ 40.000.000, más el gasto nuevo por US$ 72.000.000. De esta forma llegamos a 
necesidades de financiamiento de US$ 112.000.000. 


Las medidas propuestas corresponden a la instauración de impuestos al juego; nos referimos al impuesto a la 
renta personal correspondiente a los premios de los juegos de azar y al impuesto a la renta empresarial, 
vinculado con los juegos de quiniela. 


A su vez, se propone un incremento moderado y transitorio de la tasa consular, que significaría un aumento 
de tres puntos a las importaciones de fuera del Mercosur y un punto a las provenientes del Mercosur. Reitero 
que en el articulado se prevé un mecanismo de desmantelamiento de la medida. 


El total de esa recaudación sería de aproximadamente US$ 112.000.000, que son los que necesitamos para 
que existan recursos genuinos que respalden el incremento de gastos en esta propuesta. 


Quiero referirme, en particular, a la tasa consular. Tal como he señalado en alguna oportunidad, este es un 
camino que hubiéramos preferido no recorrer, pero en el balance entre las necesidades fiscales del país y el 
efecto que podría tener una disposición de este tipo, nos llevó a proponer la medida que acabo de señalar, que 
estimamos que es lo suficientemente modesta y transitoria como para no acompañar las prevenciones de los 
efectos que podrían tener sobre la inserción comercial del país. 


Comenzaré por el título: sinceramente, debo decir que no vemos que esto afecte en forma negativa la 
inserción comercial del país. Es más, si tuviéramos indicios de que eso podría ocurrir, esta propuesta no 
hubiese sido incluida en esta rendición de cuentas. 


Pido a los señores diputados que le demos un poco de contexto a este análisis, además de su moderación y 
transitoriedad. 


En primer lugar, debo aclarar que la tasa consular la pagan solo las importaciones de bienes y no la de 
servicios. 


En segundo lugar, están exentas todas las importaciones de bienes de capital. En tercer término, están exentas 
todas las importaciones de materias primas e insumos que ingresan en materia comercial, en régimen de 


admisión temporaria. Aclaro que nunca estuvieron ni van a estar comprendidas en la tasa consular. 


A la izquierda de esta gráfica, ustedes tienen la evolución de los tributos y tasas aplicadas a las importaciones 
en el país, donde la tasa consular es uno de esos instrumentos. También aparece el arancel que aplica 
Uruguay a productos de extrazona -primera columna de la izquierda-, una tasa que se llamó "Tasa Banco 
República" -que se aplicó en un período reducido y difícil del país, entre 1998 y 2007-, una tasa consular 
-con toda la evolución que tuvo en el pasado y la que proponemos-, el Cofis, el IVA a las importaciones y, 
como consecuencia de todo esto, la carga impositiva total. 


Creo que si nosotros ubicamos la medida propuesta en el marco de esta carga impositiva total, se percibe que 
no estamos introduciendo una modificación sustantiva -y mucho menos negativa- sobre la carga que tienen 
las importaciones de bienes en el país que, entre 2002 y 2004, han llegado al 43% o al 39,8% entre 2005 y 
2007, o a cifras que en el pasado fueron todavía superiores a las que estamos mostrando en este cuadro. 


Nosotros estamos proponiendo, a partir de 2018, una carga impositiva total de 36%, que es la suma de todas 
las que existen y de las cuales la principal es el IVA y el arancel externo que Uruguay aplica a países de 
extrazona que se ubica, aproximadamente, en 36% y que va cayendo hasta el 33%, uno de los valores más 
bajos que tiene esta tabla en toda su evolución histórica. 


Cuando uno compara esto con el IVA que pagan las importaciones y el arancel externo que tiene Uruguay 
para las exportaciones de fuera del Mercosur -que no critico en absoluto-, se da cuenta de lo modesta de esta 
medida que estamos proponiendo, que nos ayuda desde el punto de vista fiscal a tener recursos genuinos pero 
que en absoluto -a nuestro modo de ver- implica un gravamen importante para las importaciones del país. 
Diría que lo que proponemos es muy modesto y muy transitorio; la idea es que empiece a caer 
inmediatamente después de terminado el período de gobierno, para el cual restan dos años. 


A la derecha de la lámina tenemos la evolución de los tributos y tasas de las importaciones que vienen fuera 
del Mercosur, tendencia claramente declinante; esto incluye, por supuesto, la evolución de la tasa consular. 
Luego, en color rojo, tenemos la evolución incluyendo los países del Mercosur con una tendencia tan similar 
y declinante como la anterior. Sinceramente, estamos convencidos de que no es esta una medida negativa 
para el país. Por supuesto, hubiéramos preferido no proponerla, pero en el balance entre la necesidad fiscal y 
la posible incidencia sobre la inserción comercial, no tuvimos dudas. No estamos perjudicando la inserción 
comercial y estamos, de alguna manera, asegurando un presupuesto modesto pero financiado que desde el 
punto de vista fiscal es fundamental para el país. 


Obviamente, el que viene será tiempo de evaluar el resultado de esta medida y de tomar las decisiones que 
corresponda. Nosotros creemos que esta medida va a tener el efecto que esperamos desde el punto de vista 
fiscal porque es de fácil y segura recaudación. Al mismo tiempo, no perjudica la inserción comercial del país. 


La propuesta de rendición de cuentas, por estos argumentos que acabo de presentar, busca asegurar la 
convergencia a la meta de 2,5% del producto bruto interno de resultado fiscal para el final del período de 
gobierno. 


Ustedes tienen ahí la evolución de los ingresos del sector público no financiero, pasando en 2015 de 29% a 
30%, con una variación inferior al 1%. Tienen la evolución de los egresos, pasando de 28,8% a 29,5% entre 
2015 y 2019, con una evolución que respecto a 2016 muestra una caída de medio punto respecto al producto. 
Ha habido una modestísima reducción -respecto a la rendición de cuentas anterior- de medio punto del 
producto en materia de gastos. Luego, tienen los resultados primarios y globales consolidados, llegando a la 
meta de 2,5% al final del período, que fue la que vimos en este Parlamento en presentaciones anteriores y la 
que creemos que el país puede y debe asegurar. 


Las empresas públicas están realizando una contribución importante al cumplimiento de las metas fiscales. A 
la izquierda, tenemos una evolución del gasto gestionable. Me refiero a gastos que las empresas pueden 
controlar de alguna manera; no los que están fuera de su alcance. Por ejemplo, Ancap puede controlar sus 
gastos de publicidad pero no el precio del crudo. Por eso, estamos señalando el carácter de gasto gestionable 
que aparece a la izquierda. Sin ninguna duda, hay una notoria trayectoria descendente por mejor gestión y 
administración. 


Cuando iniciamos este período de gobierno, junto con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, propusimos 
a las empresas públicas algunas medidas que aplicaron -a nuestro juicio- con mucha eficacia, algo que trajo el 
resultado que vemos allí. Estamos hablando de cuatro empresas públicas muy importantes: UTE, Ancap, 
Antel y OSE. No estamos incluyendo la Administración Nacional de Puertos. Verán una caída de 5,4% entre 
2014 y 2015 en los gastos gestionables y de 3,8% entre 2015 y 2016. 


A la derecha hay dos gráficas muy interesantes que refieren a los funcionarios de las empresas públicas. Allí, 
tenemos una caída muy importante de los funcionarios entre 1995 y 2005 aproximadamente. Luego, vemos 
una recuperación en los últimos años -de 2015 en adelante-, pero siempre manteniendo una tendencia muy 
moderada que está retomando mucho vigor, como aparece en la parte última de la evolución en la gráfica. 
Vean que el dato observado en 2016 está bastante por debajo del promedio de todo el período. 


También se puede ver una relación entre los funcionarios de las empresas públicas y el total de ocupados en 
el país. Podrán comprobar que la proporción de funcionarios de empresas públicas en el total de ocupados 
tiene una tendencia claramente descendente, que también es una de las razones fundamentales por las que ha 
mejorado el desempeño de estas empresas. 


Naturalmente, los resultados mejoran en todos los casos. Acá les presentamos los de Ancap, Antel y UTE, 
pero todavía permanecen por debajo del promedio histórico. En el caso de Ancap, ha habido un notable 
cambio -aparece ilustrado gráficamente- y nos permite percibir que de un resultado negativo muy importante 
en los años anteriores a 2016 se ha pasado a una prácticamente desaparición del déficit. Tenemos que 
recordar algo que no está en la gráfica, y es que el balance trimestral de comienzos de este año ha sido 
positivo. 


En UTE tenemos una evolución que hace buena alusión al título que dimos a esta transparencia. Los 
resultados son buenos aunque permanecen por debajo del promedio histórico y la disminución está muy 
relacionada -diría yo- con el aumento del costo de la generación eléctrica por la vía de recursos naturales 
renovables y el pago en firme de la compra de ese tipo de energía -básicamente eólica- que se genera en el 
sector privado. Eso ha hecho que los resultados estructurales de UTE, corregidos por los factores favorables 
que mencionaba más temprano -como el subcosto por razones climáticas-, hayan tenido alguna declinación 
en los últimos tiempos. 


En el caso de Antel -que, dicho sea de paso, no modificó sus tarifas durante diez años-, merced al incremento 
importante de actividades que ha tenido esta empresa, también se aprecian resultados algo menores en los 
últimos años a los precedentes, de acuerdo con esta gráfica. 


Esto hay que analizarlo también en relación con las tarifas públicas y su evolución. En esta transparencia les 
mostramos la evolución de las tarifas públicas de la siguiente manera: en rojo, deflactada por el índice medio 
de salarios y, en azul, por el índice de precios al consumo. Ustedes percibirán que cualquiera sea el índice 
elegido para deflactar, las tarifas públicas en su conjunto de estas cuatro empresas han tenido entre 2005 y 
2017, una evolución real claramente descendente. Antel, repito, estuvo diez años sin modificar sus tarifas. 


En términos cuantitativos, si elegimos el IPC para deflactar el contenido real de las tarifas, la disminución es 
de 27% y si lo hacemos por el índice medio de salarios, la disminución es de 53%. Quiere decir que en 
términos del salario de un trabajador las tarifas públicas han descendido un 53% en los años comprendidos 
entre 2005 y 2017. Yo creo que si se analiza la gestión de las empresas públicas, es muy importante tener en 
cuenta también la evolución de las tarifas. 


Les presentamos también una representación gráfica del cumplimiento de las metas, apuntando al objetivo de 
asegurar la sostenibilidad de las cuentas públicas, con la meta que ya señalamos de 2,5% de déficit del 
producto bruto interno hacia 2017. En rojo está lo que habíamos previsto en el presupuesto nacional; en azul, 
lo que estamos observando y proyectando en esta rendición de cuentas. Hay un desvío que corresponde, 
precisamente, a las previsiones que hicimos en el presupuesto nacional y que luego tuvimos que corregir a la 
baja. Ahora, en comparación con aquellas previsiones del presupuesto, están las que corresponden a esta 
propuesta de rendición de cuentas con la meta de 2,5% hacia 2019. 


En esta tercera parte, quisiéramos hacer un rápido repaso de la evolución reciente de las propuestas de esta 
rendición de cuentas en materia de gasto público social, porque me parece que es la parte más importante del 
gasto público, aquel que tiene que ver con las condiciones de vida de la población. 


Para este Gobierno, ha sido la prioridad desde 2005 y, por eso, ustedes verán que entre 2004 y 2016, el gasto 
público social real -esto es, despojado totalmente del efecto inflacionario- aumentó 117%. A la derecha de la 
transparencia, en la parte superior, figura el gasto público social total como proporción del producto bruto 
interno, pasando del 19,5% en 2005 a 26,5% en 2016. En la parte inferior, se discrimina el gasto público 
social por función. 


La comparación es 2010-2016, siempre en términos de porcentaje del producto. En lo que respecta a 
educación, se pasó del 4,2% al 4,8% actual, antes de esta rendición de cuentas. En cuanto a salud, se pasó del 
5,4% al 6,5%, y a seguridad, del 11,7% al 13,3%. En cada uno de los destinos sociales más importantes, la 
proporción de gasto público ha tenido un aumento notorio. 


A continuación, tenemos una gráfica de la evolución del crecimiento de los vínculos laborales con el Estado. 
Obviamente, presenta un crecimiento, sobre todo en las áreas de educación, salud y seguridad, todas muy 
prioritarias para el país. A la izquierda de esta lámina, en la parte superior, se puede ver una evolución de los 
vínculos totales con el Estado entre 2009 y 2016 expresado en miles de funcionarios, con relación a los 
organismos del artículo 220 de la Constitución: por ejemplo, ANEP y la Universidad de la República. En 
siete años tenemos un aumento de cuarenta mil funcionarios que -esto figura en la derecha de lámina que se 
está exhibiendo- tienen los destinos funcionales que se pueden apreciar: 29,350, ANEP; 6.410, ASSE; 1.994, 
INAU; 1.773, Universidad de la República; 460, Poder Judicial y 72, otros organismos. 


Un poco más abajo en la gráfica figura la evolución de la Administración Central, donde prácticamente no 
hay aumento de vínculos laborales. Reitero: prácticamente no hay aumento de vínculos laborales; es más, 
podemos hablar de un descenso de mil funcionarios en la Administración Central y también se muestra un 
detalle de los destinos. Por ejemplo, hay una reducción importante de funcionarios de la Administración 
Central en el Ministerio de Defensa Nacional, que es la más importante de todas: 3.216 funcionarios menos. 
Asimismo, tenemos 849 funcionarios menos en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas; 500 menos en 
el Ministerio de Economía y Finanzas, 353 menos en la Presidencia de la República y así podríamos seguir, 
pero en el promedio total entre 2009 y 2016, los funcionarios de la Administración Central descendieron en 
mil personas. 


Luego tenemos los organismos del artículo 221 de la Constitución de la República, que son las empresas 
públicas, y en este período hay un aumento de mil funcionarios. 


Después están los gobiernos departamentales, con un aumento de mil funcionarios; y para finalizar el Poder 
Legislativo donde, como ustedes observarán, prácticamente no se produce ningún aumento: hay una 
ilustración plana, una línea prácticamente recta que arroja un resultado muy poco significativo en cuanto a 
posibles aumentos de funcionarios. 


Los recursos asignados a la educación -prioridad fundamental de este gobierno- han crecido notablemente. 
Entre 2004 y 2016 tenemos un volumen de recursos mayor para la educación, en términos reales, que nos 
permiten llegar a una cifra de $ 76.492.000.000. Reitero: $ 76.492.000.000. La evolución que se aprecia en la 
gráfica me exime de mayores comentarios. 


A la derecha de la lámina se separa la ANEP de la Universidad de República, en ambos casos con las 
evoluciones de crecimiento de los recursos, diferenciados según remuneraciones -que figuran en azul-, que es 
la gran parte del gasto, gastos de funcionamiento -que está en color naranja-, y las inversiones -que figuran en 
celeste-, que son la menor parte de la composición del gasto, tal como se muestra en la gráfica. 


Las condiciones en que los estudiantes concurren a clase mejoraron significativamente: tenemos más gasto 
por alumno, más grupos y más centros educativos 


A la izquierda de la gráfica figura el gasto por estudiante para las distintas ramas de la enseñanza: la técnico 
profesional, la secundaria y la inicial y primaria, que están pautando la tendencia. En todos los casos, el 
aumento real de gasto por estudiante ha crecido en una medida muy importante. Para la educación técnico 
profesional, entre 2004 y 2016, tenemos un gasto -a precios constantes- de $ 83.225 por estudiante. Para 
secundaria tenemos un aumento: $ 72.283 por estudiante y para educación inicial y primaria, $ 73.719 por 
estudiante en el año 2016, obviamente, con una gráfica de permanente crecimiento. 


A la derecha de la lámina figuran los centros de primaria públicos: escuelas de jornada extendida y de 
contexto crítico, como el programa "Aprender": allí también estamos mostrando una evolución creciente del 
gasto por estudiante y también en los grupos de secundaria pública: media básica y media superior. Todo esto 
está referido al incremento de gastos por estudiante y, seguramente, también al tamaño de los grupos y al 
número de centros educativos. 


La parte derecha de la gráfica, en el área superior, muestra la evolución del número de centros de primaria 
pública y en la parte inferior, se exhibe la de los grupos en secundaria pública, siempre con evoluciones 
crecientes, como mencionábamos hace unos minutos. 


En la gráfica que se está exhibiendo ahora, figura el crecimiento del salario de los trabajadores de la 
educación, que es tan prioridad del gobierno, que está muy por encima de la evolución de los promedios 
salariales totales para la sociedad en su conjunto. En la parte izquierda de la gráfica, en color azul, tenemos el 
Índice Medio de Salarios de la ANEP en términos reales y, en rojo, el Índice Medio de Salarios general real 
total: ustedes advertirán la diferencia bastante notable que hay entre uno y otro. De 180 a 163 hay una 
diferencia muy importante a favor de los trabajadores de la educación. 


A la derecha de la gráfica figura el crecimiento del salario real que nos muestra que, tanto el salario privado, 
el promedio de la economía, como el salario público -estamos hablando de salarios totales-, están muy por 
debajo de la evolución que han tenido los salarios de los docentes de la ANEP y de la Universidad de la 
República. Hay una diferencia notoria entre unos y otros. 


En 2016 la educación fue el área con mayor crecimiento del gasto, luego del gasto endógeno. Lo que más 
creció fue el gasto endógeno, tal como se representa en un cuadro a la izquierda de la gráfica. Los tres 
componentes más importantes del gasto endógeno son el Fonasa, los intereses de la deuda y la seguridad 
social; luego, se hace una comparación con el gasto en educación y en los destinos que figuran en azul, a la 
derecha de la gráfica. Allí están el INAU, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, el Ministerio del Interior, ASSE, el Mides y el resto 
de los destinos. Claramente, después del gasto endógeno, el más importante que ha hecho el gobierno en toda 
su gestión ha sido el gasto en educación, que significa un 14% del incremento total, mientras que el gasto 
endógeno representa el 69% del gasto total. La ubicación en la importancia relativa de este gasto es 
absolutamente fundamental para percibir dónde están las prioridades presupuestales del gobierno. 


En 2018, con estas medidas que estamos proponiendo -y que ustedes observarán en la gráfica que se está 
mostrando-, en caso de que se apruebe esta rendición de cuentas, vamos a estar llegando a un 5% del 
Producto Bruto Interno para este destino. Estamos hablando de 5 puntos del producto para: obviamente, 
seguiremos trabajando para llegar a la meta programática que tiene el gobierno, que es ir acercándonos 
progresivamente al 6% del Producto Bruto Interno con este destino. 


Más de la mitad de las asignaciones presupuestales incrementales en lo que va del período de gobierno 
fueron a la educación. Y en pantalla nuevamente lo tienen en una gráfica que compara la educación con otros 
destinos, lo que fue medido en millones de pesos. Estas son las principales asignaciones incrementales a 2018 
en el Presupuesto nacional, en la Rendición de Cuentas de 2015 y en la Rendición de Cuentas de 2016. 
Teniendo en cuenta estas tres instancias presupuestales, más de la mitad de los incrementos que hemos 
dispuesto van a la educación; reitero: más de la mitad de los incrementos dispuestos en todas estas instancias 
presupuestales van a la educación. Como verán en esta gráfica, también aumentó el gasto en salud. En azul 
aparece la evolución del producto bruto interno, que entre 2004 y 2016 aumentó 65% en términos reales, 
pero el gasto en salud se incrementó en 230% en términos reales. O sea que hay una clara superioridad de la 
evolución del gasto en salud con respecto a la evolución del producto. 


Las transferencias al Fonasa alcanzaron 1 punto del producto en 2016 por el ingreso del último colectivo de 
pasivos y sus cónyuges. La gráfica que estamos viendo y el cuadro correspondiente que está a la derecha nos 
indican varias cosas. Por encima del eje horizontal están los activos del Fonasa, los que contribuyen al Fondo 
y, por lo tanto, no tienen números negativos; son los trabajadores que están pagando sus aportes, etcétera. 


En la parte inferior figura lo correspondiente a la incorporación de colectivos. Hemos representado a los 
menores, pasivos y cónyuges; los pasivos están en rojo; los cónyuges, en azul y los menores, en mostaza. A 
medida que se van incorporando al Sistema Nacional Integrado de Salud, va profundizándose el resultado 
negativo del Fonasa, como lo ven en la izquierda de la gráfica. Y en la parte de la derecha está lo mismo que 


expresamos con números, hasta llegar al porcentaje del que habla el título. Esto es que en 2016 la 
transferencia al Fonasa alcanzó 1 punto del producto por el ingreso del último colectivo de pasivos y 
cónyuges. Es lo que aparece resumido como resultado final de este cuadro de la derecha. 


También hay que decir que, con el ingreso de los últimos colectivos, casi las tres cuartas partes de la 
población uruguaya están cubiertas por el Fonasa; repito: se abarca a casi las tres cuartas partes de la 
población del país. 


A la izquierda de la pantalla aparecen los beneficiarios del Seguro Nacional de Salud por colectivos. Como 
decía, los cónyuges, pasivos, menores y activos -los que aportan-, y a la derecha está la población Fonasa 
como porcentaje de la población total. Reitero lo que dije antes: casi tres cuartas partes de la población 
-72,1% de los uruguayos- hoy están cubiertas por el Sistema Nacional Integrado de Salud. 


A su vez, la vivienda y la protección social también son prioridades del Gobierno. 


A la izquierda de la imagen que se proyecta tenemos las estadísticas del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. En celeste -es la parte más importante de esta gráfica- tenemos 
inversiones; en azul oscuro -casi ni se nota de tan chico que es-, el gasto de funcionamiento; en naranja, las 
retribuciones -de poca importancia también-; en un color más oscuro, el subsidio que el Ministerio da para 
alquileres y, en verde, un volumen de fondos que la Cartera transfirió a OSE para realizar nuevas obras de 
saneamiento, por ejemplo, en la cuenca del Santa Lucía. Observen que todo esto significó un incremento del 
70% real en el período comprendido entre 2009 y 2016. Esto significa que el país también le ha dado 
importancia a esto. 


En la imagen que observamos ahora, a la derecha aparecen un par de gráficas similares. La de arriba 
corresponde al Ministerio de Desarrollo Social -funcionamiento, remuneraciones e inversiones- y la de abajo 
al INAU, con la misma composición. Las evoluciones fueron de crecimiento, en términos reales, del orden 
del 79% en un caso y del 88% en el otro, siempre en el período comprendido entre 2009 y 2016. 


Creemos que las condiciones de vida de los uruguayos siguen mejorando, que todo esto tiene mucho que ver 
con el gasto público social y que está mejor distribuido el conjunto de frutos del crecimiento del país. 


Ahora, a la izquierda de la pantalla figura la caída del índice de Gini, que se ubica entre menos -1 y +1; 
cuanto menor sea, tenemos una distribución más justa, más equitativa del ingreso. 


Luego están los datos de la evolución de la pobreza y la indigencia, que muestran evoluciones absolutamente 
descendentes. 


Quisiéramos terminar con algunas referencias sintéticas a los avances que tiene el país en un objetivo muy 
importante que se ha trazado, que es la inversión en infraestructura. 


La ejecución del plan de inversiones 2015-2019 está avanzando, aunque con ritmos desparejos, como podrán 
ver en la información que aparece en pantalla. Al mismo tiempo, obviamente, tenemos la necesidad de 
acelerar la ejecución en algunos sectores. 


En la imagen que estamos observando ahora, además de la representación gráfica de la izquierda, verán que 
tenemos algunas columnas que nos muestran el porcentaje de avances de obras en cada uno de estos rubros, 
con energía a la cabeza, con un 49% de ejecución en 2015-2016. Pero el promedio ponderado es inferior, 
porque hay rubros en los que se ha avanzado con mayor modestia. Tenemos un promedio ponderado de 36% 
de avance hasta el año pasado. Si incluimos el período 2015-2017, hay previsiones de ejecución que superan 
el 50%, llegando al 52%. Y si nos ubicáramos en el momento actual, aunque no está en la gráfica, creo que 
podríamos hablar de un promedio de 40% de ejecución de todo el plan. 


Hasta 2016, el nivel de ejecución privada mostró mayor dinamismo. En la parte superior de la pantalla se 
muestran los avances de ejecución de fondos privados; el color rojo más intenso corresponde al período 
2015-2016; el rojo pálido, a 2017 y el más claro aún, el que prevemos para el período 2018-2019, 


La parte izquierda de esta lámina muestra los datos correspondientes a los fondos privados, las empresas 
públicas y la Corporación Nacional para del Desarrollo, y los fondos presupuestales, que son las tres grandes 


fuentes que sostienen este plan de infraestructura al que nos estamos refiriendo. 


Como decía, hasta 2016 los fondos privados mostraron mayor dinamismo: 42%, 33% y 34% son los 
porcentajes que corresponden a estos conjuntos, con el 36% de ejecución que ya vimos para 2015-2016 y el 
52% previsto para 2015-2017. 


Las inversiones que en materia vial se esperan para este año son muy importantes. A la izquierda de la 
pantalla figuran las inversiones en infraestructura de transporte previstas para 2017, que comparamos con 
2015 y 2016. El color azul más oscuro corresponde a la parte vial -la previsión más intensa, más profunda-; 
el color verde, a la portuaria, y el gris claro, que está en la parte superior, al ferroviario. 


Hasta ahora, el ritmo de ejecución en infraestructura vial y ferroviaria ha sido bajo; no obstante, a nivel vial 
este año se espera un impulso muy importante, tanto por la Corporación Vial del Uruguay, en el marco de la 
exitosa emisión de deuda y las líneas de crédito con multilaterales, como por la Dirección Nacional de 
Vialidad del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que en esta ocasión también va a tener una 
participación muy relevante. 


En el segundo semestre de 2017 se prevé que se comiencen obras viales importantes, financiadas por el 
régimen de participación público privada. Como figura en pantalla, se espera que los adjudicatarios privados 
definan las condiciones de financiamiento en el segundo semestre de 2017. 


A la izquierda de la pantalla se muestran los proyectos y su estado de ejecución. Como se trata de un tema de 
interés para ustedes -tendrán la voluntad de analizarlo detalladamente-, les ofrecemos esta información. 


Las obras de la Rutas Nos. 21 y 24 están adjudicadas provisionalmente. Las de las Rutas Nos. 12, 54, 55 y 57 
y el bypass de Carmelo están adjudicadas provisionalmente. Las correspondientes a las Rutas Nos. 9, 15 y 
conexión Ruta N? 9 con Ruta N? 15 fue adjudicada provisionalmente. Las de la Ruta N? 14, conexión Ruta 
N? 14 con Ruta N? 3 y bypass con Sarandí del Yí próximamente serán adjudicadas provisionalmente. Las 
obras de las Rutas Nos. 14 y 15 están en proceso licitatorio. Las de la Ruta N? 6 y el bypass de la ciudad de 
San Ramón están en fase de estructuración, es decir, de diseño del proyecto. 


Las obras de la doble vía de la Ruta N? 3 y el bypass de la Ruta N* 11 y ciudad de San José están en fase de 
estructuración, o sea, en la etapa de diseño del proyecto. 


En el bienio 2015-2016 se invirtieron US$ 450.000.000 en infraestructura habitacional, aspecto que a veces 
no consideramos en particular cuando hablamos de infraestructura, aunque la construcción de casas- 
habitación es una parte fundamental de la infraestructura social. Reitero que en el bienio 2015-2016 se 
invirtieron US$ 450.000.000 en infraestructura habitacional y US$ 160.000.000 en obras relacionadas con el 
agua y el saneamiento, que también son un importante componente de la infraestructura. En pantalla aparece 
una gráfica de la evolución de ambos rubros: a la izquierda figuran los datos relativos a la vivienda y, a la 
derecha, los correspondientes al agua y al saneamiento, que tuvieron un aumento, en particular en 2017, por 
aquellos recursos que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente le transfirió a 
OSE para la realización de estas obras. 


Finalmente, en el bienio 2015-2016, la inversión en infraestructura ejecutada en el marco del Fondo de 
Desarrollo del Interior alcanzó una cifra destacable; estamos hablando de US$ 54.000.000, distribuidos de la 
manera en que se detalla en cada uno de los departamentos en infraestructura vial urbana, iluminación, 
consolidación de barrios e infraestructura social para mejorar espacios públicos como plazas barriales, 
piscinas abiertas y cerradas, polideportivos, etcétera. 


Señores parlamentarios, en síntesis, a nuestro juicio el proceso económico y político transitado desde 2005 ha 
permitido consolidar importantes logros sociales, especialmente para los sectores más humildes y las capas 
medias de la población. 


La sostenibilidad de las cuentas públicas ha sido fundamental para el despliegue del conjunto de estas 
políticas. Lo dije muchas veces y me disculparán que lo reitere: esto no hubiera sido posible en el desorden 
macroeconómico. No conozco ningún caso de transformación sostenible en el desorden macroeconómico; 
por eso le damos tanta importancia al combate del desequilibrio fiscal que hoy tenemos: para que en el futuro 


no se transforme en un factor de desorden macroeconómico, para mantenerlo en ese nivel manejable del que 
hablábamos. 


A partir del proceso de consolidación fiscal llevado adelante en 2016, aprobado por este Parlamento, se 
mantienen fuertes desafíos. A nuestro juicio, la aprobación de esta Rendición de Cuentas permitirá darle 
continuidad a ese proceso, esto es, convertir, por ejemplo, la relación entre resultado fiscal, deuda y la 
posibilidad de seguir mejorando las condiciones de vida de la población en una trayectoria sólida en la que 
todos podamos confiar porque se va a cumplir, pues la estamos apoyando en factores que le dan solidez. Por 
eso es que confiamos en que el contenido de esta propuesta presupuestal sea un mojón más de la atención que 
tenemos que prestar a los factores mencionados, al tiempo de que intentamos llegar al círculo virtuoso de 
lograr más crecimiento, más orden macroeconómico, mejor resultado fiscal y, por lo tanto, mejor expresión 
presupuestal de ese resultado fiscal. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Corresponde saludar al señor ministro, al señor subsecretario y a la 
delegación que hoy los acompaña a presentar la Rendición de Cuentas y el Balance de Ejecución 
Presupuestal que el Poder Ejecutivo remite a consideración del Parlamento. 


Como es obvio, la intervención del señor ministro invitaría al debate -pongámoslo en condicional-, pero es 
práctica de esta comisión no generar discusiones con quienes nos visitan; oportunamente, daremos el debate 
con las señoras diputadas y con los señores diputados del Frente Amplio. Sin embargo, debo decir que para 
quienes hemos estado aquí sentados desde el año 2005 a la fecha y hemos visto las sucesivas presentaciones 
que el Gobierno del Frente Amplio ha hecho de los presupuestos y las correspondientes rendiciones de 
cuentas, casi todas ellas -pero especialmente las que ha presentado el señor ministro Astori y, sobre todo, esta 
última- tienen un alto contenido de optimismo que, lamentablemente, después la realidad no acompaña. 


Queremos dejar constancia de esto, producto de que la mayoría de las afirmaciones que se han hecho en el 
pasado y que hoy se reiteran -quizás con mayor serenidad y prudencia que antes-, lamentablemente, han 
tenido que ser corregidas, y esa corrección ha sido siempre o casi siempre a la baja. 


Además, en el marco de esa frondosa capacidad de crear términos que luego son incorporados al léxico 
político-económico de la vida del país, hoy confirmamos una realidad que estamos viviendo y que, 
lamentablemente, se ha ido agravando con el paso del tiempo -el señor ministro así lo confirma en la 
presentación que ha hecho hoy-, que es la nueva acepción del concepto de "endógeno". 


En poco tiempo más, según la presentación que hoy ha hecho el señor ministro, el Uruguay tendrá serios 
problemas. Si se si se siguen manteniendo los niveles de ingresos y de egresos y los porcentajes en los cuales 
se distribuye el presupuesto nacional y de rendiciones de cuentas, en poco tiempo más va a ser muy poco lo 
que podamos hacer, porque casi todo será endógeno. Casi todos serán gastos ya predeterminados, pero esa 
predeterminación también tiene, en muchos casos, responsables. Digámoslo con mucha serenidad: hay 
responsabilidades que a veces exceden la Administración del Frente Amplio, pero reconozcamos que durante 
estos años del Gobierno del Frente Amplio mucha de esa endogeneidad se ha profundizado o agravado. 


Creo que esta completa presentación de los planes que hace el señor ministro -cumpliendo con su labor-, en 
un relato casi perfecto, coincide el inicio con el final y cierra. Hace una presentación en la cual hay casi una 
suma de lo que entra y de lo que sale, en una proyección cortoplacista y muy presentista, pero con muy poco 
futuro; todo se presenta casi equilibrado, pero no es así. El desequilibrio es grandísimo y, además, tiende a 
profundizarse. 


Partiendo de la base de que el equipo económico viene a hacer la presentación de una Rendición de Cuentas 
con un déficit fiscal de más de US$ 2.500.000.000, si quitamos a la información ese realismo mágico que 
muchas veces el ministro Astori utiliza para presentar las cifras y las conclusiones a las que quiere llegar en 
el marco de ese relato que quiere construir, todos -abstrayéndonos de cuestiones de política menor- 
deberíamos preocuparnos realmente por el tema, más allá de toda justificación de cómo se están haciendo 
esfuerzos, con aumentos e ingresos, para cerrar con más o menos US$ 172.000.000. Hoy el señor ministro 
presenta una realidad, especialmente centralizada en los datos que corresponden al Banco de Previsión Social 
y a las transferencias directas o transferencias impositivas que se hacen desde Rentas Generales. Estamos 
hablando de más de US$ 2.000.000.000 anuales, cifra que es superior, porque por imperio de la ley de 


flexibilización de la seguridad social, que a la postre sería la Ley N* 18.395, los cálculos que se hicieron 
fueron equivocados, ya que cuando el presidente del Banco de Previsión Social vino a justificarnos esa ley 
diciendo que implicaba tal gasto, advertimos que ese gasto se ha multiplicado exponencialmente, 
seguramente no solo por el ingreso de ciudadanos al sistema sino, además, por una pésima gestión, de la cual 
me gustaría conocer qué medidas ha adoptado el equipo económico al respecto. Lamentablemente, el Banco 
de Previsión Social no es el único ejemplo. Se hizo referencia y se presentaron los resultados de Ancap; 
realmente no queremos ingresar a ese debate, que está casi archigastado. Francamente, esto demuestra que 
hay una sistematización en el error de cálculos, en la proyección y en la gestión que realmente debería 
llamarnos a una profunda reflexión. En ese sentido, me gustaría que el señor ministro comentara qué medidas 
se han adoptado, porque si hay equivocaciones que sean pasibles de la conducción política, corresponde 
tomar las medidas adecuadas. 


Al respecto -quizás esta sea la primera pregunta que quiero formular al señor ministro-, quiero conocer la 
metodología que se ha empleado para presentar esta rendición de cuentas, porque nos llama la atención en 
sucesivas rendiciones de cuentas a qué responde la variabilidad de las cuentas de muchos datos presentados. 
Por ejemplo, la confianza al consumidor, se calcula del 2009 hasta el presente, pero en el caso del Índice Gini 
se presenta de 1990 hasta ahora; en el caso del comercio exterior, se han tomado cifras de 2012 al 2013; el 
PBI se muestra desde el 2011 y en el informe del año pasado se mostraba desde el 2013. Entonces, nos 
gustaría saber si esa variabilidad en la toma de datos para presentar la rendición de cuentas, responde a algún 
tipo de dato que puedan ser más convenientes para la presentación, y cierren el relato, o existe una 
explicación científica, que nos gustaría saber. 


También queremos conocer el resultado del ajuste fiscal promovido el año pasado, que entrara en vigencia el 
1” de enero de este año, es decir, cuánto aumentó la recaudación como consecuencia del aumento de la 
presión fiscal sobre la población por concepto de IRPF y el IASS. En ese sentido, nos gustaría que el señor 
ministro nos informe cuánto aumentó la recaudación, cuánto calculaba que sería -porque acá se explicó 
cuánto esperaban que aumentara- y si ese aumento coincidió con la cifra que a la postre se ha presentado. 


Asimismo, queremos conocer qué medidas está previendo el equipo económico, a propósito de la situación 
regional. Días pasados asesores del Centro de Estudios del Partido Nacional nos decían que se está repitiendo 
algo del pasado, porque Uruguay está barato con respecto a Argentina y Brasil, pero caro en relación con el 
mundo. Todos conocemos la inestabilidad política que vive Brasil y las consecuencias que podrían tener los 
resultados de las elecciones argentinas en octubre. En el caso de que se produjese una devaluación del peso 
argentino o del real, quiero saber qué medidas piensa adoptar el Gobierno, por cuanto cambiarían las 
circunstancias para el ingreso del turismo, ya que los últimos datos revelan un primer trimestre del año muy 
bueno, que ha sido uno de los grandes motores del crecimiento de la economía del país. En ese sentido, 
queremos conocer la realidad o saber si el equipo económico está estudiando la situación. 


Por otra parte, queremos saber qué está pasando con el dólar, ya que el Banco Central lleva comprados más 
de US$ 1.700.000.000, con el objetivo de sostener el tipo de cambio, pero lo está haciendo con valores casi 
menores a los de 2004. En ese sentido, quisiéramos ver de qué manera el equipo económico hace coincidir la 
política monetaria con la política de deuda y con la política inflacionaria, si se puede dar una estimación del 
costo fiscal que implica para el Estado la compra de estos dólares y hasta cuándo el Gobierno tiene dispuesto 
continuar con esta medida para sostener el dólar como lo está haciendo al día de hoy. Una de las gráficas que 
hoy presentaba el señor ministro muestra las consecuencias de la precaria situación fiscal que Uruguay tiene, 
fundamentalmente, en sus cuentas públicas, que está relacionada con el aumento de la deuda externa neta. En 
ese sentido, el señor ministro presentaba un aumento que podemos considerar como muy preocupante pero 
¿hasta cuándo el Gobierno pretende extender o hasta dónde cree que es razonable hacer crecer ese 
endeudamiento, que para este año y por todo concepto creo que está calculado en más o menos 

US$ 3.000.000.000? También quisiera conocer a cuánto puede llegar como porcentaje del producto bruto 
interno y a cuánto cree el Gobierno que es sano que ese crecimiento se dé. Como a nadie escapará, hay un 
dato que todos debemos preocuparnos que no suceda -ojalá que esto no ocurra-, y es la posibilidad de la 
pérdida del grado inversor del país. 


En cuanto al déficit de las cuentas públicas, quisiéramos conocer algunos de los datos que el señor ministro 
ha presentado en la mañana de hoy. Uno de ellos tiene que ver con otro déficit que aquí se ha planteado, que 
es el del Fonasa. ¿A cuánto asciende? Creo que ahí habría un problema -es lo que nos dicen nuestros 
asesores- de un error de cálculo, porque de lo que hoy se habla de déficit -que fue lo del año pasado- 


corresponde solamente al primer semestre, y no al segundo semestre. Entonces, queremos conocer a cuánto 
asciende el total del déficit que hoy el Fonasa le genera a nuestro país. 


En el mensaje de la rendición de cuentas, el Gobierno habla de lo que define como "la sustentabilidad de 
procesos de cambios estructurales en el Estado". Nos gustaría conocer a qué se refiere el equipo económico 
cuando habla de esos procesos de cambios estructurales del Estado porque, por lo menos visiblemente, no 
conocemos a ninguno de ellos o, por lo menos, de ninguno que amerite que dichas reformas tengan 
consecuencias positivas en cuanto a una disminución del gasto público, no en lo relacionado con la inversión 
y mucho menos con la inversión social, sino en lo que tiene que ver con el peso burocrático que hoy el 
Estado tiene en el bolsillo de los contribuyentes. En ese sentido, quisiéramos conocer a qué refiere ese 
concepto de "procesos de cambio estructurales" que el mensaje del Poder Ejecutivo realiza en el momento de 
la presentación de la actual rendición de cuentas. 


Por otra parte, hace ya un año, el señor presidente de la República anunció una inversión en obra pública de 
casi US$ 12.000.000.000. Y, aquí el señor ministro ha hecho una presentación sobre la inversión de obra 
pública y ha realizado algunos comentarios. Lo que ocurre es que esos comentarios no se condicen con los 
realizados en el día de ayer por el señor ministro de Transporte y Obras Públicas en el seno del Parlamento 
nacional, donde parece ser que dijo -yo no estaba en la Comisión, pero algunos medios de prensa de hoy lo 
recogen-, que no se ha podido mover una carretilla de tierra en algunas de las obras planificadas. 


Entonces, ¿cómo el ministro prevé que lo que no se ha podido hacer en estos casi dos años y medio de 
gestión de la actual Administración, se pueda hacer en el correr del año que viene, con la precariedad fiscal 
de la cual hoy se daba cuenta, y con el reconocimiento de que otro anuncio oportunamente hecho -no por el 
actual ministro de Economía y Finanzas, sino por su antecesor, el economista Fernando Lorenzo cuando vino 
aquí a anunciárnoslo- de que el modelo de las PPP iban a ser un éxito e iban a sustituir, en gran parte, lo que 
era la inversión que el Estado hacía directamente, no se dé? Lamentablemente, el ministro de Transporte y 
Obras Públicas ha reconocido que las PPP han sido un fracaso, y que hoy solamente se está construyendo una 
cárcel por medio de esa modalidad. 


Por último -porque tampoco quiero acaparar todo el tiempo de la Comisión-, me gustaría conocer algún 
comentario del señor ministro sobre las decisiones de aumento de la presión tributaria, fundamentalmente en 
lo relacionado con la tasa consular. Me gustaría que el señor ministro nos explicara cómo puede ser 
interpretado en el mundo que Uruguay aumente su tasa consular, o sea, que tenga un aumento de los 
aranceles de los productos que ingresan a nuestro territorio. ¿Cómo puede condecirse eso con la política 
llevada adelante por parte de la Cancillería en cuanto a intentar, por varios medios posibles, tratar de llegar a 
una apertura comercial con el mundo, y buscar nuevos mercados a los cuales acceder? En ese sentido, 
quisiera saber si el Gobierno ha calibrado, por ejemplo, las reacciones que pudiesen tener algunos de nuestros 
principales compradores -estoy pensando en China- con la noticia de un aumento de la presión arancelaria, 
que el Gobierno reconoce como negativa o, por lo menos, que no es ideal hacer. Es evidente que ya le quedan 
muy pocos lados donde meter mano para recaudar algún peso y, entonces, han tratado de ir a esta tasa. 
Recuerdo que en el pasado, en varias oportunidades y en varios momentos del tratamiento de la rendición de 
cuentas, habíamos intentado hasta derogarla porque entendíamos que era contraproducente para los intereses 
nacionales pero, además, en algún momento de muy difícil cobro. Por lo menos esas eran las explicaciones 
que se nos brindaban las autoridades de aquella época. 


Quisiera saber si el Gobierno ha calibrado en el gabinete las consecuencias que este aumento de la tasa 
consultar va a tener, ya que el producto de la recaudación que se prevé es menguado, porque el incremento 
alcanza a cerca de US$ 70.000.000. Frente al fárrago de números que hemos visto y que tenemos que 
analizar durante la consideración de la rendición de cuentas, se hace muy difícil entender que se exponga a 
Uruguay a una situación en la cual pueda ser denunciado ante la OMC o que la decisión que se ha adoptado 
tenga consecuencias en la variabilidad de la estrategia de la política exterior que el Gobierno se ha fijado 
como prioritaria, que es la apertura comercial estratégica a varios puntos, y estoy pensando en la alianza del 
Pacífico, en Asia o en la Unión Europea. 


Estas son las consideraciones que quería hacer. Agradezco la paciencia de la Comisión. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Un saludo y la bienvenida a la importante delegación del Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


Quisiera empezar con algún comentario vinculado con la forma en que se vienen presentando, por lo menos 
en este período, las perspectivas de la evolución económica. 


En el año 2015 se nos trasmitió una visión muy crítica y pesimista de cómo estaba el mundo, y la primera 
parte de la exposición anunciaba un futuro complejo, pero cuando se expresaba el presupuesto nacional, 
había una visión muy optimista, y eso fue lo que nosotros dijimos acá. No era consistente la visión crítica del 
mundo con las expectativas optimistas de nuestra economía. De todos modos, esa fue la previsión del 
presupuesto nacional. Íbamos a crecer 14,7% e íbamos a disminuir el déficit rápidamente, había unas 
previsiones realmente muy positivas, aunque el presupuesto se hacía por dos años. Pasaron cosas en el 
mundo que nadie había previsto, aunque creo que sí, que estaban dentro de las posibilidades, pero fueron mal 
evaluadas. El presupuesto empezó a regir el 1” de enero de 2016, y cinco meses después, en el mes de mayo, 
se anunció un ajuste fiscal que tenía un componente de recorte de gastos para el actual ejercicio y un 
incremento en la recaudación vía aumento de impuestos. En la actual presentación se nos vuelve a plantear la 
incertidumbre básicamente referida a la región, que está complicada; está complicada de entender y está 
complicada de prever. Hay un análisis muy preocupante de la región y está muy preocupado el equipo 
económico, pero igual se expande el gasto. 


El Poder Ejecutivo hace una propuesta incremental del gasto y nuevamente hace una propuesta de aumento 
impositivo ya rascando la lata, ya buscando de dónde sacar porque queda muy poco; ya la presión tributaria 
es muy importante y se han incrementado al límite todos los impuestos que pueden incrementarse -sin afectar 
más de lo que está afectado el bolsillo de los trabajadores, de los jubilados, de los de ingresos fijos y la 
competitividad del sector productivo- y se crean estos impuestos sobre los que después vamos a hacer 
algunas preguntas. 


Con todo esto, la presentación -lo digo con todo respeto- es engañosa porque se nos trae un presupuesto que 
se califica de prudente, porque tiene un incremento del gasto de US$ 72.000.000 más lo que se repone del 
recorte para este año, y no se habla de que sigue desfinanciado en US$ 1.800.000.000. Es decir, el Poder 
Ejecutivo nos vuelve a traer un presupuesto desfinanciado para el año próximo. Sus números prevén que el 
PBI del año que viene va a estar en determinadas cifras y prevé que va a haber un déficit de 3,3%, y eso 
corresponde a US$ 1.800.000.000; es decir, ya sabemos que al presupuesto le faltan US$ 1.800.000.000. 


El Poder Ejecutivo debería venir aquí a proponernos un presupuesto equilibrado y si no a decir lo que le falta. 
No es un presupuesto prudente; seguimos teniendo un gasto imprudente. 


Está claro que los problemas que se han expuesto no son tanto para quienes estamos en la oposición. Se ha 
dicho aquí con claridad, y se ha puesto en las gráficas, que hay un déficit estructural que es más grave que el 
real; se ha dicho aquí que si no fuera por las bondades de nuestro clima, por la relación del tipo de cambio 
con la región y por el incremento de ingreso por el turismo en la primera etapa del año, el déficit sería mayor. 
Es decir que hemos tenido la suerte de que han bajado algunos productos y de que se han dado determinadas 
circunstancias que nos han colocado en una situación mejor. 


Se nos habla de déficit estructural, de la línea roja -con relación a la punteada- y es más preocupante. 
También se nos ha mostrado que la deuda neta del sector público, en cuatro años, creció un 33%, es decir, 
pasó de 32 puntos en relación al producto a 43 puntos. Recuerdo perfectamente que el ministro nos había 
dicho aquí, en la presentación presupuestal, que no debía aumentar ese ratio más allá de 40 para que fuera 
saludable esa relación. Hoy está en 43 y creciendo, y en dos años, según me acotan los señores diputados 
Posada y Germán Cardoso. 


Quiere decir que este aumento del endeudamiento es consistente con el déficit fiscal. Cada presupuesto 
nacional se financia contrayendo deuda, esa deuda genera intereses y esos intereses se pagan con 
transferencias del bolsillo de los uruguayos o con más deuda; o sea, se patea para adelante y alguien la va a 
pagar. No es sustentable un modelo de esa naturaleza. Una economía que creció de US$ 20.000.000.000 a 
US$ 55.000.000.000, que se multiplicó casi por tres, con un endeudamiento que se duplicó en los mismos 
años, nos hace pensar que el modelo tiene, intrínsecamente, un problema porque se exhiben algunos 
aumentos importantes y reconocibles en materia de gasto social, pero no son sustentables ya que mientras 
distribuyo por un lado, tengo que quitar por el otro. 


El ajuste fiscal más grande que recuerdo -y que algunos dicen de la historia- consistió en aplicar el IRPF. El 
ministro dijo acá, en 2007, que iba a recaudar US$ 300.000.000 y corrigió en US$ 500.000.000. Hoy recauda 


US$ 1.700.000.000 y todos esos ingresos más los endógenos de la economía, porque la economía creció a 
guarismos poco comunes y mucho más acumulativos, se gastaron. Se gastaron todos y se llamó espacio fiscal 
al endeudamiento. Se gastó todo y más que lo que había y ahora hay que pagarlo con crecimientos pobres y 
con problemas regionales. Ese es el problema que tenemos y es muy difícil achicar el gasto sin pagar altos 
costos políticos -reitero: muy difícil-, entonces, vamos a seguir financiando el gasto con deuda. Esa es la 
realidad y algún día la tendremos que pagar. Por suerte algunas otras variables nos permiten cierta 
tranquilidad en el mantenimiento del grado inversor, pero a nadie se le escapa que el problema fiscal, y en 
alguna medida también la deuda, son dos de las variables que están muy desajustadas. 


Luego se nos habla aquí del incremento del gasto endógeno. Uno se pregunta: ¿pero no sabían? ¿Cómo es 
posible que con el enorme equipo que tiene el Gobierno en todas sus áreas, con la cantidad de expertos de su 
plantilla, expertos internacionales que se contratan, no se hubiera previsto que se nos disparaba en 

US$ 100.000.000 el gasto del BPS? No lo sabíamos; nosotros no habíamos recibido ese informe. Es más: leí 
algunas declaraciones de autoridades del BPS que decían que ellos lo conocían, que estaba dentro de las 
previsiones. Pero resulta que sorprendió; no estaban calculados ni esos US$ 100.000.000 ni los 

US$ 50.000.000 de las Fuerzas Armadas. 


En su momento voy a pedir que venga el Banco de Previsión Social porque es su responsabilidad no haber 
hecho los cálculos actuariales adecuados que hubieran permitido avisar con tiempo a quien lo financia, que es 
Rentas Generales, que esto iba a pasar; no haber hecho los cálculos adecuados cuando se votó la ley que -se 
dice- flexibilizó el sistema de pasividades, entonces se jubiló mucho más gente y en mejores condiciones, y 
no haber calculado que es más negocio jubilarse por incapacidad que por los años que se tiene de trabajo 
entonces hay mucha más gente jubilada por incapacidad o invalidez, que a lo mejor no la tiene, y esto 
equivale a los porcentajes de países que pasaron por una guerra. Quiero discutir esto porque esa es plata de 
Rentas Generales. El BPS es deficitario; se lleva una cantidad de puntos de IVA y transferencias directas. 


El año pasado había ocurrido lo mismo: sorprendió la cantidad de certificaciones médicas no previstas y se 
incluyeron en el déficit. 


Aprovecho a hacer una pregunta y la dejo; si quieren no me la responden -porque la verdad es que puede ser 
extemporánea-, pero está en este contexto, tiene que ver con el anuncio de la ley que se enviará para resolver 
el tema de los cincuentones. Hago este planteo porque la solución va a tener costo fiscal, va a tener costo de 
transferencias, va a haber un botín de efectivo para el Poder Ejecutivo, que no debería tocarse para ningún 
otro destino que no fuera el de las pasividades, pero al mediano plazo habrá que poner dinero. Aprovecho 
para preguntar si la evaluación es esta, porque los medios de prensa dicen que el ministro de Economía y 
Finanzas estaba en contra de esta solución por esa razón. Es bueno conocer esa opinión; si no la tienen, no 
importa, porque cuando ese proyecto llegue al Parlamento, obviamente, el Ministerio de Economía y 
Finanzas comparecerá. 


En este contexto quiero señalar la mala praxis que significa hacer un presupuesto quinquenal cada año, que es 
lo que está pasando. En 2015 se hizo un presupuesto por dos años, porque después se iba a hacer uno por tres 
años, pero rigió en 2016, donde se aplicó un ajuste fiscal que lo cambió para 2017. Y aquel que planificaba 
determinadas cosas tuvo que corregirlas en muchas áreas, particularmente las sociales, porque se le recortó. 
Hubo otro presupuesto, con otros impuestos e incrementos. 


En 2017 rige el que se previó en el presupuesto nacional; para 2018 se está creando otro, pero solo para ese 
año; en 2018 se elaborará otro para 2019 y el de 2020 será el espejo del de 2019. ¡Uno por año! 


Digo mala praxis porque el presupuesto quinquenal tiene la virtud de permitir planificar al administrador. Si 
el administrador conoce qué partida tiene para cada uno de sus rubros en cada año del quinquenio, sabrá 
cómo prepararse para ejecutar, y lo hará desde antes con las medidas previas para cumplir con el objetivo 
siguiente. Pero si no sabe cuánto le tocará en el reparto del año siguiente, gastará lo que tenga. 


Quiero manifestar mi visión contraria a que no exista un presupuesto quinquenal, que cada rendición de 
cuentas luego ajuste y corrija; pero debe existir un presupuesto quinquenal. 


Se habló de los incrementos tributarios. Como hemos dicho, estos financian el incremento del gasto, se 
vuelven a ajustar las cuentas públicas incrementando el gasto con nuevos impuestos o aumentos, y no se 


ajustan las cuentas públicas ajustando el gasto. Siempre es un poco más, con un poco más de impuestos. Creo 
que ahí hay algunos sobrevaluados y otros no expuestos. 


En primer lugar, quiero aclarar que el impuesto al juego no es tal, sino un impuesto a los jugadores, que son 
quienes van a pagar IRPF por incremento patrimonial. No hay un impuesto a la empresa que recibe la 
apuesta, aunque esto puede repercutir en su balance económico. Quien paga es quien apuesta y gana; el 
impuesto es al premio. 


Creo que el impuesto a los jugadores está sobrevaluado, porque la forma en que se expresa permitirá que las 
carreras de caballos recauden poco; tal vez recauden de los premios especiales, pero no de las carreras 
comunes, porque no se da la relación uno cuarenta en los premios. No pagarán la ruleta, los slots, tampoco 
dan uno cuarenta el juego común -salvo algún premio especial-, y van a pagar quienes ya pagan IVA y, en 
algún caso, los pozos que tributan un impuesto específico de 5%. Creo que el total recauda menos. 


El señor diputado Penadés brindaba su opinión sobre la tasa consular, y yo quiero aprovechar a preguntar 
cómo evalúa el Ministerio de Economía y Finanza que puede afectar al sector productivo, que agrega valor y 
es el que está más cuestionado en nuestra economía. 


¿Es correcto que todo producto importado, por ejemplo, de alta tecnología, estará gravado con esta tasa? ¿Es 
correcto que los productos tecnológicos relativos a la salud estarán gravados? Me refiero a los equipamientos 
y no a los medicamentos. 


¿Es correcto que muchos componentes que se utilizan para la producción nacional aumentarán su valor y 
podrían afectar los costos de una producción nacional que está bastante fuera de competencia por diversas 
razones? Si aumentan los televisores y los cero kilómetro, sería otro cantar; el asunto es saber si por esta vía 
se está afectando otro poquito la producción nacional. 


El cuadro que recién mostró el Ministerio de Economía y Finanzas nos demuestra que la carga impositiva a 
las importaciones, que regirá durante este período, igualará la que hubo desde 1998 a 2001; en realidad la 
supera un poco. Había bajado, pero ahora la iguala con la incorporación del arancel. 


Es decir que desde 2001 al día de hoy tenía una carga menor, pero ahora vuelve a aumentar. 


Simplemente para que quede claro y constancia en la versión taquigráfica, aprovecho a preguntar en materia 
de impuestos sobre el reaforo de los inmuebles rurales, que es algo que preocupa. No vino en la rendición de 
cuentas, pero en la presentación fue mencionado por el señor ministro; nos gustaría saber en qué etapa está, 
aunque quizás nos confirme lo que se ha dicho, es decir, que no hay novedades ni cambios previstos. 


Por último, creo que hay cambios en el capítulo recursos en cuanto se grava en forma diferente a las 
plataformas informáticas, los servicios y las mediciones que se realizan por internet, y las aplicaciones. Eso 
le permitirá a la Dirección General Impositiva recaudar impuestos que hoy no recauda, por más que en la 
teoría puedan estar gravados, pero no aportan. Y algunos montos imponibles sobre algunos aspectos también 
se modifican. 


Me gustaría saber cuál es la evaluación porque este tema no se incluyó en la presentación de aquí -antes 
tampoco-, pero hay modificaciones. Puede ser que mis cálculos estén mal, pero si sumamos y ponemos todo 
creo que se estará en una recaudación cercana a los US$ 10.000.000. Si no fuera así, se podrá fundamentar, y 
después veremos. 


Con respecto a la baja en la recaudación del Banco de la República, que ahora no tendrá ganancias para poder 
transferir a Rentas Generales, hago la misma pregunta. ¿Esto no se conocía? ¿Es una cosa novedosa? Voy a 
pedir que concurran a la comisión los integrantes del Banco de la República para explicarnos qué pasó. ¡Es 
un incremento importante! Se trata de una empresa pública de tipo financiero, que deja de transferir 

US$ 90.000.000. ¿El año pasado no se sabía esto? ¿Fue una sorpresa? ¿Corresponde solo a normas 
bancocentralistas que el Banco Central no comunicó a tiempo o hay una realidad diferente que tiene que ver 
con algunas debilidades que el Banco de la República pueda tener? 


A mí esto me preocupa de fondo, y también me preocupa qué pasa con el Fondes. 


Aquí cada año se exhibieron las transferencias; un año US$ 90.000.000, otro año creo que US$ 105.000.000. 
¿Dónde está lo que va para el Fondes? 


¿Son US$ 90.000.000 y de acá debería calcular un mínimo de 15% y un máximo de 30%, que es lo que 
establece la ley, de transferencia al Fondes o, ahora, a los dos Fondes? ¿Estos US$ 90.000.000 son sin 
Fondes? ¡No lo entendí! 


El cuadro que se nos mostró no habla del Fondes, y no sé si es porque lo del Fondes ya no está ahí -entonces 
uno dice que un año pasaron noventa millones, además de lo que se transfirió al Fondes, o no-, o si son 
noventa millones y hay un gasto o una salida para el Fondes y, por lo tanto, no son ingresos reales. No tengo 
que descontar noventa porque no iba a tener noventa, sino noventa menos el 15%, por lo menos. Es decir, iba 
a tener setenta y siete. 


Me gustaría saber dónde está el Fondes. 


También quisiera saber porqué desde hace años el Fondes no recibe, porque se supone que debería recibir 
transferencias. ¿Dónde está esa plata? Hay una ley que establece que se debe transferir y, según el Fondes, 
los últimos años no ha recibido. Es más: lo último que recibió fue una transferencia de la Corporación 
Nacional para el Desarrollo a cuenta de lo que debe dar Economía, que no se lo dio. Me gustaría saber qué 
está pasando con la retención y qué va a pasar para adelante porque el Fondes vive de esto. Si por varios años 
esto no va a existir, es un problema para Rentas Generales, pero es un problema mayor para el Fondes. 


Voy a hacer un comentario sobre los números que se han expuesto en referencia al presupuesto educativo. 
Los números que yo pude ver y entender en el informe económico financiero me dan que para 2018 
-sumados los US$ 62.000.000 que tienen como único sentido cumplir los convenios salariales ya firmados: 
US$ 50.000.000 para el convenio salarial de ANEP y US$ 12.000.000 para el de la Universidad y reponiendo 
los cuarenta y algo de millones de dólares que se habían recortado- quedan en el 4,9% el próximo año y no en 
el 5%. ¿Un 0,1% es un detalle? Es un detalle. No es tanta plata; son alrededor de US$ 500.000.000. Pero para 
llegar al 6% hay que poner 1,1% más del PBI proyectado por el Poder Ejecutivo para 2019 y, al valor del 
dólar que el Poder Ejecutivo dice va a tener para ese año, significa que están faltando en el presupuesto del 
sector educativo -consolidado en su conjunto: Universidad, ANEP y todo lo demás- US$ 664.000.000. Si en 
este presupuesto se pone eso, en el que hagamos el año que viene -que va a empezar a regir en 2019, el 
último año porque el de 2020 es un espejo- habrá que poner US$ 664.000.000 para llegar al 6% del PBL. 
Quiere decir que desde 2011 a 2017 el producto educativo subió del 4,4% al 4,9% -aumentando un 0,5% en 
siete años- y que en el próximo tiene que aumentar 1,1%. Es un desafío muy importante. Creo que es un tema 
que tenemos que hablar y sincerar porque sería un modo de sincerar las expectativas; si no, sería patear para 
adelante un problema. El año que viene tendríamos un problema bárbaro porque se reclamaría todo junto lo 
que se prometió y sería muy difícil que la economía -con el déficit que arrastra- pudiera dedicar 

US$ 664.000.000 -una vez que se ponen son corrientes- al gasto educativo. Estos son mis números. Me 
gustaría que se confirmaran o no por parte del equipo económico y la situación que se espera. 


El señor diputado Gustavo Penadés ya habló de la inversión. La inversión del gobierno anterior en el sector 
fue la más baja de muchísimos años porque estaba compuesta por la inversión pública y la que se esperaba 
obtener de las PPP famosas. Aunque cuando se nos expuso sobre las PPP acá se nos contó que los españoles 
-que tenían mucha experiencia- decían que desde que se aprobaba un proyecto en PPP hasta que se empezaba 
a ejecutar pasaban tres años, se calculó que iban a estar en ejecución muchos. Luego de varios años, tenemos 
una cárcel en ejecución -una de las obras más complicadas y novedosas para el Estado- y algunas carreteras 
aprobadas después de vencidos todos los plazos, pero sin comenzarse. Ayer, en comisión, el señor ministro 
dijo: "Ni una carretilla hemos movido". Hay algunas de las obras que tienen meses o por lo menos un año de 
aprobadas. 


¿El problema es la ley? ¿El Ministerio de Economía y Finanzas entiende que es la ley? ¿O es una decisión del 
Ministerio de Economía y Finanzas de tipo financiero? Lo pregunto porque la virtud que tienen las PPP es 
que su pago no reviste en el endeudamiento pero se incorpora al presupuesto. Ya en esta ley de presupuesto 
tenemos previsto para 2018 la cuota que se va a empezar a pagar por la cárcel. Por lo tanto, si no está en el 
endeudamiento y hay que ponerla en el presupuesto, aparece en el déficit. ¿El problema es la ley o es que no 
se llega a los números? ¿O es que el Ministerio de Economía y Finanzas no está dispuesto a poner en el 
presupuesto la cuota correspondiente a la propuesta que hacen las empresas que ganan? Porque después que 
ganan no se cierran. Creo que por esto no se ha movido una carretilla de tierra. Creo que hay un conflicto 


entre el Ministerio de Transporte y Obras Públicas -que notoriamente quiere mover muchas carretillas en este 
sentido; el país necesita la inversión- y lo que el Ministerio de Economía y Finanzas puede incorporar a las 
cuentas corrientes presupuestales y por lo que se puede comprometer. Las PPP son bárbaras para algunas 
cosas, pero tienen un financiamiento muchísimo más caro que si el Estado lo contrae por el sistema 
tradicional. Si el Estado contrae un préstamo o una empresa trae el financiamiento para hacer una obra por el 
sistema tradicional o se recorre el camino de la concesión, salen mucho más baratas que si la empresa la 
financia y el Estado la tiene que pagar por el régimen de las PPP. 


Es todo por ahora, señor presidente. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Pido disculpas porque no estuve en la primera parte de la presentación realizada 
por el señor ministro en virtud de las obligaciones generadas por mi suplencia en el Senado. De todas 
maneras, en la medida en que gran parte de la presentación del señor ministro estaba disponible en la página 
web del Ministerio desde hace unos días, tuve oportunidad de analizarla y de tomar conocimiento de los 
principales elementos que se manejaron en la parte sustancial. 


Queremos hacer un reconocimiento importante porque consideramos que este informe económico financiero 
-complementado hoy con la presentación realizada por el señor ministro- hace un análisis de toda la situación 
económica y financiera -en cierta forma- de nuestro país. Me parece que, más allá de las valoraciones que 
tengamos respecto de la economía del país, de su posición financiera, de cómo está el funcionamiento de la 
economía real o de las perspectivas, es un punto de partida muy saludable que -a la hora del análisis- 
tengamos toda esta información disponible. Si bien este es un hecho que se ha venido repitiendo año a año 
desde 2005, me parece que siempre es bueno reconocerlo porque ayuda a lo que es nuestro trabajo 
parlamentario y significa un punto de partida relevante para fijar nuestro posicionamiento político. 


Creo que estamos en una situación que, desde el punto de vista económico, es realmente preocupante. 
Considero que el informe lo señala cuando en uno de los cuadros dice que la economía crece por encima de 
lo proyectado pero el empleo sigue cayendo, y señala especialmente que entre el primer trimestre de 2015 y 
el primer trimestre de 2017 se destruyeron cuarenta mil puestos de trabajo. Cuando uno hace el análisis de 
esos puestos de trabajo, ve que son de calidad, es decir, que tienen un nivel de remuneración por encima de la 
media del mercado laboral. 


Estamos en una situación económica muy preocupante, donde las luces amarillas están prendidas producto, 
entre otras cosas, de que desde 2014 en adelante -también desde antes, pero quiero poner allí el punto de 
partida- se registró un déficit fiscal del entorno del 3,5% del producto bruto interno, que en palabras del 
propio ministro de Economía, en términos estructurales ya era del 4% y teníamos, en ese entonces, una 
relación de deuda neta-producto -sin considerar los encajes- del orden del 33%. En dos años, esa relación 
deuda-producto está en el entorno del 43%, pero lo más grave es que hay una sostenibilidad del déficit fiscal 
que, producto de este proyecto de rendición de cuentas, se va a seguir manteniendo más allá de las 
expectativas expresadas por el Gobierno y por el propio ministro en cuanto a que haya un aumento del 
crecimiento de la economía que incida en esa perspectiva de reducción del déficit. 


El diputado Gandini expresó que hubiera preferido que el presupuesto hubiera sido quinquenal. ¡Menos mal 
que no fue quinquenal! De haberlo sido, se hubiera trazado la evolución del incremento del gasto público 
sobre la base de una proyección económica de 14,6% para el período 2015-2019 y que unos meses después, a 
poco de haber empezado a regir la Ley de Presupuesto, tuvo que ser corregida y planteada en los niveles de 
7,7%. Es decir que se había hecho una estimación en más de casi siete puntos de producto. En su 
oportunidad, señalamos que era una estimación sobredimensionada del crecimiento del producto y que, en 
consecuencia, el nivel de gasto que se aumentaba para los años 2016 y 2017 no iba a tener el debido 
financiamiento, como definitivamente ocurrió y se tuvo que reconocer el año pasado cuando se planteó un 
ajuste fiscal para tratar de atender ese nuevo crecimiento del gasto público que se había dado. Es el ajuste 
fiscal que estamos pagando desde el 1? de enero de 2017. 


Las perspectivas son aún más preocupantes, por los comportamientos en que han hecho hincapié el informe 
económico financiero y la presentación del señor ministro. Me refiero al comportamiento del gasto endógeno, 
especialmente en la referencia a la seguridad social y también a los intereses que nuestro país paga, que están 
en directa relación con la deuda y con el déficit fiscal porque, en la medida en que se sigue registrando un 
déficit fiscal, el país ha venido, por lo menos desde 2014 en adelante, endeudándose a razón de unos 

US$ 2.000.000.000 anuales; seguramente es más que eso, pero cito una cifra entera. 


El ministro planteaba en su intervención muchos aspectos de las transferencias que el Estado ha realizado que 
se corresponden con mejoras en materia del gasto social, con hechos absolutamente irrefutables como la 
caída del nivel de pobreza, la mejora de la distribución de los ingresos de la economía, el crecimiento del 
poder adquisitivo de los salarios, etcétera. Ciertamente, en todo este tiempo ha habido hechos del todo 
irrefutables desde el punto de vista de la mejora de la calidad de vida. También me parece que hay que 
reconocer otros hechos, como que a pesar de que hubo un aumento notorio del gasto, por ejemplo, en 
educación, los resultados cuestionan el funcionamiento del propio sistema y hablan de la existencia -desde 
nuestra valoración política- de una crisis del sector educativo y, lamentablemente, no ha habido disposición 
política para tratar de enfrentarla, sobre todo con el planteamiento de una verdadera reforma educativa. En 
realidad, a esta altura deberíamos hablar de una revolución educativa que ponga en consonancia la formación 
de los educandos atendiendo la realidad y las exigencias futuras en materia de conocimiento. 


Se ha hecho especial referencia a la salud, y es verdad que ha habido mejoras en algunos aspectos. A pesar de 
las críticas que uno hace a la gestión de ASSE, quiero destacar que en el funcionamiento de los hospitales 
públicos ha habido una mejora. Claro, se condice con el crecimiento que ha tenido. En el año 2004, ASSE 
recibía $ 10.864.000.000, a pesos constantes de 2016; hoy recibe $ 30.000.000.000, también a pesos 
constantes de 2016. O sea que este crecimiento de 176% se ha visto reflejado en la calidad de asistencia en el 
sector público. Sin embargo, cuando vemos las cifras de las transferencias al Fonasa, fundamentalmente en 
relación con lo que se destina al sector privado, el incremento ha sido sustancialmente mayor al registrado en 
ASSE. De acuerdo con el cuadro que presenta el informe económico financiero, entre 2004 y 2016 ha habido 
un incremento de 391%. Sin embargo, si consultamos a los uruguayos y las uruguayas que se asisten en el 
sector privado de salud, vamos a notar que hay una constante insatisfacción por el crecimiento muy 
importante del número de afiliados del sector mutual y un deterioro de la prestación de servicios en la medida 
en que no ha habido un sobredimensionamiento de las instituciones en atención a la realidad de la demanda. 


Se ha hecho el esfuerzo. La sociedad está gastando mucho más. Ayer, leíamos una nota en la cual el ministro 
de Salud Pública decía que tenemos una relación de gasto en salud y producto del 8,5%, un porcentaje 
comparable al de los países desarrollados. Sin embargo, la atención en salud sigue teniendo estos 
componentes negativos y son parte de la realidad de un gasto creciente en salud que no genera satisfacción en 
muchos sectores de la población por estos aspectos que señalaba. 


Podría hacerse alguna referencia en términos de seguridad. Más allá de que es verdad que según los últimos 
indicadores ha habido un descenso en esta materia -por ejemplo, en los delitos de rapiña- y de que creo que el 
Estado ha hecho un esfuerzo muy importante de inversión en términos de seguridad pública, también es 
notorio que hay una insatisfacción de la ciudadanía en torno a todo el tema de la seguridad. 


Por tanto, creo que hay que hacer un reconocimiento pleno de cuáles han sido las mejoras, pero también un 
análisis y un sinceramiento de las cosas que, a pesar de los esfuerzos y de los recursos que se han volcado, no 
tienen un resultado favorable para el conjunto de la población, porque eso también hace a la calidad de vida 
de los uruguayos. 


Hay aspectos que en esta rendición de cuentas -más bien en la modificación presupuestal que se plantea- 
siguen sin ser contemplados. Y quiero hacer especial referencia a la situación de los funcionarios judiciales. 
El Estado, como tal, ya tiene fallos absolutamente desfavorables. A esta altura, debería establecer el 
reconocimiento de esa situación de la que indefectiblemente el Estado uruguayo tendrá que hacerse cargo. 
Por lo tanto, hubiera sido preferible -así lo esperábamos- que habida cuenta de un reciente fallo de la 
Suprema Corte de Justicia en el sentido de declarar inconstitucional el artículo 773 de la Ley de presupuesto, 
ya se hubiera previsto, por lo menos, el reconocimiento hacia delante de esa realidad a la cual el Estado se 
verá enfrentado, y no haber planteado -en una grosera violación de la Constitución, violentando el Estado de 
derecho- el artículo 15 que viene en este proyecto de modificación presupuestal. 


Yo lamento que no se tenga una perspectiva de encarar estos temas, más allá de la referencia a los 

US$ 10.000.000 que aparecen en la presentación que ha hecho el ministro, porque me parece que son asuntos 
que están arriba de la mesa; y cuando las dificultades están arriba de la mesa, lo mejor es enfrentarlas y no 
huir hacia delante. 


Señor presidente, voy a formular dos preguntas. La primera de ellas tiene que ver con el déficit fiscal y 
refiere a qué medidas concretas se adoptarán por parte del Poder Ejecutivo con relación al abatimiento de 
dicho déficit. Obviamente que hago esta pregunta al margen de lo que pueda ser la mejora de la situación 


fiscal como consecuencia de un mayor crecimiento de la economía, porque, en todo caso, ese es un dato 
estimativo. Me parece que debería haber medidas concretas por parte del Poder Ejecutivo para enfrentar esta 
situación de déficit fiscal que supone un incremento del endeudamiento superior a los US$ 2.000.000.000 al 
año. Indudablemente, esto comienza a minar y a generar una situación que deberíamos atender en lo que es 
una sólida posición financiera que tiene la economía de nuestro país. Pero las posiciones financieras sólidas, 
como las que tenemos, se deterioran en muy poco tiempo; reiteramos la referencia: en dos años, de un 33% 
de deuda neta con relación al producto, pasamos a un 43%, y la perspectiva en ese sentido sigue siendo muy 
preocupante. 


La segunda pregunta que voy a formular refiere a cuál ha sido la renuncia fiscal por parte del Poder Ejecutivo 
en función de las exoneraciones otorgadas por la aplicación del régimen de promoción de inversiones. 
Hacemos esta pregunta especialmente referida a los años 2015 y 2016, que son los que corresponden a este 
período de Gobierno. Nos parece que en una situación como la que tenemos por delante, es relevante saber 
exactamente a cuánto ascendió la renuncia fiscal en 2015 y en 2016 con relación a la aplicación del régimen 
de promoción de inversiones. 


Es todo cuanto quería decir, señor presidente. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Empiezo por lo que es de estilo y corresponde, que es dar la bienvenida al señor 
ministro, al señor subsecretario, a todos los jerarcas del Ministerio de Economía y Finanzas y a los 
funcionarios que los acompañan en la mañana de hoy. 


Yo también voy a formular dos preguntas concretas, señor presidente, con relación a un par de aspectos 
específicos de los que han estado en debate y en consideración. No voy a hacer valoraciones sobre otros 
aspectos, porque creo que eso implicaría una suerte de adelantamiento del debate, que probablemente no sea 
conducente en este momento, y no aprovecharíamos el tiempo de la mejor manera. Sí quiero preguntar sobre 
dos temas que creo que son peculiares, o por lo menos están asociados a esta propuesta presupuestal, tanto en 
su teleología como en las condiciones fiscales que determinan las opciones que ha debido realizar el 
Gobierno, preocupado por el déficit fiscal, como acaba de manifestar el señor ministro. 


Precisamente, la primera interrogante tiene que ver con un aspecto de la política presupuestal y con esto de 
definir la propuesta presupuestal por tramos, modalidad que el Gobierno inició en el año 2015, cuando 
proyectó la Ley de presupuesto. En esa primera instancia -por razones que se discutieron en ese momento- 
proyectó un presupuesto para dos años y, en algún sentido, ahora ha ratificado o rectificado esa decisión 
-según como se quiera ver-, en la medida en que con respecto a lo que se suponía que era simplemente una 
determinación de carácter temporal -que después, en este mismo momento, daría lugar a una proyección del 
presupuesto hacia el final del período- nos hemos encontrado con la novedad -que se conoció públicamente 
hace algunos días o algunas semanas- de que esta rendición de cuentas o este ajuste presupuestal proyectaría 
las previsiones solamente por un ejercicio más, por un año, por el año 2018. 


En su intervención inicial, el ministro ha alegado razones de prudencia -por supuesto que creo que la 
prudencia siempre es atendible y es un aspecto a considerar; más vale tenerla que no tenerla-, y ha vinculado 
esa prudencia en la política presupuestal con la circunstancia de la incertidumbre que el Gobierno nacional y 
el equipo económico advierten desde el punto de vista económico en la región, en el frente externo y también 
con relación al escenario interno que tenemos en el Uruguay con respecto a esto. Sin embargo, quiero pedir al 
señor ministro alguna precisión o información adicional en este sentido. Más allá de la discusión 
constitucional en cuanto a la posibilidad de proyectar un presupuesto que la Constitución define para cinco 
años, por períodos anuales -creo que no vale la pena entrar en consideraciones vinculadas con la eventual 
inconstitucionalidad formal de ese temperamento-, tal vez sí haya una suerte de inconstitucionalidad por 
razón de designio. La Constitución dice lo que dice, no por capricho, sino por razones que aquí ya se han 
invocado en cuanto a que el Gobierno debe proyectar las políticas públicas con un horizonte de cinco años, a 
los efectos de su mejor desarrollo y de la mejor planificación. 


En ese sentido, advierto alguna contradicción, que el ministro me sabrá explicar -y yo quiero pedirle que lo 
haga-, por cuanto el mismo Gobierno que adopta esa determinación -por lo tanto, resuelve o toma esa 
decisión de política presupuestal-, en el mismo informe económico-financiero hace una serie de 
consideraciones, estimaciones y proyecciones macroeconómicas que parecen contradecir esa cautela 
-digámoslo así- desde el punto de vista de las decisiones presupuestales. Al describir el escenario 
macroeconómico -y hace un rato el ministro lo reiteró en su intervención inicial-, se nos dice que el Gobierno 


espera un crecimiento sostenido y progresivo del Producto Bruto Interno para 2017, 2018 y 2019. También 
se nos anuncia una recuperación del mercado de trabajo, que supongo está asociada, obviamente, al 
crecimiento de la tasa de empleo para esos mismos ejercicios, es decir, para el que está en curso en este 
momento y para los dos que restan del actual quinquenio. Asimismo, se nos anuncia que el Gobierno espera 
un resultado fiscal primario favorable en este año 2017 -viene de ser desfavorable en 2016-, y esa 
circunstancia irá, por lo tanto, mejorando sostenidamente en los dos años posteriores, 2018 y 2019, y se 
traducirá también en una disminución del déficit fiscal global. 


Entonces, lo que parece difícil de entender -pido al ministro que en ese sentido nos dé algunos datos o pistas 
más de cuál es el sentido o fundamento de esta decisión- es que si estas proyecciones se basan en 
fundamentos sólidos -como él mismo proclamó-, desde el punto de vista de las proyecciones en su condición 
de tales, ¿por qué razón el Gobierno, que proyecta estos números, no entendió razonable proyectar, al mismo 
tiempo, el incremento del gasto en función de esta evolución de la macroeconomía que espera para los 
próximos ejercicios, teniendo en cuenta, además, que esto tiene una rigidez que es absolutamente relativa? Lo 
digo porque la misma Constitución que manda establecer un presupuesto quinquenal prevé -como todos 
sabemos- que en las instancias anuales de la rendición de cuentas se puedan introducir correctivos o ajustes 
de carácter presupuestal en función de que cambien los supuestos o la realidad se modifique respecto de lo 
que se preveía. Aquí se sostenía que esto puede estar basado en razones vinculadas con la macroeconomía, 
pero parece difícil sostenerlas desde el punto de vista de las políticas públicas. Algo de esto ha señalado un 
economista, el actual decano de la Facultad de Ciencias Económicas, el doctor Arim, que dijo que esta 
decisión del Gobierno era nefasta -ese calificativo utilizó-, en la medida en que planificar el presupuesto cada 
año es una forma compleja de concebir las políticas públicas, genera inconsistencia, etcétera; no voy a leer 
todo lo que el decano de la Facultad Ciencias Económicas dijo a ese respecto. 


También queremos consultar sobre algo que ha estado en la consideración de varios señores legisladores. 
Además, es un tema en el que el señor ministro se ha detenido porque tiene mucha relevancia; la tuvo 
siempre, pero parecería que esa relevancia se ha incrementado en función de los números, en estos últimos 
tiempos. Me refiero a las cifras de asistencia al Banco de Previsión Social. Surge del informe económico 
financiero que por concepto del incremento en el número de prestaciones y de jubilaciones que se otorgaron, 
tanto de prestaciones vinculadas con la jubilación común como de jubilaciones por incapacidad, el sobrecosto 
del año pasado -por encima de la asistencia financiera a la que el ministro se refería hace un rato- fue de 

US$ 330.000.000 en el ejercicio 2016. Creo que sería interesante saber -son datos que el Ministerio de 
Economía y Finanzas debe tener- cuál es el costo que se espera para el ejercicio 2017 a este respecto y que se 
pudiera precisar cuál es la asistencia financiera de origen legal que hoy recibe el Banco de Previsión Social. 
El ministro hablaba de los siete puntos de IVA, que, efectivamente, son del orden de los US$ 1.400.000.000 y 
habló de la recaudación del IASS, aunque en esa oportunidad no recordó la cifra exacta desde el punto de 
vista fiscal o tributario; creo que era cercana a los US$ 200.000.000. Como puedo estar diciendo un 
disparate, pediría que esa cifra se pudiera precisar. También sé que hay una partida sustitutiva del viejo Cofis, 
que una vez derogado, se estableció como partida fija en el presupuesto que se actualiza anualmente, y creo 
que hay un impuesto a los billetes de lotería, que no sé qué rendimiento puede tener, pero que se destina en 
forma permanente al financiamiento del Banco de Previsión Social. 


Francamente, si bien buena parte de este desfase que se ha producido entre lo previsto y lo efectivamente 
ocurrido en materia de las jubilaciones que se terminaron otorgando, seguramente se debe a razones 
vinculadas con la flexibilidad del régimen jubilatorio y con la ley del año 2008 -que todos votamos y, por 
tanto, por supuesto, todos somos responsables de ello-, también es verdad que aquí hay problemas de gestión 
muy severos. Es un problema de gestión haber dicho al Parlamento que, desde el punto de vista del 
otorgamiento de prestaciones por la causal común de jubilación, se esperaba para el quinquenio siguiente que 
se produjeran 37.000 altas y que finalmente se produjeran más de 100.000. Evidentemente, no es de buen 
gobernante haber tenido un error de cálculo de esa magnitud -me parece de sentido común- en una materia 
tan sensible. 


Pero, además, considero que hay problemas de gestión que van más allá de las estimaciones y que tienen que 
ver con una suerte de flexibilización en la administración de las prestaciones. Creo que de eso también sabe 
el Ministerio de Economía, señor presidente. 


En primer lugar, con relación al tema de las jubilaciones por incapacidad, no puede sostenerse 
consistentemente que se haya dado una diferencia como la que se dio en los últimos años, desde la vigencia 


de la ley de 2008. En ese entonces, se otorgaron 1.500 jubilaciones por invalidez, en números redondos, y 
ahora estamos otorgando más de 6.500 o cerca de 7.000 jubilaciones por año. Eso no es simplemente por la 
modificación legal, porque lo que, entre otras cosas, esa ley establece como modificación en cuanto a esta 
prestación específica es que no se exige la condición -que antes se exigía- de haber sufrido la incapacidad 
respectiva durante por lo menos seis meses previos al otorgamiento de la pasividad. Eso fue lo que se 
eliminó. Pero eso no puede haber provocado un salto en el otorgamiento de pasividades de esta magnitud. 
Creo que allí tenemos un aspecto que tiene que ver con la gestión del Banco de Previsión Social. Se 
argumenta que hubo modificaciones en el baremo, que es precisamente el criterio al cual se ciñe el Banco de 
Previsión Social a la hora de reconocer la invalidez y de otorgar, por lo tanto, la prestación respectiva. Una 
parte de la explicación podría basarse en eso, pero probablemente la explicación sea bastante más compleja 
que eso, señor presidente. 


También ha habido dificultades con relación a otros aspectos que hacen a la gestión del Banco de Previsión 
Social. Aquí se mencionó el tema de las certificaciones médicas y de cómo se disparó en los últimos años el 
subsidio por enfermedad. Estas prestaciones prácticamente se duplicaron en el último quinquenio, entre los 
años 2010 y 2015. Seguramente, hay razones vinculadas con una mayor o mejor accesibilidad al beneficio 
por parte de los interesados -no lo niego-, pero creo que es evidente -a esta altura, lo hemos reconocido 
directa o indirectamente todos- que el cambio de gestión en cuanto a las certificaciones médicas que se 
produjo en el año 2010 generó una situación de descontrol. En ese momento se tercerizaron las 
certificaciones médicas del Banco de Previsión Social, lo que tiene directamente que ver con esta situación 
que nosotros estamos describiendo. Según algunas estimaciones que han llegado al Parlamento por parte del 
Banco de Previsión Social, estaríamos enfrentándonos a un costo de US$ 200.000.000 por año, solo de 
certificaciones médicas, de los que, seguramente cerca de la mitad -es decir, US$ 100.000.000- responderían 
-repito que esto ha sido admitido por el propio Banco de Previsión Social- a prestaciones o subsidios que se 
otorgaron en forma irregular o, por lo menos, con muy dudosa regularidad. Y de esto el Ministerio de 
Economía y Finanzas tiene que saber, no solo por el resultado desde el punto de vista de los costos, de las 
finanzas o de la economía, sino porque, además, se conformó un grupo de trabajo que integra el Ministerio de 
Economía y Finanzas para enfrentar esta situación, junto con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Entonces, más allá de saber exactamente a qué realidad nos enfrentamos desde el punto de vista del 
incremento o de los sobrecostos de asistencia financiera al BPS, creo que claramente acá hay problemas de 
concepto o de gestión, y si bien el Banco de Previsión Social no integra el presupuesto nacional, por 
supuesto, está conducido por el mismo Gobierno que conduce la economía del país y las políticas públicas 
desde el Poder Ejecutivo. 


También hubo dificultades -todos lo sabemos- con relación al pago de los salarios y de las licencias del sector 
de la construcción, área en la que el Banco de Previsión Social interviene como intermediario. Se ha hablado 
de una diferencia del entorno de los US$ 40.000.000 o US$ 50.000.000, porque se cobraron menos aportes de 
lo debido y se pagaron beneficios por encima de lo legalmente estatuido. 


Entonces, repito, me parece que a la hora de aprobar o no la rendición de cuentas y los recursos que el Poder 
Ejecutivo solicita, el Parlamento tiene que saber y, por lo tanto, debe tener información fidedigna y muy 
precisa, de cuáles fueron los polvos que provocaron lodo, es decir, cuáles fueron las causas que trajeron, en 
definitiva, este desequilibrio o descompensación desde el punto de vista financiero con relación nada más y 
nada menos que al Banco de Previsión Social. 


Estas son las dos consultas planteadas. Importa saber -porque es un tema de debate permanente, los números 
son oscilantes y las versiones nunca son coincidentes o precisas, según provengan del Poder Ejecutivo o del 
Banco de Previsión Social- cómo se concreta la asistencia financiera, con qué tributos o cuál es el origen que 
la conforma, cuánto se recauda por IASS y por concepto de la partida del viejo Cofis -lo relativo a los siete 
puntos del IVA lo tenemos bastante claro-, pero, sobre todo, cuánto se espera que será imperioso afrontar en 
2017 con relación a los costos no previstos por encima de esa asistencia financiera, que, reitero, en 2016 -lo 
dice el informe del Poder Ejecutivo- fue de US$ 330.000.00. 


Por ahora, nada más. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CARDOSO (Germán).- Me sumo a los saludos al equipo económico y asesores, cuyo informe, más 
allá de las diferencias de fondo que podamos tener con algunos enfoques o apreciaciones, ha sido bastante 
claro y prolijo. 


Trataré de no ser reiterativo, pero las inquietudes planteadas por los colegas de la oposición que hicieron uso 
de la palabra se repiten. 


Consideramos que la economía uruguaya, en términos generales, está con serios problemas de 
competitividad. Cuando escuchamos el informe de la rendición de cuentas por parte del Gobierno y, 
fundamentalmente, del ministro y todos los avances que hubo en materia económica, consideramos que 
deberíamos separar dos realidades. No quiere decir que de la que habla el ministro no sea cierta, pero tan 
cierta y real es la otra, que nos preocupa, y mucho. 


En estas dos realidades que planteábamos ha habido un desarrollo -o, por lo menos, instancias favorables- 
que fue sostenido por el crecimiento de la celulosa y del turismo, fundamentalmente a partir del cambio de 
Gobierno en la República Argentina. En este análisis debe señalarse esta cuestión. Puedo hablar con 
propiedad porque provengo y represento a un departamento que esencialmente vive a partir de los recursos 
económicos generados por el turismo y la inversión privada. Y si hacemos un ranking de la popularidad de 
los dirigentes políticos, no tengo ninguna duda de que Mauricio Macri tiene mayor simpatía o aceptación. A 
partir del cambio de Gobierno en Argentina -una y otra vez los habitantes de Maldonado sufrieron los 
embates, cepos y obstáculos puestos por el Gobierno kirchnerista para que los turistas no vinieran-, 
felizmente los turistas llegaron, generándose y multiplicándose las fuentes de trabajo como hacía años que no 
se veía en Maldonado. 


Asimismo, hubo un importante desarrollo en las telecomunicaciones. Me detengo en este aspecto porque si 
bien no genera fuentes de trabajo, en los dos últimos años -desde fines de 2014 hasta principios de 2016-, 
como se reconoció en el informe y expresó el ministro, se perdieron cuarenta mil puestos de trabajo; a 
nuestro juicio, cincuenta mil. Más allá de la comparación entre una y otra cifra, es un número importante, que 
preocupa. Y lo que más preocupa aún es que cuando se analizan las particularidades de esas cincuenta mil 
personas que han sufrido esa pérdida de trabajo en los dos últimos años, se comprueba que la inmensa 
mayoría son jóvenes de hasta veinticinco años y mujeres. Esto nos lleva a preguntar cuál es la previsibilidad 
en todo este comportamiento de la economía. Queremos saber cuál es el plan de contingencia y de 
recuperación de fuentes de trabajo y si está contenido, porque obviamente son situaciones que preocupan, y 
mucho. 


En lo que respecta al aumento de la tasa consular, en los últimos años escuché con mucha atención al 
ministro Astori -ha sido una figura determinante en el Gobierno: fue ministro de Economía y Finanzas en el 
primer Gobierno del Frente Amplio; vicepresidente en el segundo, y ministro de Economía y Finanzas en 
este-, que ha sostenido la posición -respecto de la que coincido y comparto- de que Uruguay debe integrarse a 
la mayor cantidad de bloques económicos. En más de una oportunidad el ministro Astori ha hablado 
-inclusive, teniendo diferencias en su fuerza política- de agiornarnos, ir al transpacífico y participar de 
nuevos grupos y bloques de la economía que se están desarrollando en el mundo. Me pregunto si el aumento 
de esta tasa, de tributos a los productos provenientes de otros países cuando el claro objetivo -que comparto- 
es ir hacia la apertura de la economía del mundo, no es contradictorio. 


Me gustaría saber -no lo tengo cuantificado- cuánto va afectar esta medida en la economía local. 
Evidentemente -lo vinculo con la pérdida de fuentes de trabajo, que preocupa, y mucho-, el comercio de 
consumo va a sentir la aplicación de esta tasa. Más allá de los productos básicos de primera necesidad, la 
actividad comercial sostiene las fuentes de trabajo, y cuando a doña María y a don José les aumenten el 
precio, por ejemplo, de los electrodomésticos -microondas, lavarropas, horno o heladera- porque provienen 
de China, van a resentir su consumo. No sé si está cuantificado o, por lo menos previsto, cómo puede afectar 
esto las fuentes laborales. 


Durante estos años de Gobierno del Frente Amplio ha habido diferentes ajustes en la economía, que 
obviamente no voy a analizar uno por uno, pero hubo determinados compromisos sobre los que es bueno 
reflexionar. En medio de la carrera electoral se hizo un cúmulo de promesas; se comprometió un paquete 
fiscal de más de US$ 2.000.000.000, sin ajuste fiscal ni reordenamiento del gasto. A modo de resumen, la 
meta era llegar -como se ha dicho- a seis puntos del PBI para la educación, a un punto del PBI para ciencia y 
tecnología, a US$ 225.000.000 para el Sistema Nacional de Cuidados, a igualar el presupuesto per cápita de 


ASSE, a concretar el Plan Siete Zonas, y a aumentar la inversión de viviendas y paquetes para la clase media. 
Transcurrido el tiempo electoral y las elecciones, cuando reasume el Gobierno -no podemos decir que haya 
asumido un Gobierno ajeno a la realidad política o económica de las administraciones anteriores; de hecho, el 
equipo económico era el mismo-, se produce un cambio en el discurso y se generan algunas señales de 
prudencia y -¡por qué no decirlo!- hasta de sorpresa. El doctor Tabaré Vázquez, en los primeros meses de 
asumir la Presidencia de la República, manifestó sorpresa por haberse encontrado con una economía mucho 
más deteriorada de lo que pensaba. Entonces, hubo un cambio, y el presupuesto nacional y la rendición de 
cuentas de 2015 confirmaron que muchas de aquellas promesas no se iban a cumplir porque el escenario ya 
no era tan optimista como venía siendo. 


Entonces, para recomponer ese optimismo -a mi juicio, a partir de estos anuncios de las jerarquías del 
Gobierno ya no tan optimistas y dando señales de preocupación por el deterioro de las cuentas públicas y de 
la economía, lo que pudo haber generado alguna desconfianza-, inmediatamente el presidente Vázquez 
anunció el plan de obras de infraestructura para el quinquenio de US$ 12.370.000.000, si mal no recuerdo. 


Entonces, en el bienio 2015-2016, solo se ejecutó un 36% del plan de inversiones prometido por el 
presidente. La ejecución en la inversión vial -a la que ya se hizo referencia- muestra unos números mucho 
peores, llegando en dos años solo al 18% de ejecución. Al año 2017, se prevé llegar al 52% y, de ese 
porcentaje, el 40% por parte de vialidad. 


Creo que para cumplir con los compromisos que se asumieron en su momento, deberíamos tener un muy 
buen incremento de la inversión pública para el año 2018 y 2019. 


En lo que ha sido el desarrollo de la Rendición de Cuentas, me gustaría preguntar al señor ministro si este 
será el primer gobierno -de las tres Administraciones frenteamplistas que han estado hasta el momento- que 
transite el año electoral sin incurrir en un mayor déficit, porque la experiencia indica que siempre o en la 
inmensa mayoría de la veces -creo que el último registro que hay en los últimos diez años fue el año electoral 
del Gobierno del doctor Batlle, en 2004, cuando no hubo un aumento del déficit, porque lógicamente allí 
había un celo absolutamente comprensible sobre las cuentas del Estado, producto de la crisis que habíamos 
vivido en el año 2002 y de la necesidad de crecer, a partir de ese momento, con una economía ordenada, lo 
que se cumplió- en los dos años electorales ha habido una profundización del déficit y un aumento del gasto. 


Mi pregunta es: ¿será este, señor ministro, el primer gobierno de las últimas Administraciones frenteamplistas 
que no incurrirá en aumentar el déficit en el año electoral? 


Por otro lado, vemos que el señor ministro proyecta seguir creciendo sin corregir el atraso cambiario. 
Parecería que esto consolida al Uruguay en dos velocidades porque, a nuestro juicio, condena la posibilidad 
de agregación de valor para vastos sectores de la economía y de la producción. ¿Cómo se resuelve esto? 
¿Cuál es el plan del señor ministro para aplicar en materia económica sobre la referencia que hacemos? 


No quiero extenderme demasiado, porque son muchas las preguntas que los colegas han formulado al señor 
ministro, pero creo que queda claro que al final del período de gobierno se va a quedar muy lejos de la 
proyección de los US$ 2.000.000.000 prometidos en esa campaña. 


Quiero hacer una especial referencia -porque me preocupa mucho; también se ha hecho referencia a este 
tema- a seguir insistiendo en la Rendición de Cuentas con artículos inconstitucionales, como ocurrió en el 
Presupuesto. Me estoy refiriendo al artículo 15 de esta Rendición de Cuentas. Creo que es un artículo 
absolutamente inconstitucional, se lo mire por donde se lo mire, en primer lugar, porque viola el principio de 
separación de Poderes del Estado. ¿Por qué? Porque un Poder del Estado, como es el Poder Judicial, ha 
emitido un fallo hacia otro Poder del Estado, que es el Poder Ejecutivo, que en este caso es el que tiene que 
hacerse cargo de pagar el salario de los funcionarios públicos. Ese otro Poder del Estado es el que quiere, a 
partir de este artículo, decir: "Voy a cumplir la sentencia cuando quiera y como pueda". Creo que esto es 
grave. 


Por otro lado, viola el principio de igualdad, creando una nueva categoría de deudores, porque doña María, 
don José o cualquier pequeño comerciante del rincón más extremo de la Patria, tiene que pagar sus cuentas 
del Banco de Previsión Social, de la Dirección General Impositiva, de Antel, de OSE y de UTE. Y no hay 
tutía. Si se le venció la factura, se le aplican intereses y moras, y si sigue sin pagar, se lo embarga y tiene que 
pagar. Entonces, me parece contradictorio primero, pero peligroso después que desde el Estado -que es el 


responsable de conducir el Gobierno-, desde el Poder Ejecutivo, se diga: "Bueno, la población que cumpla a 
partir de todo el rigor que la norma le impone y el Gobierno cumplirá cuando quiera y como pueda". Creo 
que ahí estamos incurriendo en una doble categorización de deudores. 


El Poder Ejecutivo insiste, una y otra vez, con artículos de estas características, porque ya hubo otros en el 
Presupuesto, que se declararon inconstitucionales. Se cambia alguna frase en la redacción, pero la finalidad 
en el contenido sigue siendo exactamente la misma. Entonces, yo no tengo ninguna duda de que este artículo 
será declarado nuevamente inconstitucional, lo que me lleva a reflexionar que lo que se quiere es seguir 
ganando tiempo, chicaneando, poniendo obstáculos para no hacerse responsable de algo que corresponde al 
Gobierno, por responsabilidad propia. Esto no lo generó otro partido político en el Gobierno, ni es un invento 
de la oposición, porque esta, hasta con responsabilidad institucional, advirtió al Gobierno del entonces 
presidente Mujica que esto iba a pasar. Figura en las versiones taquigráficas que no se podía aumentar el 
salario de los ministros ni de los jueces desenganchadamente del resto de los funcionarios, porque esto iba a 
provocar una cantidad de juicios en catarata y en cadena, que es lo que ha sucedido. 


Voy a terminar con una reflexión, porque no quería dejar de hablar del artículo 15. Creo que, de alguna 
manera, esto hay que preverlo. De esto hay que hacerse responsables. A esta altura de los acontecimientos, 
como no existe la previsibilidad en dinero de algo sobre lo que no hay dos verdades -porque hay una sola y la 
realidad está delante de los ojos-, pienso si la actitud del Poder Ejecutivo no será seguir ganando tiempo con 
este tipo de chicanas, para que se arregle como pueda y cuando pueda un nuevo gobierno, que genera un gran 
signo de interrogación cómo estará compuesto y quién lo conducirá. 


Muchas gracias, señor presidente. 


SEÑOR UMPIÉRREZ (Alejo).- Luego de haber leído previamente el informe económico-financiero y de 
escuchar al señor ministro, con el debido respeto, quiero decir que parece que uno ha tomado contacto con 
una versión corregida y aumentada de la obra de Lewis Carroll, que en este caso se llamaría Astori en el país 
de las Maravillas. 


El equipo de gobierno tiene una capacidad increíble para construir un relato circular, en el que se junta la 
cabeza con la cola y cierra perfectamente. Y aquello que no cierra, es llamado "inconsistencias", generadas 
por normativas, resoluciones gubernativas expresas que, obviamente, deberían haber sido predichas y que 
hablan de algún grado de impericia, más allá del notorio nivel académico del equipo, que ha demostrado en 
las permanentes correcciones, año a año, de lo que es la previsión de los crecimientos del PBI. 


Supuestamente, todo queda en los términos de que estamos en zona de riesgo, pero es manejable. Vamos a 
180 kilómetros por hora, pero el problema es que cada vez podemos estar más cerca de la curva. 


En ese relato circular, que cierra perfectamente, lo único que queda fuera de la realidad, es la realidad. El 
78% del PBI de las exportaciones uruguayas lo produce el agro. Para dar algunos detalles de lo que ha 
sucedido de 2005 hasta el presente, podemos decir que hemos perdido 12.000 de 50.000 productores que 
había. En el mundo del arroz desapareció el 20% de los productores, y en la lechería idéntica cantidad. Había 
268 bodegas y ahora hay 210, 24% menos; en la pesca, había 128 buques y ahora hay 62%, y bajó 40% la 
captura. En las bodegas bajó el 15% del área cultivada. Además, en la granja perdimos el 49% de los 
granjeros, ya que había 8.075 granjeros y hoy hay 4.117, y 52% menos de área cultivada. 


¿Cuál es el común denominador de todos estos productores desaparecidos? Son todos pequeños y medianos 
productores, lo que demuestra que este modelo es concentrador de riqueza, excluyente de los pequeños 
porque, como se dice habitualmente, en los promedios se ahogan los petisos. Y en este Uruguay que hemos 
construido, con una aceleración de costos imparable, a medida que aumenta el costo, también se siguen 
ahogando los petisos. Los únicos que sobreviven son aquellos que, obviamente, por razones de escala, 
pueden mantenerse. 


Como bien señaló el señor ministro, la única inconsistencia notoria que demuestra lo que estoy hablando 
genéricamente -es la realidad, la otra vereda, sombreada y húmeda, y no la soleada que señala el ministro- es 
que hay 40.000 empleos menos, y eso es algo incontestable. La tendencia a la desaparición y cierre de 
empresas es notoria: El Tejar se fue, UAG -uno de los principales grupos agrícolas- dio quiebra, se fue Chery, 
cerró Ecolat, Schreiber cerró dos lecheras, acaba de cerrar hace uno días con otro pasivo de US$ 30.000.000 
Cosechas del Plata, cerró Fanapel, La Spezia, y comercios menores como Foto Martín, Mr. Bricolage y otros 


no tan menores como Molino Florida. En otros casos no han desaparecido, porque nadie vende negocios que 
son rentables y se va de un mercado si está obteniendo utilidades, pero aparecieron otros que sustituyen, 
aunque hay una notoria tendencia a la venta, por diversas razones; lo vimos en BPU con Terry Johnson 
vendiendo a un grupo japonés, también en Wayerhauser, que vendió todo su sector forestal, en Katoen Natie, 
aunque en este caso hay algunos factores particulares que inciden. 


Otros decidieron directamente dejar de ser productores porque, por los costos que tiene el país, no pueden 
competir y pasaron a ser importadores, como es el caso de Fumaya. 


En febrero tuvimos 74 concursos, que fueron 90 en marzo y, según los últimos datos, en abril subieron a más 
de 100. Esta es la realidad real; la que figura en el informe económico-financiero, de los números, va por otro 
lado. 


El IRPF ha sido el sostén de la recaudación y, otra vez, pegando a los más pequeños: se incrementó un 29%, 
como lo establece el propio informe económico-financiero, contra un 1,5% de crecimiento del Producto, que 
este año, a pesar de que las previsiones, no van a ser 2%, sino más, por efecto arrastre y posiblemente llegue 
al 3%, como lo señalan algunos técnicos. Es decir que la recaudación va a ser superior a los 

US$ 200.000.000, que era la prevista. 


Concretamente ¿hasta cuándo el Gobierno va a seguir emitiendo deuda pública? ¿Cuál es el tope? Venimos 
de un crecimiento y estamos casi en un 64% del Producto. Este año tenemos que cumplir obligaciones -lo 
dice el propio informe en sus páginas 88 y 89- por US$ 3.234.000.000 por amortización de deuda e intereses, 
el doble de lo que exporta toda la ganadería uruguaya, es decir, de toda la faena si fuera de 5.000.000 de 
cabezas; Uruguay faena la mitad de eso. Entonces, ¿cuál es el tope de duda para que no se ponga en peligro 
la economía, supuestamente con una combinación con el déficit fiscal? Porque yo creo que estamos en zona 
de riesgo. Si bien el Gobierno luce la emisión de deuda a tasas fija, sin indexación por inflación, creo que 
estos números empezarán a ser advertidos por las calificadoras de riesgo. ¿Cuál será ese tope, si no seguimos 
haciendo una suerte de la gran Shakira: la bicicleta? Emitimos US$ 3.000.000.000 de deuda, en julio del año 
pasado emitimos US$ 1.147.000.000, el 17 de junio de este año emitimos US$ 1.250.000.000, letras de 
regulación monetaria en 2016 por US$ 570.000.000 y US$ 228.000.000 en lo que va de 2017. Es decir, 
canjeamos, pero amortización real de deuda no existe nada. Es cierto que tenemos margen, hay préstamos de 
contingencia, pero todo tiene un límite. 


En ese sentido ¿cuál es el tope que es considerado un endeudamiento razonable para no poner en riesgo el 
grado inversor? 


El señor ministro Astori el año pasado hizo mucho hincapié en que íbamos a ir, después de haber reconocido 
que había un aumento incontrolable de ingreso de funcionarios públicos en los últimos doce años, más allá de 
que los ubiquemos en el área que sea, a un proceso de reducción, al famoso tres por dos o dos por tres. Lo 
cierto es que ese proceso fue cero por cero, o peor aun: según nuestros datos -mi única duda es, por distintas 
versiones de prensa, es si son 2.252 funcionarios nuevos o vínculos laborales nuevos, en definitiva, sumas de 
dinero que se tienen que agregar- no bajamos la cifra de 60.000 ingresos acumulados en los últimos doce 
años e, inclusive, incrementamos en casi 3.000 la plantilla estatal, casi un 5%. 


Por otra parte, el señor diputado Gandini ya se refirió al aumento de catastro. Si bien no integra el mensaje, 
ha sido vox populi este aumento y, obviamente, nos preocupa, porque es la forma administrativa y encubierta 
de procesar un nuevo ajuste fiscal. Sabemos que si movemos las bases imponibles a través del cambio de los 
valores reales, se modificará el Impuesto a Primaria, la Contribución Inmobiliaria y el Impuesto al 
Patrimonio. Además, cuando retocamos valores reales viene la tentación de retocar también el Coneat, y así 
se termina modificando algunos otros tributos como, por ejemplo, lo que se aporta al Banco de Previsión 
Social. 


Entonces, queremos que se nos aclare qué se está haciendo al respecto y qué se piensa hacer, porque en la 
página 66 del informe se dice que el Uruguay no resiste más aumentos tributarios, pero debemos ser 
coherentes. El ministro ha dicho en reiteradas ocasiones, no solo en momentos electorales, que no se soporta 
más impuestos; entonces, si modificamos el catastro, tributarán quienes hoy no tributan e incrementando la 
de aquellos que ya tributan. 


Por último, me preocupa sobremanera una suerte de inequidad irritante, además de una violación del espíritu 
con el que se reformó la Constitución de la República en 1996. Me refiero al Fondo de Desarrollo del 
Interior. Es realmente inadmisible lo que está haciendo el Gobierno con el Fondo de Desarrollo del Interior, 
que está pensado para, precisamente, programas que ayuden a superar el proceso de descentralización que 
sufre este país desde los orígenes de su historia. Acá estamos haciendo un modelo, una vez más, 
recentralizador, que obviamente se manifiesta en múltiples versiones. Quienes vivimos en el interior estamos 
acostumbrados a ver en cantidad de lados cierres de oficinas de OSE, UTE, Antel, y quien deba hacer un 
reclamo que tenga que ver con estos organismos tendrá que trasladarse hasta la capital departamental. En esa 
suerte de recentralización que estamos viviendo, también se inscribe la desaparición de sucursales bancarias 
y la sufrimos con el FDI. ¿Cuál es la razón? El FDI representa el 11% de los tributos recaudados en el 
interior. Este 25% quedó congelado en 1999, a recaudación de 1999. Entonces, lo que debería ser volcado al 
interior -que es el espíritu real de la Constitución- es exactamente un 11% del 25%, que es un 2,75% del total 
de los impuestos recaudados. Hoy, en lugar del 2,75%, se está entregando al interior el 0,34%. 


Sobre una recaudación total -lo dice el Anexo IV del Balance de Ejecución Presupuestal, en la página 1-, 
tendrían que entregarle $ 369.000.000, es decir, unos US$ 12.500.000 de recaudación tributaria. Lo que se le 
asigna -según la página 330 del informe económico financiero- es el equivalente a $ 3.500.000.000, que 
serían unos US$ 128.000.000, con una cotización de $ 28,10. Entonces si realmente se le diera el 2,75% de la 
recaudación -este es el rezago con el que venimos año a año-, se debería haber entregado a las intendencias 
del interior -sin distinción de partidos políticos- US$ 363.000.000, en lugar de US$ 128.000.000. Y, aún peor 
-estas son las cifras que maneja el Gobierno en su informe financiero-, habla de que estos $ 3.500.000.000 es 
lo que se debería entregar en el Fondo de Desarrollo del Interior. Sin embargo, en la página 330 -a 
contradicción de sus propias gráficas- dice que el año pasado -por el 2016- se entregaron $ 1.275.000.000, o 
sea, una suma de aproximadamente US$ 45.000.000, en lugar de los US$ 128.000.000. 


Entonces, quiero preguntar qué pasó con el restante, dónde o cuándo se va a poner esa diferencia. Nos 
estamos refiriendo a las gráficas agregadas en el informe económico y financiero que nos ha alcanzado el 
Ministerio de Economía y Finanzas. 


En este tema hay dos preguntas para formular. En primer lugar, ¿por qué no se cambia, por qué se mantiene 
el sistema de reajuste de IPC sobre una recaudación congelada en 1999, cuando el país recaudaba 

US$ 3.000.000.000 flojos, y hoy recauda US$ 12.000.000.000? Sin embargo, se ha optado por el mecanismo 
de actualización de IPC en lugar de la recaudación real, porque la brecha entre IPC y recaudación real -de 
US$ 3.000.000.000 a US$ 12.600.000.000- es monstruosa, y esto ha perjudicado notoriamente a los 
gobiernos del interior. 


Quizás el señor ministro me pueda decir que los intendentes están de acuerdo, que han firmado o se han 
reunido en la comisión sectorial. No lo sé. Creo que los intendentes tienen muy poco margen de maniobra y 
yo, como legislador, estoy obligado a denunciarlo y, en todo caso, a pedir la corrección de esto o a solicitar 
un cronograma de corrección, porque si bien son recursos, entiendo que esto tiene que variar ya que, si no, 
estamos yendo por vía indirecta a la anulación de una conquista constitucional que se consagró por la 
ciudadanía en el país entero en beneficio del interior. 


Estas son las preguntas que dejo planteadas. 
Muchas gracias. 
SEÑOR ASTI (Alfredo).- Un saludo a la delegación. 


Visto la gran cantidad de preguntas que se han realizado, creo que todos estamos esperando las respuestas del 
equipo económico. 


Sin embargo, no podemos dejar pasar sin discrepar con la afirmación de que esta es una presentación 
engañosa, que no es prudente, que no se habla de financiamiento. Creo que gran parte de la exposición del 
señor ministro y la presentación que nos ha hecho en las transparencias que han pasado es, precisamente, 
sobre eso. Por suerte, luego, algunos legisladores de otros partidos de la oposición han puesto en su lugar el 
hecho de valorar los datos que hoy tenemos, que ha sido una práctica en estos últimos años. Me refiero a las 
formas de presentaciones anteriores a 2005, y a la diferencia notoria en cómo tenemos los datos y la 
consistencia en todas sus variables. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Un saludo al señor ministro, al señor subsecretario y a todo el cuerpo de 
asesores que hoy lo acompañan. Quiero hacer algunas reflexiones y, sobre todo, abocarme a formular las 
preguntas al señor ministro. 


Aquí se ha hablado de las proyecciones establecidas en el presupuesto nacional. Sin duda, el tiempo dejó en 
claro que eran proyecciones totalmente optimistas, por fuera de la realidad que estaba viviendo el país en ese 
momento. Fue así que en la exposición de motivos del presupuesto nacional del año 2015 se estableció que, 
en el quinquenio, Uruguay iba a crecer un 14,6% en el acumulado y, pocos meses después, las previsiones 
eran otras, inclusive para el crecimiento del año 2015. 


A partir del presupuesto, se dio una cantidad de incrementos a determinados organismos y, obviamente, al no 
cumplirse esta expectativa de crecimiento real y de ingresos que pudieran financiar estas partidas 
incrementales, lo que sucedió fue que en la rendición de cuentas del año pasado se tuvo que abatir algunas de 
estas partidas incrementales. Al mismo tiempo, lo que se hizo fue un ajuste fiscal que, en definitiva, recayó 
sobre los trabajadores y jubilados. De esa manera, el Gobierno consiguió unos US$ 360.000.000. 


Ahora llegamos a este estado de cosas, en el cual el Gobierno tiene poco margen de maniobra. Y, entre 
muchas otras cosas, en su exposición de motivos, se dice que hay algunos gastos imprevistos que provocan 
que no pueda haber otro tipo de gastos incrementales. Entre las imprevisiones están los gastos endógenos de 
los que habla la exposición de motivos y el informe económico-financiero de esta rendición de cuentas, da 
cuenta de la cantidad de más que tiene que pagar por concepto de seguridad social, y dice que esto es obra de 
la ley de flexibilización en el acceso a la jubilación que se dio por el año 2008. Pero lo que me llama la 
atención es que recién ahora se esté hablando de eso cuando la ley entró en vigencia en el año 2008 y era 
claro que flexibilizando los requisitos para poder acceder a una jubilación, sin duda mucha más gente iba a 
acceder a estas prestaciones de seguridad social y, por lo tanto, iba a haber mayores egresos de parte del 
gobierno central para poder tener que asistir de forma extraordinaria al BPS. Lo que establece esta rendición 
de cuentas es que ese gasto extraordinario sería de US$ 100.000.000, y lo que nos parece nuevamente 
increíble es que no se haya podido prever en los años anteriores, porque -reiteramos- esta ley es del año 2008. 
Nos llama poderosamente la atención que se hayan hecho estimaciones en cuanto a las altas que no condigan 
con lo que pasó en la realidad. Se había pensado que iban a ser treinta mil las altas por estas flexibilizaciones 
para acceder a la jubilación y, en definitiva, fueron más de cien mil. Sin duda, esto le quita margen al 
Gobierno. Y llegamos a la actualidad, a este estado de situación, en el cual se trae esta rendición de cuentas 
que tiene algunas cuestiones que nos generan ciertas dudas. 


Más allá del articulado específico -aquí se ha hecho mención al artículo 15 y a otros que sin duda son 
bastante controversiales y que a nuestro juicio pueden complicar aún más las cosas-, me gustaría preguntar al 
Ministerio de Economía y Finanzas acerca de la situación de UPM. Hoy la prensa da noticia del acuerdo 
definitivo o un preacuerdo por parte del Gobierno con la empresa UPM. Si así fuera, nos gustaría saber dónde 
está el dinero para poder financiar la construcción de las vías férreas que se comprometió con UPM. Si bien 
estuvimos viendo los cuadros que presentó el señor ministro, la verdad es que eso no lo encontramos en la 
rendición de cuentas. Básicamente habla del arreglo de determinadas rutas con dinero del Gobierno, que va a 
ser ejecutado por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, y hay otras que tienen que ver con las PPP. 
No sabemos si están incluidas las construcciones que se tienen que hacer en vías férreas para la empresa 
UPM. Entonces, la pregunta específica para el ministro es si está previsto este dinero, ¿dónde está en esta 
rendición de cuentas? Entonces, la pregunta específica para el ministro es, si está previsto este dinero, dónde 
está en esta Rendición de Cuentas. Y si es así, ¿cuál es el estimativo que hace el Gobierno de cuánto saldrían 
estas obras? Públicamente se ha dicho que podrían costar unos US$ 500.000.000, pero nuestros asesores y, 
específicamente, el ex ministro de Transporte y Obras Públicas, ingeniero Lucio Cáceres, dice que sería 
mucho más que esa cantidad, que se llegaría a unos US$ 1.000.000.000, el doble de lo que se ha manenado. 
Queremos saber cómo se va a financiar esa cantidad y si se encuentra en los planillados que ha remitido el 
Poder Ejecutivo. 


También me gustaría saber quién se encargaría de la obra, si sería el propio Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas u otro organismo, como la Corporación Vial del Uruguay, dependiente de la Corporación Nacional 
para el Desarrollo. Si fuera así, desearía conocer cómo se financiaría, si a través de un endeudamiento por 
fuera de las cuentas públicas o de un endeudamiento con organismos multilaterales de crédito. En definitiva, 
queremos saber qué va a suceder con respecto al acuerdo al cual ha llegado el Gobierno con la empresa 
UPM. 


En otro orden de cosas, me gustaría preguntar al señor ministro sobre el déficit. Nosotros tomamos el déficit 
que figura en el artículo 1* de esta Rendición de Cuentas y a eso le sumamos los resultados de las empresas 
públicas, del Banco Central del Uruguay, de las intendencias y del Banco de Seguros del Estado, pero a 
quienes nos han asesorado en esta temática les da un déficit aún mayor que el que menciona el Gobierno que 
tuvo con respecto a ejercicios anteriores. Los cálculos que nos han hecho nuestros asesores revelan que el 
déficit es de 4,7% del Producto y no del 3,9%, como efectivamente aparece en el cuadro que figura en la 
página 71 del informe económico-financiero. Insisto: a nosotros nos da una diferencia grande entre lo que 
establece el artículo 1%, sumado a los resultados de los organismos que he nombrado, con respecto a lo que se 
ha dicho públicamente, y nos gustaría saber el motivo. 


Asimismo, nos gustaría que el Ministerio de Economía y Finanzas nos pudiera remitir, cuando tuviera 
disponible esa información, la lista de empresas, de sociedades anónimas propiedad ciento por ciento del 
Estado, que son propiedad de los organismos del artículo 221 de la Constitución; no sabemos si alguno de los 
organismos que figuran en el artículo 220 tiene alguna participación en alguna sociedad anónima subsidiaria 
de las que tiene el Estado. 


A su vez, me gustaría tener un listado de los fideicomisos cuyos fideicomitentes sean algunos de estos 
organismos del artículo 221 de la Constitución. 


También queremos hacer preguntas concretas sobre el articulado, pero lo dejaremos para una próxima 
instancia. En todo caso, dejamos planteada la pregunta relativa a los artículos 149 a 156 de esta Rendición de 
Cuentas, que tienen que ver con el derecho a asistencia en casos de urgencia o emergencia en las diferentes 
entidades que forman parte del Sistema Nacional Integrado de Salud o en aquellas que no lo integran. 
Queremos saber cómo va a ser el procedimiento de pago de aquella institución a la que esté afiliada la 
persona y la otra en la que, efectivamente, se atienda la urgencia o la emergencia. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Germán Cardoso) 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Quiero hacer un comentario previo, que hubiera preferido no realizar, 
pero si lo dicen los que no lo tendrían que decir... 


Siempre aparece la variable de 2005, como si hubiera habido un profundo precipicio. 


Saludo al equipo económico, en especial, al ministro, a quien tenemos en nuestra más alta estima desde el 
punto de vista técnico. Recuerdo al actual ministro Astori colaborando, como hizo todo el sistema político, en 
la crisis de 2001, y respetando profundamente a los equipos económicos anteriores. Además, lo recuerdo 
muchísimo de cuando fue senador, en los presupuestos y en las rendiciones de cuentas, cuando las 
discusiones eran de muy buen nivel en todos los sectores. También recuerdo una cosa que él decía, que nos 
parecía muy buena y creo que sigue siéndolo: hay una especie de porfía entre la realidad y la opinión de los 
ministros de economía o los datos que estos proporcionan. 


Me voy a referir exclusivamente a la educación porque me gusta hablar sobre lo que sé y, además, porque 
reconocemos en los Gobiernos del Frente Amplio una inversión en políticas sociales, pero la política social 
más importante de todas, la más genuina, la que trae resultados a corto, mediano y largo plazo, es la política 
educativa, es la inversión en educación. Esta forma parte de la economía -discúlpenme que me meta en un 
área que no es mi especialidad, pero tonta no soy-, porque según manejemos la formación en educación de 
nuestros niños y jóvenes tendremos o no la mano de obra que necesitamos para un país que, evidentemente, 
se está dirigiendo a los servicios, a la tecnología, a las grandes empresas extranjeras, lo cual es un gran 
liberador de mano de obra. En consecuencia, supongo que una variable que tiene en cuenta el Gobierno 
es que no se haga efectiva lo que nos dicen todas las encuestadoras, que es que el 60% de los jóvenes que 
están en las universidades, tanto públicas como privadas, tienen en su horizonte irse del país. 


Hechas estas breves aclaraciones, me gustaría preguntar al equipo económico si se va a seguir manteniendo 
el criterio de dar dinero sin reparar en los resultados. Porque este no es un tema político, ni siquiera político- 
partidario; es un tema técnico. Hace muchos años que los técnicos en educación internacionales y nacionales 
estamos pidiendo que, efectivamente, se pague y se otorgue dinero de acuerdo con los resultados. La 
educación es una inversión; para ninguno de nosotros es un gasto. En consecuencia, ¿se va a seguir con el 
criterio del 6% sin exigir proyecto ni resultado? 


Personalmente, si alguna vez me correspondiera hacer el presupuesto de la ANEP -lo que, obviamente, no me 
va a tocar nunca-, primero diría: "Este es el proyecto. Esto es lo que queremos hacer. Esto es en lo que 
queremos gastar. Hay que gastar en formación docente, en alfabetización en primaria". No quiero entrar en el 
tema porque ahora ya no es un problema de opiniones; basta leer los informes. Está el Instituto Nacional de 
Evaluación Educativa, están los informes Terce, se acabó el tema de que las pruebas Pisa eran hechas por el 
imperialismo, la OCDE nos indica todo lo que tenemos que hacer, pero los resultados no dan, no dan y no 
dan. 


En consecuencia, ¿vamos a seguir con el 6% sin exigir resultados? Es una pregunta técnica porque, además, 
hay una variable en esto: el hecho de que los miembros de los consejos son exactamente los mismos 
-nombres más, nombres menos- desde el año 2005, que han ido circulando en los distintos consejos. 
Entonces, la pregunta que me hago -ya que quiero que haya más recursos para la educación- es si a las 
mismas personas les vamos a dar la misma cantidad de dinero. Pero esa no es la pregunta que me tengo que 
hacer. Lo que tengo que preguntar al Gobierno y al equipo económico -porque entiendo que desde el punto 
de vista técnico tienen que distribuir el dinero- es si van a incidir o no en que haya algún cambio en los 
proyectos de educación. ¿Van a incidir o no? Nosotros escuchamos mucho a los sindicatos, y ellos están 
convencidos de que hace tiempo se cerró la negociación. Es más: acusan al Poder Ejecutivo de 
incumplimiento nada menos que de la ley de negociación colectiva. La verdad es que hemos citado a los 
consejos, pero es poco y nada lo que saben; están llenando algunos formularios. Estamos seguros de que es el 
equipo económico el que está decidiendo, y de pronto podemos estar de acuerdo, si se defiende la autonomía. 


Sinceramente, a mí no me cierran los números, y me gustaría que el señor ministro y el equipo económico 
nos explicaran. Puedo garantizar que del Codicén para abajo hemos preguntado, pero a ellos menos les 
cierran los números, porque ni siquiera saben contestar; creo que ustedes podrán contestarnos mejor. 


¿Cómo es posible que suceda esto en una educación pública que está perdiendo matrícula? Primaria perdió 
prácticamente el 3% por un problema demográfico y por fugas a la educación privada. 


Hay una pregunta que hoy podemos formular y que hace veinte años no se nos hubiese ocurrido: ¿cuántos de 
quienes estamos acá, autoridades de gobierno o miembros de la oposición, enviamos a nuestros hijos o nietos 
a la educación privada? ¡Mejor no preguntar! 


En Primaria hubo pérdida de matrícula, y en educación media también, pero por deserción. ¡No me digan que 
hay más matrícula en la UTU porque la gente hace cola para inscribirse! ¡No! Hay colas para inscribirse 
porque no saben escribir. 


Hay un aumento en la matrícula de UTU en miles de estudiantes -a veces dudamos de los números, por no 
decir siempre-, pero desertan. 


Entonces, ¿vamos a seguir dando dinero y nombrando personal en un sistema que está perdiendo estudiantes? 
Somos el país de América del Sur que menos retiene a los alumnos en educación media, el 37%, y solamente 
superamos a Honduras, Guatemala y El Salvador. ¿Cómo es que aparece "aumento de personal" con la 
cantidad que ustedes mencionaron y vimos en el gráfico? ¿Cómo se aumenta el personal? ¿Qué explicaciones 
da el equipo económico -o quiere que nosotros confiemos porque administra los dineros públicos- a los 
organismos que, por más que tengan autonomía, deben responder al Poder Ejecutivo? ¿Para qué están 
tomando personal si los resultados son pésimos y estamos perdiendo matrícula? Esta es una pregunta que nos 
gustaría que nos respondieran científicamente, porque no queremos escuchar muchas de las cosas que nos 
dicen los consejos. 


Lo mismo ocurre con las edificaciones. Yo no los voy a aburrir con cifras porque ustedes las tienen mejor que 
nadie. Si quieren volvemos a antes del 2005, cuando Rama estaba gobernando en la educación y se hicieron 
muchas más edificaciones, el presupuesto era de US$ 460.000.000. 


Queremos saber dónde estamos fallando. Ustedes son los responsables de administrar los dineros públicos, 
¿van a controlar? ¿Qué van a hacer con las PPP en educación? Las PPP en educación no se las llevan los 
gremios, los docentes en general ni los partidos políticos, al menos en el que yo estoy. Encargar a una 
empresa la seguridad y la limpieza en las instituciones educativas es algo imposible, hasta desde el punto de 
vista económico; no sé cómo van a llevar a licitación esto. 


Por lo tanto, quisiera saber si, efectivamente, el equipo económico va a tener incidencia en esto. Lo pregunto 
porque después es muy fácil decir que tenemos que educar para el siglo XXI, en el mundo de la tecnología y 
la robótica, si estamos educando élites, pero hay una masa de alumnos, jóvenes y niños, de los que forma 
parte ese grupo que a mí no me gusta designar como vulgarmente se lo hace, que no estudia ni trabaja, y 
también niños y jóvenes que tienen peores o mejores resultados de acuerdo a si concurren a escuelas de 
barrios ricos o pobres de Uruguay, como ahora, sin eufemismos, los llama Unicef. 


También quisiera saber algo con relación a las políticas sociales, que hace algunos días las señoras ministra y 
subsecretaria de Desarrollo Social no pudieron respondernos; supongo que el equipo económico sí podrá 
hacerlo. Concretamente, me interesa conocer qué plata ingresa por el Mides y se gasta en proyectos 
educativos, y cómo se ha organizado eso en la rendición de cuentas y en los sucesivos presupuestos. 


Hay proyectos -no les voy a poner nombre- que se prevén con plata que ingresa por la ANEP para ser gastada 
a través del Mides. 


En el día de ayer, la señora subsecretaria -espero que el señor ministro haya tomado nota de nuestras 
preguntas, que son muy concretas y muy definitivas para el futuro del país- dijo que el Mides está buscando 
los estudiantes que se perdieron entre primaria y secundaria. ¿Cómo es que el Mides está buscando a esos 
estudiantes? ¿Se están destinando recursos públicos duplicados? El personal que aumentó en la educación, ¿a 
qué se dedica? ¿A levantar a la gente que está durmiendo en la calle, a través del Mides? ¡Esto es el Estado! 


Quiero que nos den las cifras exactas, que nos digan cuáles son las cantidades, que nos digan: "Esto va para 
la educación y aquello entra por la educación pero va para el Mides". Reitero que se lo preguntamos a las 
señoras ministra y subsecretaria, y no supieron responder. 


Nos quedamos por aquí. Seguramente, después nos surjan otras dudas. Las políticas sociales se han llevado 
mucho dinero; con todo gusto las hacemos, pero la única política social que realmente tiene consecuencias 
positivas es la política educativa. 


SEÑOR AYALA BARRIOS (Mario).- Trataré de ser breve y preciso. 


Presenciamos una nueva rendición de cuentas -prácticamente, con las mismas características que otras- en la 
que se plantea el aumento del gasto público y de impuestos. Más allá de los adelantos y compromisos del 
Gobierno y el equipo económico respecto a que no habría más aumentos de impuestos, en cada rendición de 
cuentas se avanza en la carga impositiva a la sociedad uruguaya, que ya es insostenible. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Pozzi) 


———No solo nos preocupa la cantidad del gasto del Estado, sino también su calidad. Creo que se hace poco 
hincapié en cómo se gasta el dinero público. Si bien hay empresas públicas que mostraron un cambio radical 
en el manejo de los recursos públicos, la mayoría de las instituciones del Estado siguen viviendo como si 
estuvieran en otro país, sin respetar el esfuerzo de los ciudadanos, que es cada vez es más mayor y limita la 
posibilidad de generar más riqueza en el país. 


Observamos la ausencia de políticas anticíclicas -que en otros momentos todos compartimos- para enfrentar 
las dificultades del país. 


En esta Rendición de cuentas nos gustaría ver un programa para reactivar la actividad, sobre todo en los 
departamentos del interior. Yo prevengo del departamento más alejado de la capital del país, que tal vez sea el 
que más sienta las dificultades a nivel laboral. Estamos en la frontera con Brasil y la diferencia cambiaria nos 
golpea muy fuerte porque han faltado políticas específicas para desarrollar sectores como la minería. Si bien 
hemos logrado conformar algún ámbito de discusión y plantear soluciones, no han llegado. Si recorremos el 
país, seguramente en cada departamento encontraremos situaciones similares a la de Artigas en cuanto a la 
necesidad de aplicar políticas activas apoyadas en las microempresas, que son las grandes generadoras de 
trabajo del Uruguay. De esa manera, podría empezar a revertirse la situación que vive el país en cuanto al 
tema laboral, que es lo que nos preocupa. Además, la mejor política social que puede haber es el trabajo y el 
salario digno. Realmente, eso no lo vemos en esta Rendición de Cuentas ni en programas que pueda anunciar 
el equipo económico. 


Por lo tanto, nos gustaría saber si hay planteado algún tipo de paquete o de medidas puntuales para reactivar 
la actividad de las microempresas, independientemente de los demás sectores de la economía, en particular, 
el agropecuario que, para nosotros, es la base fundamental de la generación del trabajo en el interior del país. 
Vemos que los diferentes rubros de la agropecuaria nacional están atravesando por momentos de dificultades 
enormes, fundamentalmente, aquellos que ocupan más mano de obra. ¿Se está pensando en algún tipo de 
medidas para revertir la situación, aflojar la cincha y generar más riqueza y trabajo? De esa forma, podría 
atenderse la situación que vive el interior en cuanto al tema laboral. 


También nos preocupan la calidad del gasto y la falta de control en la obra pública, desde lo que pase en una 
escuela hasta la obra en una policlínica o en las rutas. En todo el país hemos visto rutas que, a los pocos 
meses de reparadas, están peor que antes; lo advertimos en el norte, en el este y en el centro del país. Nos 
parece que hay falta de controles en la obra pública. Sería bueno que se utilizaran mejor los recursos 
públicos. 


El tema de los funcionarios públicos ya fue abordado por varios compañeros, pero nos preocupa porque hubo 
un planteo del Poder Ejecutivo para abatir su cantidad; sin embargo, hoy tenemos una cifra superior y, por 
supuesto, eso genera mayor gasto. En el entendido de que el gasto del Estado es bastante inflexible y que 
difícilmente podamos gastar menos -pero sí, mejor-, creemos que la única solución es producir más. A través 
de una mayor producción podríamos licuar el gasto que tenemos y enfrentar el nivel de endeudamiento del 
país. 


Otra pregunta refiere a si está prevista la utilización del Focem para alguna obra de infraestructura específica 
a ejecutarse en 2017 o en 2018. 


SEÑOR GROBA (Óscar).- No iba a participar, pero algunas cuestiones me alentaron a hacerlo, pero no para 
formular preguntas en concreto, porque me siento identificado con una cantidad de interrogantes que se 
plantearon aquí. 


Como siempre -hace siete años que participo en esta comisión- aprendo mucho. Las respuestas que se han 
dado en todo este período me sirvieron para aprender mucho. Realmente, fueron respuestas enriquecedoras, 
apuntando siempre a la mejoría de las condiciones de vida de la gente y a presupuestos y rendiciones de 
cuenta de calidad. 


No quiero hablar de antes de 2005, pero a veces se ponen esos temas encima de la mesa. No voy a hablar de 
antes de 2005; ese tema -que manejo de memoria- no quiero introducirlo en el día de hoy. Sin embargo, voy a 
hacer referencia a alguna cosa, porque no tengo más remedio. Los conceptos de ajuste fiscal y procesos de 
consolidación fiscal los vamos a discutir cuando sea necesario. Todos vivimos en este país, todos tenemos 
una historia social. Tenemos un concepto de lo que fue la Ley N* 16.107, que ahora no voy a mencionar. 
Simplemente, diré que arrancaba desde los tres salarios mínimos nacionales. Pero no voy a hablar de ese 
tema. Inclusive, podría referirme a la comparación con el proceso de consolidación fiscal, pero no voy a 
hacerlo. 


Tampoco voy a hablar de la actividad privada; se están perdiendo puestos de trabajo y, realmente, es 
lamentable. Hay una preocupación muy grande desde el señor ministro de Trabajo y Seguridad Social hasta 
el Gobierno en general por ver cómo se puede revertir esa situación. Puedo decir que, a partir de los Consejos 
de Salarios instalados en el país, las fuentes de trabajo y los salarios han aumentado, y ese no fue el motivo 
de la desocupación, sino otro. Como acá también se dijo algo al respecto, me permito aclararlo. 


En la síntesis que hacía el señor ministro, decía que el proceso económico y político transitado desde 2005 
permitió la consolidación de importantes logros sociales, especialmente, para los sectores más humildes y la 
clase media. A nosotros nos tocó hacer tres informes de esta comisión: el último del Gobierno anterior, el de 
este presupuesto nacional y el del año pasado. Como no me aburro de lo que digo, repasé todo lo que señalé 
durante ese período, y pude constatar -según mi visión y respetando la de todos los señores legisladores 
presentes- que el proceso económico y político transitado desde 2005 permitió una consolidación. Si no hay 
políticas económicas y sociales acordes con un proyecto, por más que se crezca -en otros períodos se había 
crecido-, el presupuesto de calidad no da los resultados correspondientes. En este caso, de 2005 hasta ahora, 
es lo que se está haciendo. 


Voy a decir algunas cosas más porque todos manejan el informe o alguna parte de él. Me interesa mucho 
rescatar determinados conceptos. Por ejemplo, las condiciones de vida de los uruguayos siguen mejorando 
desde 2005 hasta ahora, mediante las políticas que se implementaron y que yo ya recorrí en algún momento; 
eso es algo no menor en este informe. A pesar de la crisis internacional y regional que estamos padeciendo -y 
que forma parte del informe que se ha dado-, se nos ilustra a todos de las fortalezas y certezas que tenemos y 
de los riesgos como país chico y dependiente. Veníamos de cerca del 40% de pobreza -en función de políticas 
sociales que nos preocupaban y que tratamos de abatir- y ahora estamos en un 9,4%. 


En cuanto a la indigencia, el informe que hemos recibido hoy dice que casi no se registra, que está en el 0,2% 
pero naturalmente preocupa muchísimo. Esto que estoy diciendo tiene referencia con la síntesis y el proceso 
económico político transitado desde el año 2005 y sus resultados. 


El gasto en salud aumentó fuertemente en los últimos años, tanto en presupuestos nacionales y rendiciones de 
cuentas como en políticas económicas y sociales desarrollados desde 2005 en adelante. Con base cien en 
2004 -me estoy refiriendo a lo que se proyectó-, el gasto en salud aumentó 230%. Esto se suma a lo que 
veníamos diciendo. 


Con el ingreso de los últimos colectivos -nos dice el informe económico-, el nivel de cobertura del Fonasa 
alcanzó al 73% de la población total del país. Se trata de beneficiarios del Seguro Nacional de Salud por 
colectivos y población Fonasa. Estamos hablando de la gente, de lo que yo interpreto como presupuestos 
nacionales y rendiciones de cuentas de calidad, que tienen que ver con la gente. 


Continúo haciendo referencia al informe que acabamos de recibir, que fue muy completo, preciso, sólido, 
prudente y, además, advierte acerca de que sigue el mismo clima, no por responsabilidad de los gobiernos 
uruguayos -en este caso del Frente Amplio pero por ningún otro gobierno- sino de los vaivenes que tienen las 
políticas macroeconómicas internacionales y regionales, que además nos afectan como país independiente 
pequeño. En 2016, la educación fue el área con mayor crecimiento en el total del gasto, luego del gasto 
endógeno. Volvemos a tener en la presentación que la educación se lleva el 14% del incremento, de lejos el 
más considerado en este presupuesto. 


El crecimiento del salario de los trabajadores de la educación ha sido una prioridad del Gobierno y desde que 
arrancó hasta ahora tiene un índice permanente hacia arriba. No los voy a aburrir ahora con cifras; 
seguramente, lo vamos a analizar cuando venga el Ministerio de Educación y Cultura a responder algunas 
cosas que aquí se plantearon y también en la Cámara. Estamos hablando de incrementos del índice medio del 
salario real de la ANEP acumulado, para el período 2015-2017. Son datos de la realidad. 


Estamos hablando del gasto público social, que ha sido la prioridad desde 2005 hasta ahora. Cuando uno ve 
venir una rendición de cuentas dice: "¡Pah, con la crisis, vamos a tocar el gasto público social, la salud, la 
educación y la seguridad!". Señor presidente: este informe muestra que el gasto público social ha sido una 
prioridad. Con base cien en 2004, hubo un 117% de inversión en gasto público hasta 2016, que hace a las 
mejoras que yo he venido relatando y que los ciudadanos hoy reconocen. 


Las tarifas públicas han bajado en términos reales. En la Comisión Permanente íbamos a discutir este tema y 
yo lo había preparado. El legislador proponente se enfermó y no pudimos dar ese debate. Se trata de un 


amigo... 


(Interrupción del señor Representante Abdala.- Respuesta del orador) 


Las tarifas públicas han bajado en términos reales, en relación con la evolución del IPC y del índice 
medio de salarios, tal como quedó demostrado. Seguramente, nos van a dejar la presentación para que cada 
legislador pueda seguir profundizando. Para nosotros, las políticas económicas y sociales que se vienen 
implementando desde 2005 a la fecha tienen estos resultados. 


Por otra parte, ¿qué se ha priorizado en el crecimiento de los vínculos laborales del Estado? Seguramente, 
cuando venga la Oficina Nacional del Servicio Civil vamos a profundizar en este tema, pero podemos decir 
que se prioriza a la educación, la salud y la seguridad. Es algo que a mí me conforma porque tiene que ver 
con los reclamos de la gente, con las necesidades y las políticas sociales vinculadas con esas áreas 
prioritarias. 


También hemos recibido un informe y un análisis de las cargas impositivas. En el período 2002-2004 era de 
43,2%; en el período 2008-2017, de 33,4%. 


Sin perjuicio de analizar con más profundidad todos estos temas, lo que quiero resaltar desde el punto de 
vista político es la coherencia -que en la síntesis que recibimos fue demostrada- del proceso económico y 
político transitado desde 2005, que ha permitido la consolidación de importantes logros sociales. Diría que se 
trata de importantísimos logros sociales, y voy a hacer una sola referencia. Los que vivimos en este país de 
tres millones y medio de habitantes con un 40% de pobreza sabemos que hemos avanzado en estos años que 
en la vida de la nación son un abrir y cerrar de ojos. Por lo tanto, sin perjuicio de escuchar las respuestas a las 
distintas interrogantes que se hicieron, quiero remarcar esto que también está en el informe pero hasta ahora 
ningún legislador había dicho. Capaz que, cuando la síntesis dice que el proceso económico y político 
transito desde el año 2005 ha permitido la consolidación de importantes logros sociales, especialmente en los 
sectores más humildes y la clase media, me comprenden las generales de la ley. Confieso que puedo estar 
involucrado y lo quiero aclarar. 


Nosotros decimos estas cosas porque ha habido manifestaciones públicas antes de que se conociera el 
informe del Ministerio de Economía y Finanzas y mucho antes de que se conociera el articulado del proyecto 
por parte de algunos sectores políticos que estuvieron en los gobiernos anteriores, diciendo que no a la 
rendición de cuentas. Por eso, quise dejar constancia de estos elementos -hay otros- que para la gente son 
muy importantes. Mientras tanto, se sigue creciendo y baja la inflación. 


Gracias. 
SEÑOR RUBIO (Eduardo).- Saludo al equipo económico y le agradezco la presencia. 


Coincido con el diputado preopinante en cuanto a la coherencia en el modelo y la política aplicada desde 
2005 hasta ahora. Es una virtud a destacar, aunque obviamente no comparto en absoluto esa línea de acción 
ni un modelo que ha sido tremendamente concentrador de la riqueza. Acá se hablaba de la desaparición de 
pequeños y medianos productores. Hay datos recientes que surgen de estudios económicos en el sentido de 
que el 1% de la población del Uruguay -25.000 personas- se apropia del 25% de la riqueza del país y el 10%, 
del 60%. Eso es resultado de un modelo económico. Yo no digo que haya más de una realidad; hay una sola y 
se la ve distinto según el lugar que uno ocupa en la sociedad. Los cuarenta mil desempleados que aparecen 
ahora -como cuarenta mil puestos de trabajo que se destruyeron-, seguramente no aprecian la baja de las 
tarifas, no la sienten; como tampoco la viven los jubilados con $ 10.000 de jubilación o los ochocientos mil 
uruguayos con $ 20.000 o menos de salario: se ve distinto, de acuerdo al lugar donde se está. Obviamente la 
UPM, con todas las exoneraciones fiscales, vive plenamente el éxito de este modelo económico. 


Estas consideraciones las haremos en un debate general, pero nos quedamos con gusto a poco en cuanto a lo 
que se anunció sobre algunas modificaciones tributarias. Así como rechazamos el ajuste fiscal que cargó 
sobre los hombros de trabajadores un importante nivel de la recaudación que hoy ayuda a achicar el déficit, 
cuando se anunció que se iba a imponer a los juegos de azar, e iba a incrementarse una tasa a las 
importaciones, pensamos que era un camino a recorrer. Pero, lamentablemente, las cifras en cuanto a los 
juegos de azar son irrisorias y la fundamentación que se da sobre el incremento de la tasa de importación, con 
la perspectiva de hacerla desaparecer, mantiene una línea de apertura comercial que ha destruido la industria 
nacional. Nosotros habíamos pensado que por ahí realmente podíamos avanzar en fuentes de ingreso que nos 
permitirían sostener otras políticas. 


Precisamente con respecto a los juegos de azar, quería preguntar si la disposición incluye e involucra a los 
llamados juegos on line administrados, además, por grandes multinacionales del juego. 


Otra interrogante que quiero hacer tiene que ver con el tema de la educación, de la universidad, más 
precisamente del Hospital de Clínicas. La pregunta es por qué el equipo económico, el gobierno, se ha 
empeñado en adjudicar en el régimen de PPP las obras de remodelación del Hospital de Clínicas, cuando la 
Universidad tiene un proyecto propio y el costo sería de US$ 10.000.000 por año, durante diez años. 
Seguramente el equipo económico lo sabe, pero a nosotros nos dicen los trabajadores de Casinos del Estado 
que el Estado uruguayo subsidia con US$ 13.000.000 por año los premios de las carreras de caballo de 
Hípica Rioplatense. ¡US$ 13.000.000 por año para los premios de las carreras de caballo salen de lo que 
recauda Casinos del Estado! Esa es una información que nos pasan los trabajadores del casino; capaz que no 
sea totalmente así: yo creo que sí lo es. Ahí tendríamos un camino de financiación de una obra que, de otra 


manera, a través de PPP, nos costaría US$ 32.000.000 por año que saldrían del presupuesto de la 
Universidad: US$ 20.000.000 por el derecho de uso del edificio remodelado y US$ 12.000.000 por servicios, 
de los cuales US$ 9.000.000 son por mantenimiento. Hoy el Hospital de Clínicas tiene adjudicados 

US$ 4.500.000 para mantenimiento: la mitad de lo que se nos va a cobrar por la PPP. Entonces, la pregunta es 
por qué no encontramos un espacio para resolver un problema que tiene que ver con la educación, con la 
universidad y también con la salud. 


Yo me iría quedando por aquí, con estas dos preguntas, porque se ha dicho mucha cosa que no es parte de 
esta reunión: el debate lo daremos en la Cámara. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Hemos tomado -no solo yo- prolija nota de todas las 
intervenciones, que agradecemos mucho, pero quiero comenzar diciendo que -seguramente ustedes 
coincidirán- hay una gran proporción de las intervenciones que responden a los diferentes enfoques que 
tenemos desde nuestros respectivos partidos sobre el país y sobre su economía, diferencias que respeto 
enormemente pero que no voy a debatir en esta ocasión, que me parece que tiene otro objetivo. Quienes están 
en la oposición saben cómo pensamos en el Frente Amplio y créaseme que esta presentación es un reflejo de 
nuestro pensamiento, que comenzamos por compartir con nuestros propios compañeros. Ustedes saben tan 
bien como yo que cada partido tiene un enfoque distinto a este respecto, que no va a cambiar. Inclusive, ha 
habido profusas declaraciones de prensa antes de escuchar esta intervención; así que desde ese punto de vista, 
no voy a decir que considero que eso sea inútil pero, en todo caso, quiero señalar que responde precisamente 
a estas visiones distintas y, en algún caso, profundamente distintas, que tenemos sobre el país y nuestra 
sociedad. Entonces, voy a evitar debatir en ese sentido, porque considero que la oportunidad para ello debe 
ser otra y no la presentación de la rendición de cuentas en la Comisión de Presupuestos integrada con la de 
Hacienda de la Cámara de Diputados. 


Además, me parece -seguramente ustedes lo reconocerán- que se han hecho afirmaciones que considero 
haber contestado durante la presentación, sobre distintos aspectos que se estuvieron abordando: se pregunta 
algunas cosas que creo haber respondido. Obviamente, nuestras respuestas o propuestas pueden ser 
compartidas o no. Por ejemplo, hace unos minutos un señor legislador dijo que el déficit fiscal es mayor al 
que estamos presentando aquí. Nosotros discrepamos absolutamente con esa afirmación, pero nos ponemos a 
la orden del señor diputado para ver con sus asesores dónde puede estar la diferencia. 


Esta es otra razón por la que no puedo abordar todos los temas acerca de los cuales hicimos una exposición 
detallada, tanto en el informe, como en la intervención inicial. 


Por otra parte, hay temas que esta Comisión va a encarar en forma especializada. Y no es la función del 
Ministerio de Economía y Finanzas discutir la gestión en esas áreas especializadas como, por ejemplo, la 
salud, la educación, la vivienda. Los respectivos ministros de cada una de esas Carteras van a estar aquí, 
fundamentando mucho mejor que nosotros los cambios que se proponen. 


Obviamente, como Ministerio de Economía y Finanzas hemos venido respaldando, desde un punto de vista 
fiscal, los cambios que se proponen en esas áreas. Pero me parece mucho más importante que ustedes tengan 
la oportunidad -que la van a tener- de discutir con los responsables de cada área sobre los aspectos 
específicos que hay que abordar en cada uno de estos ámbitos, haciéndolo de acuerdo a cada especialidad, 
con conocimiento mucho mayor al nuestro. 


Luego, quisiera señalar que en esta propuesta no hay optimismo ni pesimismo. Hay un esfuerzo muy grande 
por estar muy en línea con la realidad del país y, si ustedes quieren, yo sustituiría esas dos palabras por otra 
que es "confianza". Tenemos mucha confianza en el Uruguay; y eso es lo que predomina en todas las 
propuestas que hemos venido haciendo desde el punto de vista presupuestal en las que, consideradas en su 
conjunto, solamente una vez hicimos correcciones a la baja, que fue a propósito del presupuesto nacional que 
se vio seguido por un agudo deterioro, más que en el mundo, en la región. En el curso de pocos meses, 
cambiaron notablemente las situaciones de los vecinos y eso, en particular, unido a la vulnerabilidad interna 
del déficit fiscal, nos llevó precisamente a tener que corregir a la baja las previsiones presupuestales. 


Ahora bien, sobre el presupuesto -que ha sido aludido reiteradamente en esta sesión-, quiero decirles que 
sigue siendo quinquenal. Lo que no tiene el presupuesto que hicimos en 2015 son evoluciones incrementales 
para los años siguientes, pero el presupuesto es quinquenal; no ha dejado de serlo; no se incumple con la 
Constitución. Simplemente, se prevén cortos lapsos para ir asignando incrementos de gasto, pisando sobre 


firme o sobre más firme que en un período quinquenal. Pero el presupuesto que el país hizo en 2015 es para 
los cinco años, sabiendo que luego tendríamos la posibilidad de ir corrigiendo por la vía de rendiciones de 
cuentas, respecto de las cuales sí hicimos un acortamiento del lapso de presentación y proyección. 


Hecha esta aclaración, y sobre todo la que refiere al espíritu con que elaboramos este presupuesto, quiero 
decir que esto no es engañoso; es absolutamente transparente. Aquí está lo que hay y lo que no hay, con el 
mayor detalle del que hemos sido capaces de exponer. 


Si algo caracteriza a esta presentación es su transparencia y constituye un grosero error técnico decir que este 
es un presupuesto desfinanciado. No es un presupuesto desfinanciado. Es un presupuesto que tiene gastos por 
encima de los ingresos, pero con fuentes de financiamiento. Es un error técnico importante confundir la 
situación fiscal con la situación financiera. No se puede decir que es un presupuesto desfinanciado. El 
Uruguay tiene un cómodo, fluido, acceso a recursos financieros que aseguran el financiamiento del 
presupuesto por las fortalezas que ha construido en ese sentido. Esto no quiere decir que en el futuro siempre 
vayamos a recurrir a la deuda para financiar el déficit. Es más: estamos proponiendo corregirlo gradualmente, 
a través de lo que hemos llamado consolidación fiscal. Pero no se puede hablar de desfinanciamiento porque 
no es cierto. El país tiene un presupuesto absolutamente financiado. Y yo diría en condiciones muy 
ventajosas desde el punto de vista de la comparación internacional. 


Ustedes comprenderán que me resulta imposible referirme a cada pregunta o afirmación. Entonces, trataré de 
hacer una agrupación temática. 


En relación al gasto, fue señalado por varios legisladores la necesidad de la calidad del gasto. Quiero 
señalarles que estamos totalmente de acuerdo y que al Uruguay le falta un largo camino por recorrer en 
materia de calidad del gasto, pero es en la realidad en la que estamos trabajando y en la que seguiremos 
trabajando para mejorar, aunque, sin duda, hemos hecho avances. Por ejemplo, una manera de mejorar la 
calidad del gasto es, en primer lugar, empezar a superar la visión incremental que siempre tiene que tener el 
gasto a efectos de definir un presupuesto. En segundo término está la necesidad de no incurrir en gastos que 
no dispongan de los ingresos genuinos correspondientes. En tercer lugar, hay que tener en cuenta la fijación 
de metas concretas en materia de resultados a obtener financiados por ese gasto que estamos incluyendo en el 
presupuesto. En cuarto término, está el establecimiento de compromisos de gestión que permitan hacer una 
evaluación periódica de los resultados y, en función de eso, tratar de asignar los recursos correspondientes 
para ir progresando en materia del contenido de la actividad, ya no del gasto que se realiza en ella. 


Entonces, en materia de gasto, creo que tenemos que tener esa coincidencia; la tenemos. Obviamente, 
tenemos que saber que el Ministerio de Economía y Finanzas, en particular la OPP, también van en esa 
orientación y seguiremos trabajando intensamente en ese sentido. No es de un día para el otro; hay que 
trabajar durante mucho tiempo en esta materia. 


Ahora, creemos que el incremento del gasto social -ya no voy a hablar de calidad, sino de cantidad- es 
absolutamente imprescindible, insustituible. 


Estuvimos haciendo comentarios sobre la educación y la salud. Déjenme que les diga que tan convencidos 
como estamos de la necesidad de mejorar la calidad del gasto que entendemos que no hay educación sin 
educadores, no hay educadores sin formación profesional y no hay formación profesional de los educadores 
con los salarios que históricamente vinieron recibiendo los educadores. Entonces, así como estamos tan 
comprometidos con la calidad del gasto, lo estamos con la formación profesional de los educadores, como 
objetivo absolutamente fundamental. Por eso destacábamos tanto el aumento del gasto por alumno y la 
creación de nuevos grupos, instituciones, la infraestructura física para la educación, lo que -repito- ustedes 
podrán discutir, mucho mejor que con nosotros, con las autoridades correspondientes. 


Pero cuando se trata de discutir sobre egresos, es absolutamente fundamental tener en cuenta las dos cosas o 
perfiles: la deuda que el país tiene consigo mismo en materia de calidad del gasto y, naturalmente, la deuda 
que tenemos con las condiciones de vida de los uruguayos que son tan importantes como la mejora de la 
calidad del gasto. Y la verdad es que los resultados nos han indicado una mejora importante en las 
condiciones de vida esenciales de la gente. Que falta mucho, no tengo la menor duda. 


Un aspecto fundamental, que ha sido tocado por diversos legisladores -y perdónenme, pero sigo con un 
resumen temático porque no puedo referirme a todas las intervenciones- es el que se refiere al aumento de las 


pasividades, efecto de la ley de flexibilización de 2008 que, como habrán apreciado, tiene un cierto rezago en 
el tiempo -no empieza a notarse inmediatamente- y, al mismo tiempo, una evolución más aguda que la que se 
esperaba al principio. Ahora, no olvidemos que hay otro factor fundamental para la evolución creciente de las 
pasividades, que es el crecimiento real de su monto. Las pasividades reales no solo aumentaron en número 
sino en volumen. Y las pasividades aumentaron en volumen por la caída de la inflación y por el contenido 
real que tienen, lo cual está perfecto, porque quiero que los jubilados de este país vivan cada vez mejor. Sin 
embargo, eso restringe las posibilidades del gasto generándose situaciones que a veces no fueron previstas 
porque no tuvimos en cuenta el rápido crecimiento del monto de las pasividades en materia de volumen real. 
La situación que tenemos hoy es de un gran desafío y una gran responsabilidad para cumplir con esas 
pasividades. 


Esto es una parte importante del gasto endógeno. Se preguntaba si siempre vamos a tener un gasto endógeno 
en crecimiento. En primer lugar, en los últimos tiempos el gasto endógeno ha venido creciendo en una 
proporción importante y, dada la estructura social del país, ciertos factores de crecimiento se van a mantener, 
como por ejemplo el que responde a las pasividades; basta examinar la estructura de la población del país 
para darse cuenta de que esto es así. 


Tenemos que examinar cómo combatir esto para disminuir el peso que tiene este gasto endógeno sobre las 
posibilidades fiscales, y conozco un solo camino: inversión y crecimiento. Y para eso tendremos que trabajar 
muchísimo en los tiempos que vendrán, estimulados por algunos resultados, algunos indicios muy positivos 
sobre los que comencé refiriéndome en la exposición de hoy. 


Hay que confiar en este país que sigue receptivo a la inversión pública, privada, nacional, del exterior y hay 
que confiar en que esto traerá consigo niveles de crecimiento muy importantes como para empezar a 
disminuir el peso del gasto endógeno. El gasto endógeno es el que hay que realizar sí o sí, por eso se llama 
endógeno. Y la única manera de disminuir su impacto es creciendo. 


Recientemente, se hicieron algunas referencias respecto al régimen de participación público privada, a la 
Universidad de la República y a la construcción del Hospital de Clínicas. Para reflexionar sobre el régimen 
de las PPP solicito que haga uso de la palabra el señor subsecretario y para referirse a la construcción del 
Hospital de Clínicas, el asesor Martín Vallcorba. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Previamente, quiero hacer algún comentario 
con respecto a la inversión en infraestructura vial. Como se mostró en la presentación, el porcentaje de 
ejecución del plan de infraestructura en el área vial se encuentra en un 19%, pero la estimación al final para 
este año es que ese porcentaje de ejecución trepe al 42%, porque esto tiene que ver no solamente con el 
régimen de participación público privada sino con los otros mecanismos que el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas utiliza para la construcción de viabilidad. Según lo que manifestó el ministro de Transporte y 
Obras Públicas, actualmente hay 113 contratos en ejecución para caminería, entre rehabilitaciones, obras de 
seguridad vial, iluminación y recapado con un presupuesto de $ 13.600.000.000 y la rehabilitación de 700 
kilómetros de ruta. Basta ver la realidad de las Rutas N? 30 y N? 5 para citar algún ejemplo. 


La ejecución de todos estos proyectos o contratos viales ha sufrido algún rezago, pero todos están 
funcionando y en todos se está actuando. 


Con respecto al régimen de participación público privada, en primer lugar, hay que comprender que se trata 
de proyectos de infraestructura de gran envergadura, que involucran montos de inversión muy elevados y 
obligaciones fiscales para el Estado que además de ser de gran porte comprometen recursos importantes para 
él. En general, el Estado firma un contrato a largo plazo, por más de veinte años. Por lo tanto, estamos ante 
un régimen que tiene consecuencias importantes y sobre el que en Uruguay no había experiencia. La puesta 
en funcionamiento en el mundo de este tipo de regímenes insume un plazo de maduración importante. El país 
pionero en este régimen, el Reino Unido, demoró aproximadamente diez años para poner en funcionamiento 
ágilmente el régimen de participación público privada. 


Además, esto requiere no solamente una puesta a punto del sector público sino también del privado que tiene 
que aprender a trabajar bajo una modalidad distinta debido a que una parte importante del riesgo de la 
construcción de las obras se transfiere del sector público al privado, y además tiene que conseguir el 
financiamiento. 


Uruguay ha recorrido un camino prudente y, a seis años de aprobación de la ley, tenemos más de diez 
proyectos de participación público privada en cartera. Por ejemplo, bajo ese régimen ya está construido el 
85% del Instituto Nacional de Rehabilitación de Punta de Rieles. Más allá de que el primer proyecto vial 
realizado por participación público privada tuvo lapsos de tiempos mayores a los previstos, en el caso de los 
corredores viales de las Rutas N* 21 y N* 24 no solamente la obra está adjudicada y hecho el cierre 
financiero, sino que el próximo lunes se estará firmando el contrato definitivo y, por lo tanto, a partir del 
martes próximo ya se podrá trabajar en este primer corredor vial. 


Dos de los siguientes corredores viales también ya están adjudicados provisionalmente estando en la etapa 
del cierre financiero, y hay otros en ejecución, en proceso licitatorios. Pero este sistema no se acaba 
solamente en los proyectos viales, también tienen que ver los de la infraestructura social, por ejemplo se 
mencionó la educativa. 


Vale recordar que ya hay dos proyectos de participación público privada lanzados al mercado y en proceso de 
adjudicación, y en este semestre está previsto el lanzamiento de dos proyectos más. A fin de año llegaremos 
con cuatro proyectos de participación público privada en la órbita social lo que implica la construcción de 
decenas de centros educativos básicamente para la educación inicial y media, áreas de mayor déficit en 
infraestructura edilicia. 


En síntesis, el Reino Unido tuvo un lapso de tiempo de aproximadamente diez años para poner en 
funcionamiento el régimen de participación público privada. Uruguay, en seis años tiene una cartera de más 
de diez proyectos; uno se está ejecutando, otro comienza la próxima semana y otros ya están adjudicados y 
realizando los cierres financieros. Recuerden que para hacer el cierre financiero se requiere una negociación 
importante porque es el privado el que tiene que obtener el financiamiento. Estamos ante un régimen que está 
funcionando, que está adjudicando las obras; algunas se están empezando a construir, algunas próximas a 
finalizarse como el Centro Nacional de Rehabilitación que mencioné. 


Por supuesto siempre se puede ir aprendiendo y mejorando sobre la marcha, pero no estamos en un estado de 
parálisis ni mucho menos en lo que tiene que ver con estos procesos. 


SEÑOR VALLCORBA (Martín).- Voy a hacer una breve referencia respecto a la consulta que se formuló 
sobre la remodelación del Hospital de Clínicas. 


Es un proceso que, como ya se ha informado otras veces en el Parlamento, ha sido trabajado conjuntamente 
entre la propia Universidad -que naturalmente es la que lidera todo este proceso-, el Ministerio de Salud 
Pública y también el Ministerio de Economía y Finanzas, con el objetivo de buscar alternativas que permitan 
avanzar y concretar una remodelación del hospital, lo que es absolutamente imprescindible para mejorar la 
calidad de las prestaciones que se brindan en materia de salud, no solo a los usuarios de ASSE -que son 
quienes fundamentalmente se atienden en el Hospital de Clínicas-, sino a todo el sistema, en la medida en que 
el hospital es un centro de referencia y que, al mismo tiempo, cumple un rol central en lo que tiene que ver 
con la formación de recursos humanos. 


Por todas esas consideraciones, se ha venido trabajando extensamente en conjunto con la Universidad. Esta 
resolvió explorar el camino de la estructuración del proyecto de remodelación del Hospital de Clínicas a 
través de un proyecto de participación público privada. A partir de esa resolución que tomaron las autoridades 
del Consejo Directivo Central de la Universidad, se constituyó un equipo de trabajo integrado por técnicos de 
la universidad y del propio Hospital de Clínicas, que ha realizado el estudio de prefactibilidad al respecto, 
incluyendo el estudio del valor por dinero que surgiría de la realización de este proyecto, a través de esta 
modalidad de financiamiento en comparación con lo que sería el financiamiento por los esquemas 
tradicionales. 


De alguna manera, por la información que tenemos, esta semana fue presentado el informe preliminar por 
parte de la comisión universitaria que trabajó en el tema. Fue puesto a consideración del Consejo Directivo 
Central, que fue el que resolvió postergar la resolución para la próxima sesión. Por lo tanto, es un proceso 
que está liderado y conducido por la universidad. Por parte del Poder Ejecutivo, lo que se ha hecho ha sido 
otorgar todo el apoyo e, inclusive, tratar de generar las condiciones más flexibles para que esto pudiera 
implementarse en los tiempos más acotados posibles. 


De acuerdo a versiones preliminares que conocemos del informe, el informe del equipo técnico que elaboró 
este estudio de prefactibilidad arrojaría un resultado positivo en términos de valor por dinero, lo cual 
significaría que de realizarse el emprendimiento por este mecanismo se obtendría un resultado positivo en 
términos de eficiencia a largo plazo, asegurando, entre otras cosas, un mantenimiento óptimo de todo lo que 
es la infraestructura hospitalaria. 


Son temas que están en la órbita de la propia universidad. Este mecanismo intenta compatibilizar las 
necesidades en materia de desarrollo de infraestructura, en general, en todas las áreas, pero en particular en 
esta, con lo que son las posibilidades y las restricciones fiscales que, como ha sido claramente presentado, 
atraviesa nuestra comunidad. En ese sentido, el proceso dependerá de los pasos que resuelva seguir la 
universidad que, inicialmente, decidió explorar este camino y ahora está en etapa de resolución a partir de lo 
que informe el equipo técnico que trabaja en el tema. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En el campo del gasto público, mereció especial 
atención -con razón- el tema de la seguridad social y la evolución posterior a la ley de flexibilización de 
2008. Inclusive, algún señor diputado se preguntaba si este crecimiento se debe solo a la flexibilización de 
2008 o puede haber, quizás, algunas otras causas que lo estén explicando. 


Yo creo que ese es uno de los objetivos de un estudio especializado que ha iniciado el propio Banco de 
Previsión Social -si no me equivoco, con la asistencia de la Comisión Económica para América Latina-, de 
modo de detectar -si es que existen- algunos factores adicionales a la ley de 2008 que puedan ser corregidos. 
En este momento, está funcionando ese grupo apoyado por esta consultoría especializada. 


Aprovecho para referirme a otro tema, también mencionado con respecto a este ámbito, que es el llamado el 
tema de los ciudadanos "cincuentones". El Poder Ejecutivo también resolvió abordar este tema, en primer 
lugar, para estudiarlo a fondo. El presidente de la República ya anunció un camino a seguir, pero ese camino 
tiene que fundarse sobre algunas definiciones concretas de implementación, que son muy importantes. Por lo 
tanto, el Poder Ejecutivo ha designado un grupo, con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el 
Ministerio de Economía y Finanzas y, seguramente, también con la participación de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto para estudiar a fondo este tema y para hacer una propuesta concreta, ya no solo 
sobre el camino a seguir -que es lo que anunció el presidente-, sino acerca de cuáles son las características 
para llevar a la práctica la trayectoria por ese camino. 


Los señores diputados saben que ni siquiera tenemos una cifra cierta acerca de cuántos ciudadanos están 
incluidos en este grupo. Tenemos varias fuentes de información. Una de las primeras cosas que va a haber 
que hacer es determinar ese universo, pero al mismo tiempo dentro de él hay situaciones disímiles, diferentes, 
que hay que estudiar caso a caso. 


Uno de los aspectos a implementar va a ser un régimen de consulta individual y personal referido a cuál es el 
camino que conviene recorrer, a los efectos de que ningún ciudadano de este país se vea perjudicado por el 
régimen de jubilación por el que decidió jubilarse. Entonces, tanto el Banco de Previsión Social como el 
Ministerio de Economía y Finanzas, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el Poder Ejecutivo, con el 
involucramiento directo del presidente, estamos tratando de analizar en profundidad todos estos temas, dada 
la importancia que tienen en la realidad fiscal del país, como ustedes mismos lo señalaron cuando se 
refirieron a él. 


En cuanto al tema de los ingresos, ha habido preguntas sobre cuáles son los resultados de la sostenibilidad 
fiscal que propusimos en la rendición de cuentas del año pasado y, sobre todo, sobre la recaudación, a partir 
del incremento tributario que formó parte de esta propuesta. 


El incremento tributario comenzó a regir hace pocos meses. Esto es: un semestre, como máximo y, 
obviamente, no tenemos una evaluación del resultado que tendrá esta recaudación. La tendremos más 
adelante, porque la distribución de la recaudación no es pareja todo el año. Si fuera proporcional, sería muy 
fácil. Se multiplicaría por doce lo recaudado hasta ahora y tendríamos el resultado, pero no es así, porque hay 
recaudaciones que se realizan en determinados momentos del año, que no tienen una distribución pareja, 
equitativa, durante el transcurso de ese año 


De todas maneras, para hacer algún comentario en materia de ingresos públicos, voy a solicitar que haga uso 
de la palabra nuestro jefe de la Asesoría Macroeconómica, el economista Andrés Masoller. 


SEÑOR MASOLLER (Andrés).- Previo al comentario que me solicitó el señor ministro respecto de cómo 
están evolucionando los ingresos del sector público, me gustaría referirme concretamente a una afirmación 
que se ha hecho, que considero de una gravedad muy importante, que es la referida a las dudas que existen 
sobre el déficit fiscal, al mencionar que el déficit fiscal es 4,7% o 5% del PBI, cuando las cifras oficiales 
marcan un déficit fiscal de 3,4% del PBI. 


A mi entender, esta afirmación es de una gravedad extrema, porque se cuestionan las estadísticas oficiales en 
base a estudios que no hemos podido ver y estamos totalmente a las órdenes para discutirlo. Manejar este 
número -que ahora se ha puesto como un titular de prensa- es realmente un golpe a la credibilidad del país, a 
las estadísticas del país. No se pueden hace este tipo de afirmaciones, habida cuenta de las consecuencias que 
eso tiene en los mercados financieros, en los inversores. Es muy difícil que el Gobierno, cualquiera sea su 
signo, presente al país en el exterior, a los inversores, cuando existe un cuestionamiento de esta índole, sin la 
suficiente valoración de los efectos de una afirmación de esta naturaleza. 


No se pueden comparar los datos devengados que se presentan en el presupuesto y en la rendición de cuentas, 
que son los que se establecen en el artículo 1* de la rendición de cuentas y en todos los presupuestos, con los 
datos caja que publica mensualmente el Ministerio de Economía y Finanzas. Son incomparables. Las cifras 
devengadas contabilizan gastos e ingresos de ejercicios anteriores, y se contabilizan en determinado año. 


Por lo tanto, hay una metodología que permite compatibilizar el resultado caja publicado del resultado 
devengado, que es lo que se presenta en el artículo 1” de la rendición de cuentas, que tiene su explicación. No 
existe inconsistencia entre uno y otro, y se puede explicar metodológicamente. 


Esto amerita un comentario, porque es importante que quede claro que Uruguay tiene una política de Estado, 
en tanto las cifras del Instituto de Estadística, del Banco Central, del Ministerio de Economía y Finanzas son 
creíbles y no se puede generar esa duda. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Preferimos continuar con las respuestas. 


SEÑOR MASOLLER (Andrés).- Con respecto a la proyección de ingresos y cómo se están concretando las 
medidas que se implementaron a partir de enero de este año, el diagnóstico es que están en línea con lo que se 
había previsto. 


Es de resaltar que el año pasado se había hecho un estudio bien a fondo de cuánto se iba a recaudar con las 
medidas de consolidación fiscal, que se habían hecho en base a estudios, con datos reales de la recaudación 
de la Dirección General Impositiva y, por lo tanto, no esperábamos sorpresas en materia de recaudación, al 
alza ni a la baja, y es lo que se está observando en los primeros números de los primeros meses de 2017. 


Por lo tanto, por ese lado, no hay ingresos adicionales ni menos de los previstos. 


También se preguntó por qué no se había previsto que no habría transferencias del Banco de la República a 
rentas generales. Es de destacar que las normas bancocentralistas se definieron a fines de 2015 y se 
empezaron a implementar en 2016. A partir de ese momento, surge un proceso de evaluación para saber cómo 
afectan esas nuevas normas al Banco de la República y, por lo tanto, hay un tiempo hasta ver que no se 
podrían hacer transferencias. 


Por otro lado, hay variables que son inciertas en macroeconomía, por ejemplo, la evolución del tipo de 
cambio, la evolución de la morosidad, la evolución de los créditos del Banco de la República, es decir, hay un 
conjunto de variables que tampoco se puede prever del todo correctamente sin tener alguna incertidumbre 
acerca de su evolución. 


Todo esto explica por qué no se previó antes que no se pudieran hacer transferencias a rentas generales. 
SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- ¿Me permite una interrupción, señor ministro? 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- A propósito del déficit, también se preguntó por los 
resultados del Fonasa, tema a mi entender muy importante. 


Voy a pedir a Martín Vallcorba que nos ilustre con más profundidad respecto al desequilibrio del Fonasa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Jorge Pozzi).- El señor diputado Rodríguez pide la palabra para hacer una pregunta 
relacionada con el tema anterior. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- En los lineamientos de la rendición de cuentas enviado por el Ministerio 
de Economía y Finanzas hay un cuadro en el cual figuran los resultados fiscales del sector público 
consolidado, porcentaje del PBI y también una línea roja que está entre el 4% y el 5%. Se me ha dicho que 
esto debería tener un reflejo en el resultado de caja, y debería estar incluido en el mismo guarismo. 


Por eso, pregunté al señor ministro si esto se puede deber a la capitalización de Ancap, que se hizo el año 
pasado. 


En ese sentido, sería bueno saber cómo el Gobierno ha computado esta capitalización en los balances, porque 
al Estado no le ingresó dinero porque condonó el préstamo a Ancap. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Por eso dije que algunos de los temas abordados 
responden a aspectos que contestamos previamente. 


Si se recuerda la gráfica del déficit fiscal, se mostraba el déficit observado, de 3,4%, y el llamado déficit 
corregido por factores circunstanciales o coyunturales, que no estamos diciendo que no se vayan a repetir, 
pero por las dudas sacamos para tener una idea de cuáles son sus efectos. 


En nuestro caso: dos buenos años de lluvia, Ancap redujo la compra de crudo porque paró la refinería y 
ciertas altas que tuvo el Banco de Previsión Social, que también fueron extraordinarias. 


Entonces, nos referimos a los dos déficit, al observado y al estructural. Sobre el observado no puede haber la 
más mínima duda: ese es el déficit que tiene el país: 3,4%, y la meta para este año es 3,3%, y para el año que 
viene va a ser de 2,9% y para el fin del período 2,5%. Esas son las cifras oficiales con fundamentos en 
materia de déficit fiscal. 


(Interrupción del señor representante Conrado Rodríguez) 


Le pido al señor diputado que tenga una buena apreciación de las estadísticas oficiales, que son un 
orgullo del país y que nunca fueron cuestionadas, en la medida en que siempre tuvieron una solidez muy 
importante, que respalda las decisiones de política pública. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR PRESIDENTE (Jorge Pozzi).- Después tendremos tiempo para las preguntas. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Simplemente, quiero dejar constancia de que en los lineamientos 
enviados por el Ministerio de Economía y Finanzas figura un cuadro donde se establece que lo ajustado por 
extraordinarios llega casi al 5%, posiblemente a un 4,7%, y eso es lo que reflejamos. 


No hablamos del déficit fiscal actual, sino del pasado. 
Simplemente quería dejar esta constancia. 


SEÑOR VALLCORBA (Martín).- Con respecto a la consulta que se formuló sobre el resultado del Fonasa, 
tal como surgió de la presentación, a partir del año 2011 se produjo un cambio notorio en cuanto a la 
cobertura y a la cantidad de beneficiarios, en particular, por el ingreso de todos los pasivos y de la 
incorporación gradual de los cónyuges prevista en la ley original de reforma de la salud. 


El impacto que tuvo la incorporación de estos jubilados y pensionistas y de los cónyuges, ya implicaba que el 
resultado del Fonasa iba a ser negativo, en una cifra que en aquel entonces -año 2011- estimamos en el 1% 
del producto bruto interno. Es decir que el impacto fue el que estaba previsto originalmente; no hubo desvíos 
respecto a esa proyección inicial. 


Lo que sucedió fue que en el ínterin se realizaron algunas modificaciones y se fueron tomando algunas 
decisiones que, en algunos casos, implicaron erogaciones adicionales para el Fonasa y, en otros, ingresos algo 
menores. En particular, en lo que tiene que ver con los ingresos, téngase en cuenta que la reducción en la 
cantidad de puestos cotizantes a la seguridad social -que está incorporado en el informe económico 
financiero, con una caída en los años 2015 y 2016- impacta en los ingresos que se perciben por concepto del 
Fonasa. En el año 2015, la caída de puestos cotizantes fue de 0,6% y, en el año 2016, de 1,1%. Esto tiene un 
impacto en términos de un menor nivel de ingreso al que originalmente estaba previsto. 


En cuanto a las erogaciones, ha habido incorporaciones, en particular, en lo que tiene que ver con la cobertura 
de medicamentos de alto costo y con otros procedimientos cubiertos por el Fondo Nacional de Recursos, que 
ha llevado a que también aumentaran los egresos previstos. 


En este momento, considerando esos ajustes que se fueron procesando en estos últimos seis años, la 
estimación que estamos considerando del resultado del Fonasa para el año 2017 se ubica en el entorno del 
1,15% del producto. O sea que a partir de este año y una vez concretada la incorporación de todos los 
colectivos, el resultado se estabilizará en el tiempo alrededor de ese valor; inclusive, atendiendo la evolución 
prevista del número de ocupados, podría tener una leve baja marginal a partir del año próximo, en la medida 
en que aumente el número de los activos, que es el colectivo más superavitario que tiene el Fonasa. Pero no 
estamos previendo un aumento de los resultados a partir del 2017. Esto está absolutamente en línea con lo 
previsto originalmente y considerado al momento de resolver -por parte del Parlamento- la incorporación de 
los pasivos al Fonasa. Este pequeño desvío surge básicamente a partir de la reducción de los puestos 
cotizantes, que sucedieron en los años 2015 y 2016, pero que a partir de este año está previsto que se 
comience a revertir. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Estábamos hablando de ingresos, de gastos y de 
déficit, y un tema muy mencionado en la reunión fue el de la relación entre el desequilibrio de las cuentas 
públicas y el endeudamiento de país. Es lógico, en un razonamiento absolutamente fundamental, que se haga 
referencia a estos temas. 


Quiero señalar -reiterando algo que mencioné en mi exposición- que tanto el déficit como el endeudamiento 
del Uruguay, que financia el presupuesto junto con los ingresos presupuestales, es absolutamente manejable. 
Y reitero la palabra: manejable. Eso quiere decir que todavía está dentro del ámbito -y vamos a lograr 
mantenerlo- en el que, con medidas de política pública, de política económica, podamos ir convirtiendo esa 
especie de relación entre déficit y deuda en un círculo virtuoso en el que la disminución del déficit que 
estamos programando nos lleve también a menos compromisos en materia de endeudamiento, y todo ello en 
el marco de un país que crece cada vez más. Esa es nuestra composición de lugar; ese es el marco 
fundamental en el que vamos a tratar de trabajar. Por eso decimos que es manejable. 


Déjenme insistir en la fortaleza financiera que tiene el país. Acá tenemos que decir que la deuda es tan 
manejable que Uruguay es el único país que tiene grado inversor en la región. Lo único que hemos obtenido 
en los últimos tiempos por parte de todas las calificadoras de riesgo ha sido una mejora de la calificación. La 
más reciente fue la de Standard £ Poor's, que llevó la perspectiva de negativa a estable, pero con grado 
inversor. Y Moody's, y todas las calificadoras -la japonesa, la canadiense- dan a Uruguay grado inversor. Eso 
es lo que quiere decir que esto es manejable porque, de lo contrario, no habría tanta confianza en el país. Esto 
es manejado, analizado, estudiado y decidido por gente que vive profesionalmente analizando estos temas, 
todos los días, y lo único que demuestran con cada una de sus acciones es confianza en Uruguay. Por eso 
digo que es manejable. No es un adjetivo para tratar de disminuir la gravedad o la intensidad de un problema; 
no. No hay un problema grave; tampoco hay un problema intenso y profundo: hay un problema que tenemos 
que solucionar, pero que podemos solucionar. Por eso hablo de la confianza. 


Fíjense que, en términos de endeudamiento, la carga que examinan las calificadoras de riesgo no es la deuda 
neta; es la deuda bruta del gobierno central en términos de su porcentaje sobre el producto bruto interno del 
país. Tomando el indicador de deuda bruta del gobierno central, que es el que toman las calificadoras de 
riesgo, y considerando a los países del mundo en la misma clasificación crediticia que tenemos con Moody's 
-que es una de las firmas que califica al país-, se observa que la relación deuda-producto del Uruguay está en 
línea con la mediana -que es la frecuencia más alta- de todos los países de este grupo, en el mundo, no en la 
región. Eso es lo que quiere decir que la deuda es manejable. Por otra parte, su evolución está topeada, en 


este caso, en términos de deuda neta, y no de deuda bruta. Uruguay tiene un tope de evolución del incremento 
de la deuda neta en vigencia. Y les voy a dar los números actuales, los de 2016, que son los más recientes. 


La deuda global neta -excluido encajes, por cierto- en un determinado año es el punto de referencia 
fundamental. Para el 2016, el tope de deuda establecido era de 21.000.000.000 UL, equivalente a 

US$ 2.518.000.000. Hasta ahí podíamos aumentar la deuda neta. Y la deuda neta del año pasado aumentó 
menos que ese tope. O sea que estamos totalmente cubiertos por el tope aprobado originalmente. Durante 
2016, la variación de la deuda global neta fue menor a este tope. Hablamos de un tope de 21.000.000.000 UI 
y la verdad es que el incremento de la deuda neta fue de 18.500.000.000 UI, equivalente a 

US$ 2.215.000.000. 


Doy todas estas cifras, aunque aburran un poco, porque son las que demuestran que Uruguay tiene fortaleza 
financiera, no para dormirse en estos laureles -entendámonos-, ya que el tema fundamental es el resultado 
fiscal; ahí hay que poner el acento, la acción y toda la energía de la política económica. Pero una cosa es 
hacerlo sin plata -vamos a hablar en términos coloquiales- y otra es hacerlo con mucha plata en el bolsillo. 
Hoy, Uruguay tiene una liquidez prácticamente de entre US$ 5.000.000.000 y US$ 6.000.000.000 para 
compromisos de deuda en todo un año de US$ 3.000.000.000. Una cosa es hacer la consolidación fiscal con 
plata y otra cosa es hacerla sin plata. Uruguay, afortunadamente, gracias al sacrificio de todos los uruguayos, 
ha logrado tener esta fortaleza financiera. Y esa fortaleza financiera es fundamental para entender el tema 
fiscal, no para ignorarlo -vuelvo a repetir-, sino para entender su cabal significado y cómo debe ser 
combatido. 


Disculpen el desorden, pero ahora voy a tocar algunos temas surtidos -digamos así-, que no caben dentro de 
una calificación más o menos organizada y sistemática de las respuestas. 


En primer lugar, quiero señalar que compartimos totalmente -lo dijimos en la exposición- la preocupación 
por la pérdida de fuentes de trabajo. Sí tenemos un programa de trabajo con medidas al respecto, y no solo lo 
estamos poniendo en práctica, sino que también lo estamos analizando permanentemente. Por ejemplo, 
estamos desarrollando programas de capacitación a cargo de Inefop, el Programa Yo Estudio y Trabajo, que 
es manejado por varios ministerios y coordinado, en particular -creo-, por la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, y estamos promoviendo estímulos a las actividades bien generadoras de empleo, como la 
construcción. Si tuviera que elegir los estímulos fiscales más importantes que tenemos en vigencia, diría que 
son los que están para la industria de la construcción. 


Por otra parte, no creemos que la tasa consular sea un obstáculo, como fue mencionado, para estimular un 
mayor dinamismo en el mercado de trabajo, por los argumentos que ya he dado y que no quiero repetir. Es un 
incremento muy modesto, muy provisorio -diría yo-, en el marco de un esquema de protección de las 
importaciones de Uruguay, que no lo altera de manera significativa. Sinceramente, no esperamos ningún 
efecto negativo de esta medida; de más está decir que si lo esperáramos, no la hubiéramos incluido en la 
propuesta de rendición de cuentas. 


Sobre el Fondo de Desarrollo del Interior, que fue mencionado concretamente aquí, me gustaría pedir al 
subdirector de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto que intervenga. 


SEÑOR DIBARBOURE (Martín).- Señor presidente: solo para que quede constancia en la versión 
taquigráfica, quiero aclarar que, por error, en la presentación de la delegación se incluyó al contador Álvaro 
García, pero está en Buenos Aires, en una misión oficial. Aclaro que él excusó su participación por un 
compromiso fijado con anterioridad en un evento del Banco Mundial. 


Voy a hacer la presentación a cuenta de mayor cantidad porque, seguramente, cuando comparezcamos como 
Inciso Presidencia de la República podremos conversar con más detalle sobre los puntos. 


Como decía el señor ministro, voy a hacer referencia a la alocución que hizo el señor diputado Alejo 
Umpiérrez sobre el Fondo de Desarrollo del Interior. En las páginas 328 a 336 del mensaje hay abundante 
detalle de todas las transferencias que hace el Gobierno central a los gobiernos departamentales, entre ellas, 
lo que preocupa al señor diputado. Sin entrar en detalle en cada una de cómo se reparte y se calcula -lo que 
perfectamente discutiremos cuando comparezcamos como Presidencia-, queremos hacer alguna referencia a 
la ley en términos generales, para contextualizar lo que estamos haciendo hoy. 


Está claro que la descentralización económica y política ha sido prioridad para el Gobierno y que las 
inequidades territoriales también son un insumo importante. 


La suma de las transferencias que el Gobierno central ha hecho a los gobiernos departamentales en el año 
2016, en términos redondos, fue de $ 16.000.000.000, algo más de US$ 560.000.000 o US$ 570.000.000. El 
detalle está en la página 334, por cada departamento y por cada uno de los conceptos, como indica el literal 
C) del artículo 214 de la Constitución, figurando el FDI -que era la consulta del señor diputado-, el proyecto 
de caminería, el subsidio al alumbrado público, el aporte al Fondo de Incentivo para la Gestión de los 
Municipios, el aporte del Sucive, las emergencias climáticas, la devolución del tema semovientes, más todos 
los otros programas que tenemos como Uruguay Más Cerca, Uruguay Integra, el programa de competitividad 
y demás. 


Lo que plantea el señor diputado son $ 1.300.000.000 de los $ 16.000.000.000 que estábamos hablando y, 
concretamente -es cierto-, hay una Comisión de Descentralización que vincula al Poder Ejecutivo con el 
Congreso de Intendentes. Allí se valida, se valora y se acuerda; en ese marco se hacen los desembolsos, para 
luego dar cumplimento. 


Para terminar, quiero aclarar que, en este rubro, en los años 2015-2016 se ha tenido un incremento real del 
6%, y en el año 2016 respecto al año 2004 se produjo un 125% de aumento en términos reales en las 
transferencias que el Gobierno ha hecho a los gobiernos departamentales. 


SEÑOR APEZTEGUÍA (Pedro).- Quiero mencionar dos o tres cifras que quizás sean motivo de discusión 
cuando concurramos conjuntamente con el Inciso 02. 


Este año se dio una particularidad, que me llamó la atención: la cifra disponible asignada por el Fondo de 
Desarrollo del Interior fue exactamente diez veces superior, en términos nominales, que la asignada en el año 
2001. Si bien el Fondo de Desarrollo del Interior fue aprobado por la Constitución del año1996 y promulgado 
en el año 1997, no fue hasta el año 2001 que se concretó, por primera vez, una asignación presupuestal. 


El señor diputado Alejo Umpiérrez preguntó por qué era el 11% de los tributos recaudados fuera del 
departamento de Montevideo referidos al año 1999. Parece que la Constitución de la República estableciera 
ese porcentaje, pero no es así, ni tampoco fue siempre el 11%. En el año 2001, la partida para el Fondo de 
Desarrollo del Interior era del 5% de los montos recaudados fuera del departamento de Montevideo. 
Tampoco fue siempre el 33,35% de ese 11%; cuando el Fondo de Desarrollo del Interior empezó, era el 25% 
del 5%. Inclusive, la ejecución presupuestal -siguiendo la línea de razonamiento del señor diputado-, en el 
año 2001, fue del 0,4875% de los montos recaudados fuera del departamento. Disculpen, pero no venía 
preparado para esta discusión. 


Por cierto, en el año 2005, los señores intendentes se encontraron con un grave problema en la Comisión 
Sectorial de Descentralización, que fue agravado en el año 2010 y luego en el año 2015, puesto que la 
Constitución hace referencia a lo recaudado fuera del departamento de Montevideo. Las tecnologías y las 
distintas formas de recaudar impuestos destruyeron absolutamente el concepto que el seguramente 
constitucionalista quiso reflejar en el artículo 298. Todos acordamos que se toma como referencia lo 
efectivamente recaudado en el interior del país en el año 1999, ajustándolo por el Índice de Precios al 
Consumo. 


Eso ha significado que mientras la ejecución del Fondo de Desarrollo del Interior, en el año 2001, ascendió a 
US$ 4.000.000, en el año 2016 llegó a US$ 44.000.000. Esto no solo es motivo de un esfuerzo importante, 
sino de varios factores: el porcentaje sobre los fondos recaudados -actualizados desde el año 1999 a la fecha- 
pasó de 5% a 11%, la fracción que le corresponde a los gobiernos departamentales pasó del 25% al 3,35% y, 
lo más importante, los dineros están disponibles. 


Lo que han podido hacer los gobiernos departamentales desde el 2005 a la fecha ha sido ejecutar la totalidad 
del Fondo de Desarrollo del Interior, y así lo refleja esta rendición de cuentas: en el año 2016, la ejecución 
por parte de los gobiernos departamentales fue el cien por ciento de los fondos disponibles. Por cierto, los 
señores intendentes podrán dar cuenta de esto, pues seguramente las rendiciones de cuentas que han 
presentado al Parlamento sobre la utilización de las transferencias nacionales, tal como establece el artículo 
214, lo reflejarán adecuadamente. 


(Interrupción del señor representante Alejo Umpiérrez) 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En este final queremos hacer una referencia a la 
imposición a las modernas plataformas electrónicas. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quiero hacer algunos comentarios sobre 
ciertas afirmaciones que queremos aclarar, que tienen que ver con la tributación a determinados servicios que 
se brindan a través de plataformas electrónicas. 


En el día de hoy un titular de prensa refiere a nuevos tributos, a recaudaciones adicionales y a que esto tenía 
como fin aumentar la recaudación. 


Esto trata de hacer exactamente lo contrario: más que aumentar la recaudación, pretende resguardarla. ¿Por 
qué? Lo que ocurre es que determinados servicios que antes se consumían mediante ciertos mecanismos 
tradicionales, que requerían bienes, actividades desarrolladas y presencia física en el país, hoy se consumen 
de maneras diferentes, en muchos casos, disruptivas, producto de la evolución tecnológica. 


Precisamente, la acepción tradicional de la territorialidad de la fuente, en lo que tiene que ver con el impuesto 
a la renta, habla de bienes situados, actividades desarrolladas y presencia física en el país. Obviamente, esta 
descripción refiere a la realidad de determinado contexto histórico, que ignoraba lo que ocurriría con el 
devenir del tiempo. 


Estamos hablando de servicios que están gravados en Uruguay, pero se brindan sin presencia física 
determinada en el país. Cabe resaltar que esto no es solo un problema de nuestro país, sino que es a nivel 
internacional, con relación a cómo estos servicios van cambiando las plataformas mediante las que se 
consumen. Por lo tanto, hay que adecuar las formas de definir cómo se localiza la base imponible de estos 
impuestos. 


Esto ha dado lugar a la acuñación de un nuevo término en materia de fiscalidad: la fisicalidad -que es como 
se denomina a nivel internacional-, que tiene que ver cuando un determinado servicio se brinda con o sin 
presencia física. 


No cabe duda de que estamos frente a viejos servicios que se brindan mediante plataformas nuevas. Voy a dar 
un ejemplo gráfico. 


Cuando se consumen películas a través de la contratación de un servicio de cable, el proveedor de dicho 
servicio está gravado con el impuesto a la renta empresarial y con el Impuesto al Valor Agregado. Cuando se 
consume el mismo servicio de películas, pero a través de una plataforma, como Netflix -por mencionar una-, 
obviamente también debe estar gravado. 


Aquí no solo se trata de preservar la base tributaria, sino la equidad. No puede ser que frente al mismo 
servicio, la plataforma indique que esté gravado o fuera del alcance de los tributos. 


Por lo tanto, tiene un componente de equidad y de preservación de la base tributaria. ¿Por qué? Porque decir 
que gravar la utilización de las nuevas plataformas aumenta la recaudación -se grava la plataforma 
electrónica o la nueva plataforma tecnológica- es ignorar la disminución de la actividad mediante las 
plataformas tradicionales, sobre todo cuando estamos ante un mercado acotado y pequeño como el de 
Uruguay. La cantidad de películas consumidas o de viajes de transporte a través de las aplicaciones sigue 
siendo la misma; lo que cambia es la utilización de determinadas plataformas. 


En esto hemos visto varios cambios tecnológicos. Antes se consumían películas a través del alquiler de 
videocasetes en un videoclub, pero esto desapareció y mutó hacia la contratación del servicio de cable. 
Actualmente, estamos asistiendo a una nueva era tecnológica en la que el servicio del cable va perdiendo 
peso en función de que van ganando peso otras plataformas tecnológicas. 


Pero, en definitiva, el mercado sigue siendo el mismo y, por lo tanto, la recaudación agregada continúa 
siendo la misma. 


Además de la equidad, se trata de preservar la base tributaria, porque no tener presencia física en 
determinado lugar, permitiría realizar maniobras de elusión o evasión de impuestos; básicamente, de elusión. 


Así como dimos un ejemplo con las plataformas de películas, ahora utilizaré uno con las plataformas de 
transporte de pasajeros. 


Uruguay fue el primer país de América Latina en generar una solución integral para el transporte de pasajeros 
a través de la intermediación de plataformas tecnológicas como UBER, Easy Taxi o Cabify. Esto, además, 
tenía un aspecto de equidad, porque se aprovechaba la no presencia física para brindar el servicio de 
intermediación a efectos de no pagar en ningún lado. Por ejemplo, UBER tiene sus servidores en Holanda, 
por lo cual brinda el servicio offshore y no paga impuestos en ese país; sí paga regalías a Estados Unidos, 
donde está la casa madre, pero ese país no grava esas rentas generadas en el exterior. Por lo tanto, esta 
empresa no paga en Holanda ni en Estados Unidos, y se pretende que tampoco pague en Uruguay porque las 
cosas ocurren en Holanda y Estados Unidos. En definitiva, no paga impuesto a la renta en ningún lugar del 
mundo. Se entiende que el servicio se presta en Uruguay porque las dos puntas de esa intermediación están 
en el país, es decir, quien brinda el servicio físico de transporte y los pasajeros. Lo único que hay es la 
deslocalización de un servidor. 


Insisto: el mercado sigue siendo el mismo y la actividad sigue siendo la misma -transporte de pasajeros, 
consumo de películas, alquiler de propiedades turísticas a través de Airbnb, por ejemplo-, pero lo que ocurre 
es que se brindan a través de plataformas diferentes. 


Por lo tanto, estamos ante actividades que siempre estuvieron gravadas, y no hay nuevos impuestos; lo que 
cambia es la plataforma. 


Quiero dejar constancia de que no estamos frente a incrementos de impuestos, porque el mercado sigue 
siendo el mismo. Lo que existe es la utilización de diferentes plataformas tecnológicas. 


A su vez, deseo hacer un comentario adicional respecto a los juegos on line. Se ha preguntado si el 
mecanismo de tributación previsto en la rendición de cuentas grava los juegos on line. La idea es que si 
cumple con los mismos parámetros, también esté gravado. Déjenme recordar que hay un proyecto a estudio 
del Parlamento en el que se prevé la forma de otorgar las licencias de casinos on line. La intención de esa 
iniciativa enviada por el Poder Ejecutivo es que esas licencias sean otorgadas con autorización parlamentaria. 


En otro orden de cosas, debo decir que tenemos plataformas electrónicas que actúan -hoy se puede acceder a 
ellas desde Uruguay-, pero están prohibidas, porque hay un monopolio del Estado en el juego y no se ha 
otorgado licencias porque se está a la espera de la aprobación del proyecto mencionado. El Poder Ejecutivo 
está trabajando en la promulgación de un decreto que prevea mecanismos para poder cercenar o prohibir la 
utilización de esas plataformas que de manera ilegal se están usando en Uruguay y que también están 
generando una pérdida de recaudación en este mercado. 


Con respecto a los slots, en el caso de los pozos progresivos -los que tienen la mayor recaudación-, también 
están gravados. 


Más allá de la renuncia fiscal por los proyectos de inversión -los datos están publicados en la página web de 
la DGT, debemos decir que el Poder Ejecutivo está trabajando en un proyecto para mejorar algunos términos 
y parámetros mediante los cuales se otorgan los beneficios por promoción de inversiones. 


SEÑOR UMPIÉRREZ (Alejo).- El mecanismo injusto que se ha instaurado con el Fondo de Desarrollo del 
Interior responde a que cuando fue creado por la Ley N* 17.296, obviamente, se tomó la recaudación del año 
previo, 1999, porque era el presupuesto de 2000. Por lo tanto, no había posibilidad de tomar otra recaudación 
que no fuera la del año precedente. Como era un fondo que tenía cero dólar, cero peso, se hizo una escala 
creciente que, inclusive, llegó a ser del 12,5%. Desde que comenzaron los gobiernos del Frente Amplio, en 
lugar de haberse mantenido un porcentaje fijo de la recaudación del año anterior, se realizó una actualización 
por IPC que mermó la participación del fondo en el total. El IPC de 2000 a 2017 aumentó 230% mientras que 
la recaudación impositiva -en esos mismos años- aumentó 530% tomado en pesos constantes desde la página 
de la DGI. Allí está el desfase que se produce. Por lo tanto, en lugar del 2,75% que debía tener, hoy estamos 
en un 0,34%, tendiendo hacia cero por más que haya "aumentado" -entre comillas- a través de la variación 
del IPC. La recaudación aumentó mucho más que el IPC. Se mantuvo como forma de actualización del FDI 


el IPC en lugar de la recaudación del año anterior. En el presupuesto de 2000 estaba bien que se tomara la 
recaudación de 1999; sin embargo, en los presupuestos anteriores ya no tenía razón de ser. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- El señor ministro hizo algunos comentarios sobre ciertas afirmaciones que yo 
realicé al principio que me gustaría reiterar o aclarar. 


Yo fui el que dije en mi exposición que la presentación es engañosa, no el presupuesto. En el informe 
económico financiero y en el texto del articulado están los datos. La presentación parece dar a entender que 
el gobierno nos trae un presupuesto ajustado porque trae impuestos contra incremento de gastos. Yo decía que 
la presentación, que la comunicación -si se quiere ser más específico- era engañosa porque faltaban 

US$ 1.800.000.000. 


Yo utilicé la palabra "financiado"; puede ser que técnicamente el tema financiero sea distinto al económico o 
al fiscal. Más allá de que no tengo los elementos suficientes técnicos para ser tan preciso, debo aclarar que a 
este presupuesto que nos trae el Poder Ejecutivo le faltan US$ 1.800.000.000. 


Nosotros tenemos una obligación que el Poder Ejecutivo no tiene. La bancada del Frente Amplio ha sufrido 
esa obligación. Queremos destinar $ 3 a alguien, pero se dice: "Ah, tenemos que encontrar de dónde". Me 
gustaría dar los US$ 3.000.000 que pide la UTEC, porque me parece que es de las experiencias educativas 
una de las más exitosas para el país y para su desarrollo, pero se dice: "Ah, tenemos que encontrar de dónde". 
Ahora, el Poder Ejecutivo me trae un presupuesto que le faltan US$ 1.800.000.000. Le podrían faltar 

US$ 1.900.000.000; no lo trae financiado. Quizás la palabra "equilibrado" sea la mejor. No está equilibrado; 
le faltan US$ 1.800.000.000. Es el concepto del déficit. Muy bien, es un presupuesto deficitario; quería 
aclararlo. 


Voy a dar mi interpretación de la respuesta que se me dio sobre las PPP. No sé si habrán madurado en seis 
años o si les faltará alguno más, pero me pareció entender que el equipo económico considera que a la ley no 
le hacen falta cambios; hay que esperar que madure. Digo esto porque hay una teoría que responsabiliza la 
ley y hay otra que no; el problema es cómo se instrumenta. Me pareció entender que el Poder Ejecutivo 
considera que la ley está bien. No entendí que se dijera específicamente. 


Con relación al BROU -más allá de las respuestas que se nos dan respecto a por qué irrumpió este tema ahora 
y no el año pasado, es decir, cómo fue que sucedió esto de no darse cuenta de que iba a caer un ingreso tan 
importante-, pregunté lo siguiente. Si no pasaran estas cosas, si este año fuera como los demás, si el Banco de 
la República diera US$ 90.000.000 de ganancia ¿de ahí habría que sacar lo del Fondes? Si hay que sacar lo 
del Fondes no caen US$ 90.000.000; caen los US$ 90.000.000 menos los que iban para el Fondes. Había una 
parte de esos US$ 90.000.000 que no eran del equipo económico. Entonces ¿son US$ 90.000.000 más lo del 
Fondes? ¿La ganancia estaba prevista que fuera US$ 90.000.000 más US$ 15.000.000, o US$ 90.000.000 
menos US$ 15.000.000? 


De paso, pregunté si tenían idea de qué iba a pasar con el Fondes. Pregunté qué pasaba con las transferencias 
-estamos en rendición de cuentas- de los recursos que debieron haberse volcado al Fondes de las ganancias 
que sí tuvo el Banco de la República en los años anteriores. Según dicen las autoridades del Fondes, no se les 
han pagado los aportes no sé si en los últimos dos o tres años. Me dio la impresión de que lo que escuché fue 
que las nuevas autoridades del Fondes-ANDE y del Fondes-Inacoop no recibieron ningún tipo de 
transferencia de recursos, que se están manejando con lo que tenían y con un adelanto de la CND a cuenta de 
lo que luego transfiera el Poder Ejecutivo de las ganancias del Banco de la República. 


Me perdí si se dijo algo sobre el tema de los aforos de inmuebles rurales. 


Sobre Internet, creo que estamos hablando de lo mismo con el señor subsecretario. Yo fui el que hizo las 
declaraciones a la prensa. La presentación hace que podamos estar sacando distintas conclusiones. Entonces, 
voy a volver a hacer la pregunta. ¿Servicios como el de Netflix van a pagar lo que hoy no pagan? ¿Hoy pagan 
algo? Hoy nos cobran US$ 9,99. ¿Van a pagar US$ 9,99 más IVA y el impuesto a la renta de no residente? Si 
lo van a pagar, el Estado va a recaudar más. 


Yo sé cuál es la disquisición del mercado, pero los mercados van cambiando. Va a haber un ingreso que hoy 
no está; esa es mi opinión. Además, hay que sumarle lo relativo a otras aplicaciones y otras intermediaciones. 
Hay impuestos a la renta de no residentes y de residentes para mediaciones, intermediaciones y servicios, 


además de IVA para esos casos. Según creo, el único que está pagando es Uber, desde febrero de este año, por 
un decreto que refiere a la mediación en servicio de transporte específicamente y ahora se pone por ley. Creo 
que hay un cúmulo de cambios, incluso algunos de base imponible, que van a generar recursos que hoy el 
fisco no cobra. ¿Que pueden compensar lo que antes cobraba y dejó de cobrar por el cambio tecnológico? 
Puede ser, pero hoy no lo cobran, y esto es lo que yo dije. Va a haber un ingreso que hoy no tiene. Si me 
equivoco, pido que se me explique. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Supongo que estos serán los comentarios finales. 
Además, se han hecho preguntas que ya contestamos más de una vez. Cuando no se quiere entender, es 
bastante inútil explicar. Esa es la reflexión que hago. Otras son las razones que "explican" -entre comillas- las 
afirmaciones que aquí se han hecho y que ya se hicieron a la prensa, mucho antes de escuchar nuestras 
explicaciones y con adjetivos descalificadores. Cuando estamos en un clima de este tipo, es muy difícil actuar 
políticamente con seriedad. 


De todas maneras, vamos a contestar por última vez estas preguntas y cerramos la sesión. 
(Interrupciones) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Hay un último legislador que quiere intervenir. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Quiero hacer dos preguntas bien concretas que no registro que hayan sido 
respondidas. 


Una es respecto a si al margen del crecimiento de la economía -aspecto que está referido en la presentación 
que ha hecho el señor ministro de Economía y Finanzas en función de un crecimiento mayor al que se había 
proyectado-, había algunas otras medidas concretas para abatir el déficit fiscal. La segunda pregunta tenía 
que ver con cuál ha sido la renuncia fiscal en los años 2016 y 2015 en función de exoneraciones establecidas 
en el régimen de promoción de inversiones. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Espero que sea la última intervención. Para referirnos 
nuevamente al tema de las plataformas y del Fondes, solicito autorización para que intervenga el señor 
subsecretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quiero hacer dos comentarios muy 
concretos. 


Cuando se hablaba de dejar de recibir US$ 90.000.000 de transferencias a Rentas Generales por parte del 
BROU, era en referencia a lo que en promedio se enviaba a Rentas Generales más allá de las transferencias 
que se realizaran al Fondes. No son US$ 90.000.000 sino US$ 90.000.000 más. 


En segundo lugar, vuelvo a reiterar el concepto. No podemos hablar de recaudaciones adicionales sin tener en 
cuenta el efecto neto que ocurre en un determinado mercado cuando hay una migración del consumo de un 
determinado servicio de una plataforma a otra. En el caso de Netflix, según las estimaciones que hay en 
Uruguay acerca del número de consumidores -hay encuestas realizadas por Andebu-, estamos hablando de 
aproximadamente 150.000 usuarios. No solo debemos tener en cuenta los impuestos que se paguen en este 
caso, sino también cuántos usuarios han perdido las otras plataformas y cuántos usuarios van a perder. Lo que 
estamos diciendo es que el efecto neto de estas migraciones entre plataformas tecnológicas debería dar un 
efecto recaudatorio nulo. Por lo tanto, reitero el concepto de, en primer lugar, preservar la base tributaria más 
que de recaudar más y, en segundo término, generar un plano de equidad en cuanto a que todos los servicios 
estén gravados. 


En tercer lugar, con respecto a la pregunta vinculada a la resignación fiscal, como comenté anteriormente, no 
tenemos aquí el dato específico pero está colgado en la página web de la DGI y podemos, con mucho gusto, 
acercarlo en las próximas visitas que hagamos durante la discusión del articulado. De todos modos, vale la 
pena decir dos cosas. Una -que ya la dije- es que se está trabajando en un decreto reglamentario de la Ley de 
Promoción de Inversiones con el fin de mejorar y sofisticar más aun el régimen, discriminando entre 
proyectos nuevos de mejor manera con respecto a ampliaciones de proyectos ya existentes, teniendo en 
cuenta más la generación de valor agregado y demás. Con gusto, cuando esté elaborado, podemos 
conversarlo más en detalle. 


Lo otro que quiero decir es que se debe tener presente la diferencia importante de dos valores. Uno es el 
beneficio otorgado por parte de la Comap en aplicación del régimen de promoción de inversiones, para lo 
cual se toma en cuenta la inversión realizada y se da un determinado porcentaje a cuenta de impuestos. Lo 
otro es lo que finalmente es utilizado de ese beneficio. La experiencia histórica muestra que el porcentaje 
efectivamente utilizado de ese beneficio otorgado está en el entorno del 50%. Es decir que estamos en una 
utilización mucho menor de los beneficios que se otorgan; por lo tanto, hay que tener mucho cuidado con 
respecto a discriminar entre beneficio otorgado y beneficio efectivamente utilizado. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En relación con esto último que estaba planteando el 
señor subsecretario, pienso que la renuncia fiscal efectiva a la que aludía el diputado Posada en su primera 
intervención -que no comenté y le pido disculpas- se puede estimar en el entorno del medio punto anual del 
producto, que equivale a aproximadamente US$ 250.000.000. Todo esto se inscribe en el concepto al cual 
aludía el subsecretario, que es el que usan los beneficiarios de este programa y que es fundamental en otra 
pregunta que hacía el señor diputado Posada acerca del conjunto de medidas que se están tomando 
permanentemente para combatir el déficit fiscal. Tenemos que actuar en dos campos fundamentales: en el de 
los gastos y en el de los ingresos. En el campo de los gastos, la principal dificultad que tenemos es su carácter 
endógeno. Por lo tanto, hay que poner muchísimo el acento en la calidad del gasto, y estamos trabajando 
desde el Ministerio de Economía y Finanzas en una Unidad de Presupuesto especializada, a cuyo frente está 
Michael Borchardt, precisamente para mejorar la calidad del gasto, con las orientaciones que yo mencionaba 
hoy. Me refiero, en primer lugar, a empezar a terminar un poco con la lógica incremental del gasto: se hace 
un presupuesto y el gasto tiene que aumentar sí o sí. En segundo término, es necesario establecer metas 
alcanzables. En tercer lugar, hay que hacer compromisos de gestión, que es fundamental, y tenemos autoridad 
moral para decirlo, porque los primeros compromisos de gestión que se hicieron en los últimos años fueron 
en el Ministerio de Economía y Finanzas, concretamente en la Dirección General Impositiva, y tuvieron 
resultados espectacularmente buenos. Naturalmente, teniendo en cuenta la diferenciación de unidades 
ejecutoras, hay que avanzar por ese lado, y lo estamos haciendo. 


Desde el punto de vista del campo de los ingresos hay un camino solo, que es estimular por todas las vías 
posibles la inversión productiva y el crecimiento: no hay otro. Ese es el camino que nos va a ir permitiendo 
-positivamente, desde el lado de la actividad- ir mejorando cada vez más el equilibrio entre gastos e ingresos 
públicos y estamos haciendo un esfuerzo muy importante. Ya desde 2015, incluyendo por supuesto 2016 y lo 
que va de 2017, estamos poniendo en práctica medidas en el campo impositivo, como las que refería el señor 
subsecretario. Estamos utilizando intensamente la herramienta tributaria, en términos generales, para el 
estímulo de la inversión; pero también estamos ayudando a sectores en dificultades -que, por diversas 
razones, en los últimos tiempos han atravesado por situaciones relativamente problemáticas-, con programas 
de devolución de impuestos, con programas de asistencia financiera, fundamentalmente a través del Banco de 
la República, con flexibilización de las medidas en el campo del endeudamiento. En fin, esto es lo que hemos 
venido tratando de poner en práctica para estimular a los sectores productivos. Ese es el camino: inversión y 
producción. 


Finalizo, señor presidente, en esta tarde de insistencias, insistiendo en lo que ya dije: este es un presupuesto 
absolutamente financiado. Decir lo contrario es un gravísimo error, solo que ese gravísimo error tiene 
consecuencias políticas no deseables para el país. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solo resta agradecer la presencia de las autoridades que nos visitaron en el día de 
hoy. 


(Se retira la delegación del equipo económico de gobierno) 


——=El diputado Gandini realizó un planteo a la Comisión: la Mesa solicita que lo formalice, a los efectos de 
someterlo a votación. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- En el marco de lo que debemos hacer, como es estudiar la rendición de cuentas, 
me preocupa saber qué está pasando en el Fondes, porque nos enteramos de que seguramente por este 
período, y quizás por algunos años más, no va a tener el único recurso externo que recibe y que, aunque el 
Banco República dio ganancias, hace dos o tres años no se le ha transferido el porcentaje que le corresponde 
por ley, ni siquiera el mínimo. 


Entonces, me gustaría saber qué opinan de este tema los dos Fondes y qué se piensa hacer, porque son 
asuntos que después siempre terminan acá. Así que quisiera que compareciera el Fondes, porque se quedó sin 
fondos... 


(Interrupción del señor representante Roberto Chiazzaro) 


Tiene razón el diputado: Fondes-Inacoop y Fondes-ANDE. 


Del mismo modo, tendría que venir el BROU, porque hay más de una versión en plaza de cuáles son las 
razones por las que debe preservar sus ganancias y transformarlas en patrimonio, o algo así -yo no entiendo 
mucho cómo es-, por lo que creo que es bueno que tenga la oportunidad de dar su versión oficial. 


Lo mismo en cuanto al Banco de Previsión Social, porque tengo en mi poder un material con declaraciones 
de algunos de sus directores, en el sentido de que esta situación era perfectamente previsible, que está dentro 
de lo que se había previsto para cada uno de los años, por lo que no hay sorpresas para el BPS, que sí las hay 
para el Ministerio de Economía y Finanzas; y hoy se planteó una situación que parece ser más grave para los 
próximos años. Así que, también, me gustaría que vinieran sus autoridades, porque se trata de un organismo 
que vive de transferencias muy importantes que se hace de Rentas Generales. 


Finalmente, una vez más me preocupa el tema y creo que ahora corresponde recibir al IRCCA, el instituto 
que refiere a la regulación de cannabis, porque todavía no se ha puesto en marcha una parte importante de 
este asunto. Me gustaría saber cuál va a ser el precio con que se va a vender el producto; si hay que 
subsidiarlo y cómo han hecho los cálculos, porque a los que plantaron, para transformar y vender el producto, 
hay que pagarles. Ahora, no sé cómo calcularon que van a vender todo lo que produzcan, si no va a haber una 
transferencia de recursos y cuándo se produciría eso. 


Me consta que está todo pronto para vender, pero no hay dónde hacerlo; entonces, puede haber un descalce 
muy importante entre las obligaciones de pagar y el mercado que tiene que comprar. 


Así que yo solicitaría que esas cuatro instituciones pudieran comparecer. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Me parece que es de recibo el planteo con respecto a tres de las instituciones que 
propone el señor diputado. Ahora, en el caso del Banco República, considero que el tema es más bien ajeno al 
de la rendición de cuentas; responde a disposiciones bancocentralistas y, en todo caso, eventualmente, 
podríamos considerarlo en la Comisión de Hacienda a posteriori. 


Esta es simplemente una apreciación sobre la incidencia o la relación directa con el tema de la rendición de 
cuentas. En el caso del BPS, me parece que se justifica, porque se está hablando de un mayor costo de la 
seguridad social. Y en los otros dos casos, también me parece absolutamente de recibo el planteo del señor 
diputado Gandini; ahora, reitero que en del Banco República, quizás sería mejor que se lo recibiera en una 
instancia de la Comisión de Hacienda porque, como dije, dispone a disposiciones del propio Banco Central. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Buscando el camino del medio, podríamos convocar al Fondes y ver si de su 
comparecencia surge la necesidad de citar al Banco República. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a proceder a votar las convocatorias en forma desglosada, a solicitud del 
diputado Asti. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la convocatoria al Banco de Previsión Social. 


(Se vota) 


Catorce por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la convocatoria al Fondes. 


(Se vota) 


Catorce por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la convocatoria al Ircca. 


(Se vota) 


Trece en catorce: AFIRMATIVA. 


Después de la comparecencia del Fondes, la Comisión se compromete a evaluar la necesidad de convocar al 
Banco República. 


No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 14) 
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